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Resumen 

 

El trabajo que se presenta a continuación, espera poder identificar cómo se presentan 

diferentes formas de participación en un territorio a partir de la presencia de una 

actividad predominante como lo es la minería, que a pesar de las directrices normativas 

e institucionales, modifican las condiciones del territorio, dejan atrás formas de 

participación tradicionales que normativamente se han establecido y da paso a generar 

otras relaciones de poder donde se conjugan vínculos entre la Ley, el Estado, los 

sistemas ambientales, el poder económico y la población.  

 

Los casos a analizarse serán los municipios de El Bagre, Támesis y Buriticá con actores 

estratégicos en sus diferentes niveles y capacidades de incidencia en espacios de 

constante interacciones y transformaciones poblacionales, de relaciones de poder y de 

establecimiento de soberanías.   

 

 

 

Palabras claves:  

Ordenamiento territorial, actores estratégicos, Agenda Pública, Participación, Toma de 

Decisiones, Formas de Participación, Conflictos en el Territorio.



 

 

 

Abstract 
 

The work presented then hopes to identify how different forms of participation are 

presented in a territory from the presence of a predominant activity such as the mining, that 

despite the policy and institutional guidelines, modify the conditions of territory, leaving 

behind traditional forms of participation that have been established normatively and gives 

way to generate other power relations where links between the law, the state, 

environmental systems , economic power and population are combined . 

 

The cases analyzed are the municipalities of El Bagre, Thames and Buritica with strategic 

actors at different levels and capacities impact on spaces of constant interactions and 

population changes, power relations and establishment of sovereignty. 

 

Keywords: Land management, strategic actors, Public Agenda, Participation, Decision 

Making 
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Introducción 
  

Cuando se propone hablar sobre las diferentes formas de participación en procesos  que 

buscan entrar a incidir, determinar o cualificar acciones de tomas de decisiones sobre el 

territorio, muchas son las preguntas que se realizan alrededor de las posibilidades reales 

que tienen los actores para lograr estas acciones, de la claridad en la norma para entender 

alcances, dimensiones y posibilidades, de la capacidad de planeación y apertura de 

espacios participativos, de la validez de los mecanismos normativos y de la posibilidad de 

continuidad y sostenibilidad del proyecto con los diferentes actores. 

 

Sin embargo, realizar un análisis de las formas de participación para el ordenamiento del 

territorio podría realizarse no solo a la luz de las posibilidades normativas, el 

establecimiento de mecanismos institucionales de participación o resultados finales sobre 

la toma de decisiones, realizar este análisis es posible en la medida que se evidencian 

formas de participación diferentes a las tradicionales, fruto de luchas y conflictos que se 

presentan en el territorio y que logran construir nuevas realidades que modifican y 

transforman las interacciones sociales, los sistemas naturales, las actividades económicas 

y las condiciones políticas. Estas luchas y conflictos en el territorio rodean, en este texto 

principalmente el componente ambiental, en relación, con diversos actores que en su 

tejemaneje por lograr el control sobre el territorio establecen relacionamientos de poder, en 

especial cuando se identifica la presencia de actividades económicas predominantes sobre 

una región (como la minería), que generan exponencialmente intereses que entran a 

participar en diferentes niveles en la agenda pública de la región.  

 

Junto con estas características se identifica además un territorio con particularidades que 

se desarrollaron en diferentes niveles sobre regiones como la antioqueña, donde la 

presencia de actividades económicas, con pocas claridades sobre la aplicación de la 

norma (en especial con temas como la definición de los usos del suelo, las competencias 

nacionales, regionales y locales entre las autoridades y la posibilidad normativa de darle 

rigor y contenido a políticas públicas ambientales), con la presencia de conflicto armado 

para el desarrollo de actividades ilícitas e ilegales, la apertura a empresas transnacionales 

en territorios rurales sin medidas claras de formas de compensación y límites en el 

aprovechamiento de recursos de la región y la falta de fortalecimiento de las comunidades 

en los contextos de participación ambiental limitó que hasta este punto se generaran 

acciones institucionales claras que aportaran contenidos y lineamientos en estos 

territorios.  

 

Es por esta razón, que en este estudio de caso se permitirá conocer para la minería de oro 

en el territorio, caracterizaciones de orden o prioridades,  actores y  estrategias,  

tiempos y lugares, en los niveles local, subregional y departamental,  que de manera 

explícita pasan de ser expresiones verbales y sentidas en los diferentes actores a construir 

situaciones concretas sobre los territorios que alcanzan a persuadir a las administraciones, 



 

gremios económicos y sociales, actores estratégicos y conglomerados a generar acciones 

que pueden determinar y definir el territorio en su planeación y ordenación, ¿quiénes son 

los actores y con qué formas de participación inciden en la toma de decisiones para 

determinar el ordenamiento territorial? 

 

Cada una de las características aquí mencionadas se viven en Antioquia con cierta 

expectativa, no solo de encontrarlas en constante movimiento, sino en una mezcla que 

tiene detonantes, muchos de ellos como consecuencia de la falta de una agenda concreta 

que permita atender los temas de manera integral y objetiva. Es en la esfera local donde 

cada una de estas expresiones empiezan a materializarse con mayor evidencia, donde el 

Estado deja de ser el único responsable del desarrollo y bienestar de los ciudadanos y se 

empiezan a evidenciar la participación de temáticas que determinan las bases de 

administración y organización del territorio, temáticas que obligan a los administradores y 

los diferentes actores a implementar otras estrategias y/o proyectos con el objetivo de 

lograr controlar a su favor las decisiones sobre el territorio. 

 

Esta región se ha caracterizado a lo largo de la historia por el desarrollo de actividades 

sociales y ambientales propias de los territorios rurales que han gozado desde sus inicios 

acciones de apropiación e identidad por sus habitantes. En este sentido y durante los 

últimos años se ha percibido no solo en Antioquia sino en el país un importante interés del 

Gobierno Nacional por implementar un proyecto alrededor del surgimiento de la actividad 

minera como una de las locomotoras del desarrollo que llevaría a la “prosperidad de todos, 

más empleo, menos pobreza y más seguridad” (Plan Nacional de Desarrollo, 2011-2014).  

 

La estrategia enmarcada en este Gobierno tiene un alto interés en la economía minera, 

evidenciado en su Plan de Desarrollo la necesidad de consolidar la minería a cielo abierto 

y a gran escala para el desarrollo del país, aprovechar la alta demanda internacional por 

minerales y generar ámbitos internacionales de intercambio e incidencia económica. Sin 

embargo, las realidades se corresponden a cada espacio del territorio y lo que se evidencia 

en la historia es que estos territorios no se construyeron homogéneamente ni 

respondiendo a lo que jurídicamente se quiso reglar en la vida social. Por ello es 

interesante conocer como una misma actividad extractiva-productiva tiene en diferentes 

contextos territoriales respuestas diversas, complejas y contradictorias sobre los intereses 

y anhelos de comunidades que sienten de primera mano el impacto de lo que esta 

locomotora pretende.   

 

Para una parte de las poblaciones lo más importante es poder continuar realizando la 

actividad extractiva sin que la normatividad, ni los grupos al margen de la Ley les impida 

continuar con su sustento económico. Otra parte de las comunidades rechazan 

rotundamente la presencia de la minería, en parte bajo un interés de conservar las 

riquezas naturales, culturales y sociales que se podrían ver vulneradas por esta actividad y 

podría además atentar contra actividades productivas que requieren de los mismos 

recursos naturales para poder avanzar.  Siendo así, actores como el Gobierno Nacional, 



 

 

 

 

Gobierno Departamental, administraciones municipales, Empresas Mineras de la zona, 

ONG, agrupaciones ciudadanas han realizado acciones que marcan la agenda 

departamental y que exige a varios sectores implementar medidas entre todos los 

participantes.  

  

La hipótesis de este trabajo de grado tiene como punto de partida, el cómo la presencia de 

los diferentes actores en el territorio, sus interacciones y las relaciones de poder que entre 

ellos se manifiestan generan nuevas formas de participar en las acciones de ordenamiento 

del territorio en el marco de acciones ambientales. Estas acciones  y que saltan no solo 

los espacios de iniciativas individuales, grupales e institucionales en el marco de la 

formalidad, implica conocer desde la informalidad, ilegalidad y conflictividad como se 

generan acciones con diferentes puntos de vista y respuestas. Es así, como temas 

relacionados con la minería, usos y restricciones del territorio en las áreas protegidas en el 

Departamento de Antioquia se presentan posiciones diversas y complejas como 

determinantes indiscutibles para el ordenamiento territorial. 

 

Se marca una nueva configuración territorial con una importante inclinación a desatarse un 

conflicto por controlar la reorganización del territorio entre el Estado, las empresas y la 

comunidad, su beneficio o interés depende del punto de vista del observador o de la 

mezcla de intereses entre los actores. Ese conflicto dejó a un lado los análisis, estudios y 

mapas que durante muchos años académicos e investigadores se tomaron el tiempo de 

conocer, delimitar y asignar el tipo de uso y actividades que sobre estos territorios se 

puede realizar con actividades productivas-extractivas que han sido amparadas por una 

normatividad Colombiana que promueve y busca la llegada de empresas interesadas en 

trabajar la extracción de recursos naturales no renovables, que se ubican muchas de ellas 

en áreas declaradas de interés de conservación por su especialidad ecosistémica y 

proveedora de servicios fundamentales para la existencia humana. 

  

De esta manera encontramos en las Subregiones de Occidente, Bajo Cauca y Suroeste 

antioqueño empresas mineras, hidroeléctricas, forestales, nacionales e internacionales, 

que durante muchos años y bajo diferentes nombres han realizado actividades de 

extracción y explotación de los recursos naturales. Cada una de estas actividades genera 

importantes cambios en el ordenamiento territorial por la llegada masiva de poblaciones, 

cambios en los usos del suelo, las actividades productivas, la vocación turística y 

económica de los municipios, cambios en el control de la institucionalidad y la toma de 

decisiones sobre la vida social y política de las comunidades.  

  

En el desarrollo del texto se espera conocer como las temáticas de ordenamiento del 

territorio han tenido una serie de transformaciones y procesos de construcción y 

modificación de normativas y directrices técnicas y administrativas donde prima un fuerte 

interés económico que determina las estrategias políticas para el control, seguimiento y 

monitoreo de actividades en los territorios rurales y que ha permitido un cambio dócil del 

territorio, sus actividades y actores. 



 

  

Se identificará cómo se percibe la participación en estos nuevos cambios en varios 

sectores de la sociedad, estos son el Estado, los gremios económicos, las organizaciones 

sociales y ambientales, las comunidades campesinas y étnicas, quienes identifican la 

importancia de estar en esta agenda pública, difícil de ignorar ante la constante de 

interacciones que vincula a los sectores en mención. Se pondrá en mención la influencia 

del desarrollo de actividades principalmente productivas y estractivistas, con la 

conservación y preservación del medio ambiente, las riquezas locales culturales y sociales 

y los conflictos que se presentan en el territorio bajo la dinámica de la globalización e 

intereses de participar en él. 

 

Se conocerá de manera general, casos específicos en los municipios de algunas 

subregiones de Antioquia como lo son El Bagre, Buriticá y Támesis que nos permitirán dar 

nuevas miradas para estudiar diferenciadamente los discursos políticos y económicos 

sobre la intervención de nuevas dinámicas en el ordenamiento del territorio. Se 

compartirán experiencias en diferentes sectores que nos pueden señalar patrones, que, a 

pesar de sus diferencias geográficas, sociales y culturales, entre un territorio o sector, o 

incluso la interrelación de zonas diferenciadas geográficamente, pero comunes en cuanto 

puedan compartir necesidades y experiencias de planificación y desarrollo que afectan en 

este caso a una colectividad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

1. Capítulo 1: Conceptos Básicos 
 

1.1 Presencia de la minería en Antioquia 
 

 

El desarrollo del territorio antioqueño ha estado acompañado desde el siglo XVIII de 

importantes acciones de articulación de los elementos políticos, económicos y culturales 

en núcleos poblacionales dispersos en cada una de las subregiones, que se concentraron 

inicialmente en tres actividades económicas que esperaban darle forma a un proyecto 

regional (la agricultura, el comercio y la minera),  con visión al siglo XX.  Estas 

actividades que activaron el desarrollo del desarrollo económico antioqueño, esperaban 

lograr a través de estas actividades entrar a participar en las lógicas nacionales e 

internacionales para la exportación de productos fuertes y consolidados.  

 

Peter Wade en el libro Colombia Pacífico, la Relación Chocó- Antioquia,  indica que “la 

época colonial a fines del siglo XVIII. Lo que existía era una sociedad netamente esclavista, 

creada y mantenida con el propósito único de saquear la riqueza aurífera de la región. 

Según el censo de 1778, la población se conformaba así: blancos, el 2%; indios, el 37%; 

libres, el 22%; y esclavos, el 39% (Pérez Ayala 1952). Los blancos eran una pequeña 

minoría integrada por mineros, oficiales administrativos y algunos pocos sacerdotes.  

 

La mayoría de los dueños de las minas vivían fuera de la región, muchos en Popayán. Los 

indígenas vivían apartados de los pueblos de la sociedad colonial, pero su fuerza de 

trabajo se explotaba en la construcción de la vivienda, los acueductos y las canoas y en el 

cultivo de los alimentos para los campamentos mineros. Los esclavos trabajaban en la 

minería y en el cultivo de los alimentos en grandes cuadrillas, el 90% de ellos en cuadrillas 

de más de 30 esclavos (Sharp 1976). 

 

Los inicios de la minería estaría entonces marcada por un fuerte dominio de la religión y del 

Estado quienes fueron los protagonistas del avance del Siglo del Oro en Antioquia y la 

incorporación de familias y la mano esclava para lograr la sustracción del mineral.  

 

“El modelo mercantil implicaba consolidar y ampliar las redes comerciales de tal manera 

que se facilitasen los contactos entre buscadores de oro (grandes y pequeños) con 

comerciantes abastecedores de alimentos y productos de consumo y de éstos con los 

grandes importadores y prestamistas, vendedores de barras de oro en los mercados de 

Londres, Bremen, Liverpool y París, y negociantes en letras de cambio que representaban 

los cupos para comprar en el exterior. 

 

Esta red mercantil se expandió rápidamente después de la Independencia y se consolidó 



 

cuando los antioqueños lograron que el Congreso de 1850 aprobase la Ley 20 de 

descentralización de rentas y gastos, mediante la cual la élite provincial liberó el oro de 

“todo pecho y gravamen”; esta red así consolidada, cumplió la función bien importante de 

integrar territorios y localidades, establecer relaciones económicas anudadas en torno a la 

compra-venta, poner en contacto gentes de muchos lugares y condiciones sociales y 

fortalecer lazos de solidaridad, lealtad y cooperación entre gentes que compartían un 

mismo interés. 

 

De esta manera se identificaron varios puntos de anudamiento, perfilándose desde muy 

temprano la ciudad de Medellín como el centro más importante, sede de las principales 

casas comerciales y bancarias, lugar donde se centralizó el oro producido en buena parte 

del occidente colombiano y, también, residencia de las autoridades civiles y religiosas. 

Además de Medellín, otras localidades fueron centros de mucha importancia y cumplieron 

en las zonas cercanas la función de anudamiento de esa compleja red de mercados 

regionales: Rionegro en el Oriente; Sonsón y Caramanta en el Sur; Jericó y Titiribí en el 

Suroeste; Santa Fe de Antioquia en el Occidente; Amalfi, Yolombó y Santo Domingo en el 

Nordeste, Santa Rosa y Yarumal en el Norte”. 1 

 

A pesar de esta estructura regional que venía imponiéndose, los intereses del Estado se 

concentraron sobre el desarrollo del municipio de Medellín al ser el epicentro, no 

precisamente por convertirse en el eje articulador de la región sino por la concentración 

económica, la llegada masiva de poblaciones y la construcción del espacio sobre la 

considerable oferta de mano de obra, que tenía interés no por el desarrollo del territorio 

rural sino por el auge industrial que para la época se percibía, así fue como se generaron 

las fracturas regionales al perderse el desarrollo en red y conexión para los intereses 

mercantiles y se continúan lógicas diferenciadas en las formaciones sociales y vivencias 

de los territorios, se percibe por el contrario una rápida llegada de inversionistas privados 

que buscan sostener y dar impulso a las actividades que ya se habían perfilado y donde se 

había identificado ya potencial de explotación y extracción.  

 

Con el paso del tiempo y al estado actual de la minería en Antioquia podemos encontrar 

condiciones de contexto: la relación entre las comunidades, el Estado y los grandes 

inversionistas, el conflicto entre las comunidades locales tradicionales y la titulación de sus 

predios por empresarios, la necesidad de consulta de las comunidades sobre el desarrollo 

de proyectos extractivos sobre sus territorios, la necesidad de establecer en los Planes de 

Ordenamiento Territorial las reglas de juego con sustento técnico sobre los usos del suelo, 

las compensaciones de las empresas sobre las comunidades impactadas, la participación 

de mineros informales y/o ilegales alrededor de grandes proyectos mineros o en zonas 

alejadas de los cascos urbanos.  

                                                 
1 Nación, Ciudadano y Soberano. Maria Teresa Uribe de Hincapié. Junio 2001. Corporación Región. 



 

 

 

 

1.2 Ordenamiento territorial y la incorporación de la 

función social y ecológica  

 

“La relación de una población con su espacio se concreta en dinámicas territoriales (desde 

el poblamiento y los patrones  de asentamiento, hasta la modificación total, posible de 

darse mediante la construcción de una represa, por ejemplo) que generan cambios de 

distinto orden y escala, por ejemplo, en el cambio climático, en la pérdida de masa boscosa 

y en la modificación de las cadenas biológicas, haciendo de los territorios espacios 

culturales, transformados por el trabajo, la acción y las contradicciones humanas.  

 

Pero más allá de lo anterior, la problemática ambiental generada por la acción humana 

adquiere un carácter de vivencia inmediata en los territorios específicos, pues es ahí donde 

los sujetos sociales los palpan, los viven, y es ahí donde se concretan potencialidades, 

posibilidades y límites para su solución” 2 

 

Para poder hacer un análisis sobre el ordenamiento del territorio es importante entender el 

concepto inicial del territorio para conducirlo a la aplicación del objeto de estudio. Conocer 

el territorio implica conocer los contextos y dinámicas que se presentan en un espacio y 

que tienen la capacidad de llenarlo de contenido y fuerza a partir de interacciones 

históricas, físicas, de producción y cambio constante ante todos lo que lo constituye.  

A partir de estas precisiones se gestan territorios con particularidades internas y un 

proceso de intercambio y flujo externo constante, de esta manera se gestan importantes 

procesos que permiten la retroalimentación y construcción de los diferentes espacios.  

 

En este sentido menciona el Antropólogo Mario Sosa Velásquez, que el territorio es 

construido a partir de las múltiples interacciones que sobre este se generan y que en su 

mayoría son acciones que logran generar marcar, límites, códigos e imaginarios de los 

sujetos que los habitan en su interior y actores y situaciones que influencian su 

configuración, en este sentido menciona que poder entender el territorio es poder 

reconocerlo como un espacio de proximidades, interacciones y cambio, que implican 

trascender su definición de un espacio geográfico identificado y delimitado a un espacio 

donde se generan relaciones sociales con los semejantes o personas próximas en el lugar, 

con el ambiente y la biodiversidad que la integran.  

 

Tener esta idea clara para el desarrollo del texto es importante, pues en las diferentes 

interacciones que puedan darse entre el hombre, el conjunto de las personas que se 

integren al espacio y el ambiente se surten una serie de trasformaciones, que tienen por 

objetivo lograr el ordenamiento para la producción de un espacio que se fundamentan 

principalmente en el capital económico (bajo sus diferentes formas), el capital cultural y el 
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capital simbólico. Estas formas revisten las diferentes especies de capital que son 

percibidas y reconocidas como legítimas entre los individuos y por ende constituyentes de 

su realidad social. 

En Colombia, el territorio rural es un espacio que se encuentra en una creciente 

transformación, es un territorio caracterizado por concentrar una baja densidad poblacional 

con una relación estrecha y directa de los recursos naturales para su sobrevivencia, por 

ello, las actividades agrícolas, forestales, extractivas, ganaderas y pecuarias en su mayoría 

se convierten en la fuente de su sustento, lo cual, garantiza para la mayoría, una 

permanencia constante en el territorio y la construcción de estilos de vida y relaciones 

sociales y culturales que enriquecen el conocimiento del territorio.  

 

Sin embargo, estos elementos no funcionan como actores pasivos sobre el territorio, su 

configuración es resultado de las relaciones sociales, políticas económicas e ideológicas, 

las cuales, se reproducen diariamente como producto del intercambio, la información, la 

producción y la apropiación de los individuos mismos del espacio.  Henri Lefevbre en El 

Derecho a la Ciudad explica que el espacio es un lugar donde se dan diferentes tipos de 

producción y se realiza en toda actividad social, sin embargo, no está limitado a ser un 

instrumento ni el lugar donde solo se desarrollan actividades económicas.  

 

Aclara que el espacio social es dinámico, donde se vive la cotidianidad y todo tipo de 

actividades, por esta razón el espacio se ve también condicionado por las actividades que 

el hombre realiza y es así como se presentan fenómenos importantes en mencionar: 

 

1. Espacio de la naturaleza: donde prima el paisaje, la agricultura, el campo. 

2. De transformación histórica: donde surge la industrialización del espacio 

3. Estrategias actuales de transformación: espacios donde se presenta mayor 

desarrollo y centralidad económico-político entre las regiones. 

 

Entre estos procesos históricos actualmente se evalúa la inserción del neocapitalismo, en 

tanto atrae nuevas tecnologías y la búsqueda del desarrollo económico. Este elemento trae 

como consecuencia la concentración del poder y toma de decisiones sobre el desarrollo 

regional, sobre el equilibrio con la naturaleza, y sobre la vida social.  

 

En este sentido, Henri Lefebvre invita a considerar el concepto de espacio y entender que 

el espacio es el resultado de las relaciones sociales, políticas económicas e ideológicas en 

una sociedad, las cuales, se reproducen diariamente, son producto del intercambio, la 

información, la producción y la apropiación de los individuos mismos, son este conjunto de 

elementos los que determinan el curso del desarrollo espacial, urbano y social. 

Entender el ordenamiento del territorio en nuestro caso de estudio implica no solo una 

revisión del territorio, las dinámicas y las interacciones ya expresadas, sino la 

intencionalidad de los diferentes actores por ver un espacio unificado, como un sistema 

que podría funcionar a partir del cumplimiento de unos objetivos y metas propuestas, 



 

 

 

 

implica principalmente analizar las relaciones del poder que sobre los territorios se 

generan.   

 

En este sentido, los actores en mención tienen por lo general puntos de vista opuestos, lo 

cual se dirime en el desarrollo de conflictos por tener un dominio sobre la naturaleza, 

donde no se tienen claras los esquemas normativos y regulaciones sobre los usos 

permitidos de los recursos naturales ni un punto mediador sobre las acciones de los 

actores que participan de este proceso.  

 

Ilustración 1 Lectura del Territorio.  Titiribí, Antioquia 

 
Fuente: propia 

 

Implica entender el ordenamiento territorial en su integralidad, a pesar de mencionar que 

los análisis sobre las temáticas que queremos trabajar se inscriben en los ecosistemas y 

las relaciones sociales, nuestro enfoque no podría ser únicamente desde el ordenamiento 

ambiental como una fracción o espacialidad que se encargaría únicamente de identificar 

los usos del suelo y generar garantías para su armonía con el desarrollo de actividades 

productivas, sino que implica una revisión del territorio en su integralidad y como un 

elemento estructurante que construye relaciones sociales, económicas y políticas y que 

incluye el desarrollo de nuevas actividades. Implica finalmente poder darle una nueva 

definición al territorio, en vista de las nuevas realidades y transformaciones. Realizar este 

ejercicio permitiría abordar con nombres propios y acciones colectivas las acciones 

permitidas, restringidas y/o potenciales para que sea incorporado en el imaginario de todos 

los actores que participan en él. 

Parte de estas consideraciones se viven en Colombia con la consolidación de la 

Constitución Política de 1991 y la entrada de más de 50 artículos que hacen alusión a 

acciones y políticas relacionadas con el medio ambiente y la ordenación del territorio.  



 

Muchos de los constituyentes que allí participaron esperaron dar un giro importante en la 

historia de Colombia con la entrada en participación de varios Derechos Constitucionales 

que esperan hacerle honor al nuevo Estado Social de Derecho, básicamente esperan 

poder realizar reformas llamativas en los temas de descentralización, posicionamiento de 

formas de participación de los partidos políticos, organizaciones sociales y ambientales, 

grupos étnicos, campesinos y comunidades, elección popular de gobernantes, e inclusión 

de nuevos temas en la agenda del país, acceso a la información, derechos políticos, medio 

ambiente, la vida, la salud, la educación, libertad de culto, de conciencia, de expresión y el 

trabajo. 

 

Esto significa que para el ordenamiento del territorio, se incorporan nuevos conceptos, 

desde los elementos administrativos y procedimentales para llenar de contenido el 

concepto de ordenamiento del territorio hasta la manifestación de nuevas formas de 

participación, no solo por las organizaciones que antes de la Constitución de 1991 se 

conocían (agremiaciones de agricultores, cafeteros, ganaderos…), que hoy se mantienen 

sobre sus mismas bases de construcción y fortalecimiento organizativo, sino con la 

amplitud de temas que evidencian márgenes de incidencia, desde el que conocemos y 

está reglamentado donde se define quienes y con qué mecanismos pueden entrar a 

participar en temas puntuales o desde el punto donde se consolidan otros actores efectivos 

de participación y que establecen sistemas diferentes de entrar a incidir en la toma de 

decisiones en el territorio.  

 

¿Elementos de contexto? “ Se puede afirmar que no es otro el sentido del artículo 3º de la 

Ley 388 cuando señala los fines que constituyen la función pública del ordenamiento del 

territorio: el acceso a las vías públicas, las infraestructuras de transporte y demás espacios 

públicos y su destinación al uso común; la efectividad de los derechos constitucionales a la 

vivienda y los servicios públicos domiciliarios; la orientación de los procesos de cambio en 

el uso del suelo en armonía con la función social y ecológica de la propiedad; el 

mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes; la distribución equitativa de las 

oportunidades y los beneficios del desarrollo; la preservación del patrimonio cultural y 

natural; y el mejoramiento de la seguridad de los asentamientos humanos ante los riesgos 

naturales”3. 

 

Esta apertura constitucional sobre la operatividad en el territorio y la vinculación de los 

propietarios del suelo a ejercer acciones de corresponsabilidad respecto a los beneficios y 

bienes naturales en el territorio de impacto, es el punto de partida que da apertura a que 

sectores públicos y privados, así como las comunidades impactadas en los territorios 

entren a conversar y a participar sobre cuáles son las acciones permitidas o prohibidas, las 

deseadas y las priorizadas, no es otra la intencionalidad al incorporar el concepto de la 

                                                 
3 Planes parciales, gestión asociada y mecanismos de distribución equitativa de cargas y beneficios en el 

sistema urbanístico colombiano. Marco jurídico, conceptos básicos y alternativas de aplicación 

María Mercedes Maldonado Copello, Juan Felipe Pinilla Pineda, Juan Francisco Rodríguez Vitta, Natalia 

Valencia Dávila. Bogotá, Colombia. Junio de 2006. Pág 15.  
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función social y ecológica de la propiedad.  

 

“La función social no es un dato externo a la propiedad. Se integra, por el contrario, a su 

estructura. Las obligaciones, deberes y limitaciones de todo orden, derivados de la función 

social de la propiedad, se introducen e incorporan en su propio ámbito. La naturaleza 

social de la atribución del derecho determina que la misma esté condicionada a la 

realización de funciones y de fines que traza la ley, los cuales señalan los 

comportamientos posibles, dentro de los cuales puede moverse el propietario, siempre que 

al lado de su beneficio personal se utilice el bien según el más alto patrón de sociabilidad, 

concebido en términos de bienestar colectivo y relaciones sociales más equitativas e 

igualitarias”4. Dicha descentralización constitucional ha permitido, entre otros asuntos, 

revisar el ordenamiento del territorio desde los contextos regionales y locales, con el 

objetivo de conocer y atender de primera mano las necesidades territoriales, todo bajo una 

articulación sobre los diferentes niveles de los entes de las regiones con los principios de la 

función social y ecológica de la propiedad que espera lograr sobre el ordenamiento del 

territorio mediar entre los derechos de los propietarios del territorio con las necesidades 

colectivas sin entrar en afectación o detrimento del otro. 

 

La construcción de esta estructura espera definir funciones, mecanismos y posiciones de 

cada uno de los actores en las dimensiones sociales, políticas, económicas y culturales, 

con el objetivo de lograr un importante contenido de Gobernabilidad sobre territorios que 

históricamente se han mantenido rezagados y alejados de la influencia institucional y bajo 

el dominio de grupos ilegales que se valen de acciones de violencia, extorción y 

concentración del territorio para perpetrar sus actividades y lograr un control del territorio 

en Antioquia y la ruta estratégica que la misma conserva para fortalecer su incidencia y 

capacidad de dominio.  

 

Sobre este tema se presentan diferentes escenarios, uno de ellos es la posibilidad de la 

coherencia suficiente de la norma que justificaría su aplicabilidad en cualquiera de los 

casos o los sujetos, otro escenario es la coherencia de la aplicación de la norma a partir de 

la interpretación objetiva de los órganos encargados de aplicar el derecho, y una final 

puede estar medida en la posibilidad que ni la norma sea suficiente, ni el órgano que 

aplique la Ley lo realice objetivamente y se genere en hechos individuales o colectivos 

acciones propias que son opuestas y ajenas a lo que indique la Ley. 

 

Analizar las temáticas propuestas en las tres Subregiones seleccionadas como 

determinantes importantes para el ordenamiento del territorio y la agenda política y 

ambiental es poder evidenciar las sinergias, conflictos y paradigmas que se presentan de 

manera individual y/o conjunta, incluyendo actores estratégicos que en diferentes tiempos 

y espacios que han tomado decisiones políticas y sociales que influyen determinante ente 

en el territorio, con un especial énfasis en los usos del suelo, cambios en las dinámicas 
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rurales, actividades que priman como el modelo económico productivo - extractivista. 

 

Desde el nivel Estatal se perciben dos retos importantes, uno de ellos es lograr redefinir las 

relaciones de poder y lograr articular los diferentes niveles territoriales a través del proceso 

de descentralización para la toma de decisiones políticas y financieras en las regiones y los 

municipios. El segundo reto es lograr generar directrices desde el nivel Nacional a los 

gobiernos locales para incorporarlos en los procesos de planeación de los territorios 

 

En los niveles regionales que conocen la extensión del territorio y el relacionamiento con 

cada uno de los actores participantes en el conjunto de un Departamento, tiene dentro del 

proceso de ordenamiento territorial un importante papel de congregar y acompañar a los 

municipios en las necesidades más urgentes, además de poder dar lineamientos claros a 

pesar de la debilidad normativa que actualmente cruza el país sobre la insurgencia de 

nuevas temáticas que determinan radicalmente el territorio y que no lo ha brindado a las 

autoridades encargadas del tema directrices claras para atender los conflictos que al 

respecto se presentan.  

 

Aun así podemos considerar dos documentos importantes para conocer la posición y 

estado actual del ordenamiento del territorio desde esta entidad. Por un lado los Planes de 

Ordenamiento del Territorio, de ahora en adelante POT de los 125 municipios que la 

conforman y el documento de Lineamientos de Ordenamiento Territorial de Antioquia, de 

ahora en adelante LOTTA.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Ilustración 2 Lectura del Territorio municipio de El Bagre 

 
Fuente: propia, municipio de El Bagre 

 

Sobre estos dos documentos se tiene claro que los 125 municipios de Antioquia tienen 

formulados y estructurados sus POT, sin embargo, en el año 2013 la Gobernación de 

Antioquia socializó los resultados de un estudio de diagnóstico sobre los 125 municipios de 

Antioquia para conocer la situación actual de los POT, en ellos identificó que  

 

“Actualmente los 125 municipios del departamento cuentan con el Plan de Ordenamiento 

Territorial, sin embargo, hay carencia en la prioridad que se le da a este instrumento; 

muchos de los municipios aún tienen vigente su primer POT, sin ejecutar el proceso de 

revisión y ajuste de este, esta situación causa ineficacia en la planificación territorial y 

detrimento en el real impacto del instrumento sobre el territorio”. 5 
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Fuente: Encuesta Estado de los Planes de Ordenamiento Territorial 2012 – DPEI- Gobernación de Antioquia. 

 

De verde a rojo la desactualización de los POT en el departamento de Antioquia, siendo el 

rojo el color que indica los municipios que requieren revisar y ajustar. 

 

Entre las herramientas de ordenamiento del territorio se perciben además limitantes en las 

herramientas adecuadas para tener la información precisa que permita tomar acciones al 

respecto, la información sobre áreas de titulación, con la Oficina de Catastro y usos del 

suelo entre las entidades nacionales, departamentales y locales presentan debilidades y 

mínimas coincidencias que permita articular la información para la toma conjunta y objetiva 

de decisiones.   

 

La Gobernación para atender este desajuste histórico de los POT municipales ha estado 

trabajando de la mano de varias entidades públicas y las municipalidades logrando a partir 

de esta fase del diagnóstico trabajar con las Corporaciones Autónomas Regionales, el 

Instituto Colombiano Agustín Codazzi y los municipios con avances importantes en la 

definición de los temas y prioridades de ordenamiento. 

 

En otros espacios, las preocupaciones sobre el ordenamiento del territorio se identifica 

desde el ejercicio de las prácticas rurales: “Hacemos un llamado de atención a los 

Ilustración 3 Estado POT Antioquia 2012 



 

 

 

 

campesinos y agricultores del Antioquia, para que hagan un uso adecuado de sus suelos y 

no afecten los recursos naturales. Al cultivar en zonas de protección ambiental o dedicarse 

a la cría de ganado, se pone en riesgo el desarrollo sostenible de la región, afectando de 

manera irreversible la calidad de los suelos”6 junto con estas afirmaciones se acompañan 

cifras como estas: de las 6.301.972 hectáreas que conforman el territorio antioqueño, el 51 

por ciento (3.214.005 hectáreas) presenta conflictos en el uso de sus tierras, que han dado 

como resultado deforestación, cultivos en zonas no aptas, uso indiscriminado en las 

montañas, ganadería extensiva y desplazamiento forzado de la población.  

 

En varias de estas cifras se indica que se debe regular las actividades de los campesinos 

quienes aprovechan el desarrollo de actividades principalmente agrícolas y ganaderas en 

zonas de alta montaña o suelos de protección generando agravantes en la conservación 

de ecosistemas estratégicos. 

 

Están también aquellos que introducen otros conceptos sobre los posibles cambios y 

conflictos sobre el ordenamiento del territorio, argumentando que en los territorios 

antioqueños se perciben cambios en las actividades rurales con una disminución notable 

de las actividades agrarias, el desarrollo de nuevas actividades urbanas que desplazan las 

actividades campesinas por actividades turísticas e industriales que generan una nueva 

conexión con el mundo urbano y la llegada de empresas transnacionales que entrar a 

participar ya de nuevos modelos productivos que cambian las condiciones del territorio. 

 

Estas nuevas condiciones se sustenta con la presencia de empresas mineras en Antioquia 

como la Anglo Gold Ashanti Colombia S A. en el suroeste, Minerales Andinos de Colombia, 

Gran Colombia Gold, en el nordeste antioqueño, Negocios Mineros S.A en occidente, 

Continental Gold De Colombia ubicadas en el suroeste y occidente, Mineros S.A en el Bajo 

Cauca que si bien hacen parte de las actividades que de manera tradicional se han 

practicado en el Departamento por campesinos artesanos y tradicionales, estas empresas 

realizan esta misma actividad con una magnitud a  gran escala, empleando nuevas 

técnicas y tecnologías que modifican las actividades rurales de los campesinos e indígenas, 

además que genera entre los diferentes sectores fuertes discusiones sobre quien es el 

verdadero ganador o beneficiario de esta actividad, si son las compañías colombianas (si 

las hay) y las familias que han vivido por muchos años de la explotación minera o las 

multinacionales que se establecen en todo el territorio con estructuras imponentes, o los 

gobiernos y administraciones por los posibles recaudos y beneficios de las actividades o si 

solo vemos a los ganadores y no vemos a los perdedores, los desplazados por las grandes 

compañías, las afectaciones al medio ambiente, el jaque que tiene a las administraciones 

por las inconformidades antes expuestas… 

 

Estas condiciones nos permiten concluir que nuestro análisis no podría realizarse desde el 

punto de vista del ordenamiento ambiental del territorio, el poder revisarlo desde la 

                                                 
6 VII Foro Urbano Mundial-ONU Hábitat 2014. Director General del Instituto Agustín Codazzi  



 

totalidad del ordenamiento territorial como un elemento que pasa las fronteras 

administrativas y políticas, rurales, sociales y ambientales para darle una mirada completa 

e integral que este elemento requiere para la ordenación y administración del territorio. “El 

OT discute la distribución, localización y comunicación de la población, así mismo se 

pregunta por el funcionamiento espacial de la infraestructura y los equipamientos 

municipales”7.  
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metropolitana de Medellín, Colombia. Luis Carlos Agudelo Patiño. 



 

 

 

 

1.3 Formas de Participación: Nociones conceptuales e 

identificación de actores en el territorio 

 

En este punto del texto no es descabellado pensar que las formas de participación en el 

ordenamiento del territorio parte de la base que este es un ejercicio político. En este 

sentido, las construcciones sociales sobre un territorio son posibles en la medida que el 

flujo de interacciones que entre cada uno de los individuos se genera logre productos que 

transforme y determinen realidades. Muchas de esas construcciones surgen gracias a la 

capacidad de interactuar y en muchas ocasiones compartir, identificar necesidades, 

intereses y metas comunes, que permite en muchas comunidades realizar acciones 

conjuntas, determinar códigos y establecer límites y reglas de juego que le dan sentido y 

fuerza a la participación y vivencia en un espacio. 

 

La posibilidad de cualificar y fortalecer estas acciones para lograr una meta individual o 

común implica establecer unas directrices, tomar decisiones y definir una ruta para poder 

conseguirlo, por ello se debe identificar comportamientos que permitan establecer 

mecanismos importantes para poder lograrlo, identificar la función que desempeña el 

objeto o la meta que se quiere conseguir y el objetivo final o el fin que se persigue. Todos 

estos elementos son según Norberto Bobbio las condiciones que se presentan en una 

sociedad para lograr interacciones y relacionamientos que permita lograr una meta, pero 

que se verá surtida de relaciones de poder donde se esperará lograr tener control e 

influencia sobre el entorno y lo que se lidera para lograrlo.  

Siendo así se despejan relaciones de fuerza y gobernabilidad donde diversos sectores 

generan una agenda de toma de decisiones y donde emerge según este autor diferentes 

dinámicas complejas y diversas a su vez,  a) reconocimiento de dos tipos de intereses, el 

privado y el público o común; b) reconocimiento de que en sociedades clasistas 

contrapuestas, la contradicción de intereses se resuelve por la vía de la correlación de sus 

fuerzas, o sea, la que imponga su criterio resolverá a su favor la puja de intereses; c) 

reconocimiento de que el interés que se impone es el de la clase dominante por tener, 

justamente, una correlación de fuerza más vigorosa a su favor; d) reconocimiento de que 

en una sociedad pluralista y democrática las decisiones colectivas se toman por mayoría 

de votos, pero esto no indica que sean las más razonables, sólo quiere decir que tienen la 

mayoría. 8 

Cuando hablamos de las formas de participación en Colombia se despliegan una serie de 

mecanismos institucionales consagrados en la Constitución Política de Colombia de 1991, 

que son validados y legitimados desde diferentes instancias y procedimientos como 

garantías de los ciudadanos para intervenir en aquellos temas que se consideran de 

interés común y sobre los que consideren deben reclamar o tener mayor información y 
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claridad sobre la afectación de sus derechos.  

 

Una de las instancias de participación se identifica en los mecanismos de participación 

directa, ellos son: Referendo, Plebiscito, Consulta Popular, Cabildo Abierto, Iniciativa 

Legislativa, Revocatoria del Mandato, Tutela y la Iniciativa Popular (de manera resiente y 

aún un poco incipiente en su procedimiento y directrices se estableció la Consulta Previa 

para aquellas comunidades, en especial comunidades Afrodescendientes e Indígenas que 

deberán ser consultadas ante la intervención de proyectos en su territorio por agentes 

externos que podrán modificar sus condiciones físicas, ambientales, sociales y culturales). 

Estos son mecanismos que establece el Estado para tener una relación directa con los 

colectivos o agrupaciones ciudadanas interesadas en tener información puntual, mostrar 

desacuerdo o apatía con sus representantes y generar juicios de valor sobre el 

cumplimiento del Plan de Gobierno por el cual son electos sus representantes, hacen 

denuncias y tienen una mayor comunicación en general con los agentes del Estado. 

 

Otra forma de participación es a través de la agrupación de colectivos ciudadanos que 

gozan de conformarse autónomamente y reposan en ellos características que permiten 

identificarlos en el tiempo, se conforman a partir de identificar un tema de interés que es de 

su preocupación para elevar a las instancias del Estado, tienen múltiples niveles de acceso, 

al igual que su ideología, grupo etéreo, número de integrantes, origen de conformación, 

condición de formalidad o informalidad… su objetivo es que la necesidad puntual que 

expresan sea atendida y solucionada por las instancias gubernamentales, dependiendo de 

la respuesta podrán permanecer en el tiempo, diluirse o modificarse hacia una nueva 

necesidad.  

 

Ilustración 4: Iniciativa ciudadana "Todos a las Nubes, Jericó  

 

 
Fuente: Propia, municipio de Jericó 

Hay otras formas de participación, a través de mecanismos de transferencia de 



 

 

 

 

información, atención del ciudadanos, Rendición de Cuentas de las entidades públicas, 

acciones y procesos de formación ciudadana, encuestas y otros medios donde los 

ciudadanos participan como fuente de recepción y entrega de información sin generar  

una amplia toma de decisiones sobre las acciones del Estado.  

 

Finalmente está la participación electoral, (aunque es un mecanismo de participación como 

los antes mencionados es importante resaltar un capítulo especial),  la elección de 

representantes en los niveles que la Constitución Política de cada país ha determinado a 

través del voto electoral por un programa o propuesta de Gobierno o por la simpatía misma 

con el candidato que los hará sentir identificados y representados para la defensa de sus 

derechos y la atención de las necesidades ante las instancias Estatales. Este es hasta el 

momento una de las formas de participación más empleada por los ciudadano, quienes 

esperan a través de este ejercicio incidir en la toma de decisiones y elegir individualmente 

su(s) representante(s) en el ámbito político y que además puede acrecentarse en la 

medida que algunos buscan hacer campaña para apoyar a su candidato estableciendo 

relaciones y vínculos para influenciar en el ejercicio electoral, pasando de ser un ejercicio 

individual a un ejercicio colectivo.  

 

Sin embargo, las formas de participación que en este escrito indagaremos no se 

enmarcarán sobre las formas de participación antes mencionadas, este conjunto de 

mecanismos, procedimientos e información ha dejado de largo esas otras participaciones 

que no son visibles, que no se rigen sobre un mecanismo y que no tienen un procedimiento, 

pero que si buscan incidir en la toma de decisiones y quien hoy lo lidera que es el Estado.  

 

Varios autores han explorado el camino para identificar esas nuevas formas de 

participación, cada forma de participación política se caracterizaría entonces por ser en 

alguna medida: a) declarada o encubierta, b) autónoma o de conformidad, c) de 

acercamiento o de evitación, d) episódica o continua, e) de entrada / ingreso (votar, hacer 

campaña) o de salida / utilización (servicios dados por el sistema, eg. orden, seguridad)2, f) 

expresiva o instrumental, g) verbal o no verbal, y h) de mayor o menor interacción social9. 

En su concepción, estas formas de participación se muestran muy afín a los tipos de 

participación antes identificados en Colombia, y que se limitarían a realizar acciones de 

voto, filiación a algún partido político, donaciones, mitin, entre otras actividades que se 

realizarían solo en sociedades donde muchas de las necesidades básicas de los 

ciudadanos no se encuentran cubiertas y que gozan de una capacidad de incidencia en las 

decisiones de Gobierno para continuar participando en estas mismas acciones.  

 

En otro de los trabajos clásicos, Verba y Nie (1972) definen la participación política como 

aquellas actividades realizadas por ciudadanos privados que están destinadas a afectar la 

elección del personal gubernamental y/o de las acciones que ellos toman. Excluyen de la 

                                                 
9 Barnes, S.H. & Kaase, M. et al. (1979). Political action: mass participation in five western democracies. 

Beverly Hills, California: Sage  

http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1851-16862010000100020#nota2


 

definición las formas pasivas, la desobediencia civil y la violencia política, los esfuerzos 

para cambiar o mantener la forma de gobierno, las acciones que se desarrollan por fuera 

de la esfera del gobierno, las movilizadas por el gobierno y los resultados no previstos; y 

señalan, al igual que lo hacen algunos autores posteriores (eg. Booth & Seligson, 1978), a 

la actividad en la comunidad como una de las categorías de participación política. Según 

Conge (1988), muchos autores han considerado esta definición como demasiado reducida 

y han buscado alcanzar una conceptualización más amplia del término”10. 

 

Seguidamente autores como Barnes, Kaase y Colaboradores (1979), Nelson (1979 en 

Conge, 1988) en su concepción de participación política incluyen otro tipo de acciones, 

donde la interlocución con los organismos estatales o quien detente el liderazgo de la toma 

de decisiones genera comportamientos que motiva a muchos de los ciudadanos a recurrir 

a acciones ilegales y violentas. Define la participación política como la acción realizada por 

los ciudadanos privados con el objetivo de influenciar las acciones o la composición del 

Gobierno nacional o local. De este modo, su conceptualización incluye: a) acciones 

ilegales y violentas que buscan tener influencia sobre gobierno, b) acciones conservadores 

o “dentro del sistema”, este es, que buscan cambios en las decisiones gubernamentales y 

no cambios en la forma de gobierno, y c) acciones que son movilizadas o manipuladas por 

otros (élites o grupos de clase media).  

 

Finalmente este autor menciona que para poder analizar estas formas de participación se 

deben cumplir con dos requisitos: “generalidad y precisión. Esto es, a) ser lo 

suficientemente amplia como para abarcar una gama de acciones de diversos contextos 

culturales, y b) estar circunscripta a un determinado ámbito. (Conge 1998). Estos 

elementos que son de contexto en tanto recoge las necesidades e iniciativas de los 

diferentes actores y de acumulación, donde se evidencia el grado de maduración que las 

formas de participación deben desarrollar para lograr una real incidencia en la toma de 

decisiones.  

 

Igualmente autores como Nie, Verba y Kim11  ha quedado claro que las actividades 

participativas deben ser estudiadas al menos desde cinco dimensiones las cuales deben 

ser tenidas en cuenta para conocer integralmente los argumentos y la fuerza de las formas 

de participación.  

 

Estas dimensiones son:  

 

1) grado de influencia que se ejerce a través de la actividad, lo que incluye la 

cantidad de presión que se ejerce sobre los dirigentes para que actúen de 

determinada manera y la precisión de la información que los ciudadanos les 

                                                 
10  Participación política: concepto y modalidades. Delfino, Gisela I; Zubieta, Elena M. Anu. 

investig. vol.17  Ciudad Autónoma de Buenos Aires ene./dic. 2010 
11 Verba, S., N. Norman y J:O. Kim: Participation and Political Equality, Cambridge University Press, 

Cambridge, 1978. Págs. 53, 310-312 



 

 

 

 

transmiten sobre el comportamiento que se espera de ellos. Algunas de las 

situaciones que estos autores identifican son 

 

Acción Tipo de influencia 

Voto Alta presión / baja información 

Actividad de Campaña Alta presión /baja a alta información 

Actividad de cooperación Baja a alta presión / alta información 

Iniciativa de contacto ciudadana Baja presión / alta información 

 

 

2) amplitud del resultado a obtener, según se produzca un beneficio colectivo o 

particular.  

 

Sobre este tema ambos autores mencionan que el impacto de una decisión de la 

colectividad en su conjunto es mínimo, pero cuando el impacto de los resultados de la 

decisión del gobierno recaen en el ciudadano que siente su efecto es probable que se 

sienta muchísimo más, en especial si representa un importante componente de política 

social.   

 

Siendo así plantean dos escenarios para distinguir el tipo de actividades en cuanto a su 

alcance - el número de ciudadanos afectados. Para ellos este es un claro problema de 

grado y no una simple dicotomía. El impacto de los resultados gubernamental sobre los 

ciudadanos rara vez es igual en todos los miembros de la sociedad, pero la distinción en 

cuestión de grado es útil si queremos entender por qué los ciudadanos eligen ser activos 

de una manera y no de otra y las consecuencias de su actividad.  

 

3) grado de conflicto en el que se verán envueltos los participantes 

 

Teniendo en cuenta que los recursos del gobierno son limitados, es posible que en algunas 

situaciones las decisiones, políticas o actividades que tome el gobierno puedan beneficiar 

a unos en contra de los intereses de los otros. Esto en muchas ocasiones puede terminar 

en conflictos, sin embargo, hacen la aclaración que como puede verse la situación donde 

algunos participantes esperan ganar a costa de los otros, también se percibe el panorama 

donde los participantes buscan un beneficio sin buscar generar pérdidas en ningún otro 

grupo o ciudadano.  

 

 4) nivel de iniciativa personal requerida para realizar la actividad 

 

Donde cada uno de los ciudadanos se debe realizar la pregunta sobre como participar y 

cuando participar.  

 

Estas dimensiones permitirían realizar un análisis oportuno sobre las condiciones en las 



 

que una toma de decisiones puede tener diferentes alcances en diferentes territorios. De 

esta manera encontramos que estas dimensiones pueden presenciarse fuertemente en un 

territorio más que en otros y tener a su vez diferentes grados de desarrollos con actores 

que según su entorno y las características socioeconómicas y políticas tengan diferentes 

grados de incorporación o reacciones individuales o colectivas.  

 

Son esas participaciones indirectas que entran a influir igualmente en la toma de 

decisiones de la agenda política, con nuevos flujos e interacciones que son facilitados por  

nuevas técnicas de información  y de comunicación y que implica la participación de 

diferentes agentes, no solo la ciudadanía organizada, sino los gremios empresariales, 

actores ilegales, internacionales, y el mismo Estado. Debemos reconocer estas formas de 

participación en la medida que sus acciones reposan en la toma de decisiones, legales o 

no, legítimas o no, pues introducen nuevas dinámicas, acciones de concentración o 

dispersión de riquezas y de poder, que promueven disparidades entre países y regiones, 

desigualdad espacial (transformación en la estructura urbana, desigualdades 

socioterritoriales, segregación, espacios de élites) y tensión social. 

 

Desde esta perspectiva, es válido pensar que estas formas de participación surgen de la 

suma de particulares que tienen valores, creencias y opiniones que son verídicos y 

diferentes a los mecanismos y estructuras políticas establecidas. Pero que además tienen 

un nuevo componente de protesta, de acción y de decisión por generar reales cambios 

gubernamentales identificando los otros medios para hacer posible el cumplimiento de la 

meta común.  

 

En este sentido podemos identificar diferentes posiciones sobre las formas de participación 

en los territorios y cómo influyen estas en la toma de decisiones del Gobierno, que por lo 

general estará generando incidencia sobre el ordenamiento del territorio. De esta manera 

la planificación de los espacios y administración del territorio desde las diferentes formas 

de participación pondrán en evaluación el tipo de relación que se genera entre el Estado y 

los ciudadanos, a través de elementos como la información, como una unidad de análisis 

para conocer la reacción de todos los actores frente a la toma de decisiones respecto a 

una política o decisión administrativa y que permitirá conocer cuál es el grado de acceso 

de los diferentes actores para conocerla e interpretarla. Otro nivel de análisis es la 

posibilidad de interlocución de los diferentes actores frente a las inquietudes u opiniones 

que puedan intercambiar con sus representantes y finalmente la posibilidad de incidir en la 

toma de decisiones, esto es sobre los diferentes medios o elementos que todos los actores 

identificados tengan la posibilidad de realizar.  

 

De esta manera, en la historia de Colombia se configuran realidades que hoy en día 

desbordan esas formas de participación limitadas a la filiación de un partido político o por 

los mecanismos constitucionales de participación. Varios actores entran a participar en la 

escena de acceder a la toma de decisiones, argumentando la necesidad de consolidar una 

forma de gobierno que incluya todos los espacios y formas de organización formal e 



 

 

 

 

informal y que deben ser incluidos en las decisiones y políticas estatales que se tomen 

sobre el ordenamiento del territorio. “ En estos espacios se definen formas particulares y 

no convencionales de hacer y representar la política, de usar los recursos colectivos y de 

fuerza; se trazan fronteras y se delimitan territorios exclusivos; se instalan autoridades y  

mandos alternativos; se establecen circuitos de poder a través de los cuales se mantiene, 

en los espacios controlados de esta manera, la capacidad para tomar decisiones 

soberanas: desplazar población no confiable y concitar obediencia y acato de quienes allí 

residen, bien sean éstos ciudadanos corrientes o representantes y administradores del 

poder público”.12 

 

Por lo general esta otra realidad se estableció geográficamente lejano de los centros 

urbanos, las vías principales del país y se remonta a los lugares boscosos, de difícil acceso 

y que aprovechando estas condiciones del territorio se concentran en lograr beneficios del 

desarrollo de actividades productivas directa e indirectamente sobre grupos poblacionales, 

empresas o de su propia iniciativa, principalmente en actividades  relacionadas con el 

petróleo, el banano, el café, la palma africana, la minería del oro y del carbón y los 

desarrollos hidroeléctricos. 

 

En Colombia los actores que han estado participando en los diferentes espacios se han 

estado viendo motivados por temas específicos “alrededor de las políticas públicas 

–económica, fiscal, agraria, urbana, social– (19%); los servicios sociales entre los que se 

destacan la salud, la educación y la seguridad ciudadana (16%); los derechos humanos 

integrales (15%); y el incumplimiento de pactos y leyes (15%), sobresaliendo en este punto 

la violación de pactos laborales y convenciones colectivas de trabajo, la retención de 

salarios y prestaciones sociales, y el desconocimiento de acuerdos previos que, 

generalmente, pusieron fin a otras protestas. Un 23% de las luchas se centraron en 

aspectos relacionados con el hábitat: tierra y vivienda, servicios públicos domiciliarios, 

infraestructura física y problemas ambientales. En contraste, un bajo porcentaje de las 

protestas (2%) estuvo motivado por pliegos laborales no dirimidos que lanzaron a los 

trabajadores a la huelga, pero su impacto en la economía pudo ser significativo, ya que 

varios de los ceses laborales se presentaron en sectores extractivos a los que se les ha 

asignado un papel crucial en el crecimiento económico del país”.13 

 

                                                 
12 María Teresa Uribe de Hincapié. “Las soberanías en vilo en un contexto de guerra y paz”. Estudios 

Políticos No. 13. Medellín, Instituto de Estudios Políticos, Universidad de Antioquia, julio-diciembre 1998, p. 

11-37 
13 Luchas sociales en Colombia. Informe especial para la Paz. CINEP 2013 Pág. 8 



 

Ilustración 5 Actores de las luchas sociales, 2013 

 
Fuente: CINEP 2013 

 

Los actores son diversos, no solo los que podemos identificar en la 

ilustración 5, haciendo alusión a los niveles de participación de 

cada uno de los actores. Ante estas formas de participación 

identificamos igualmente la incidencia de los gremios 

empresariales relacionados con los temas específicos, pero 

además la participación indirecta de los actores al margen de la 

Ley, quienes también deben ser considerados en los actos que 

aquí se reclaman. Finalmente el Estado como el detentor de la 

toma de decisiones con una importante participación para lograr 

aclarar, solucionar o persuadir el tema bajo el cual se participa. 

 

Para traer los temas a contexto vale recordar cuales han sido las 

situaciones que durante los últimos años han estado motivando las 

diferentes formas de participación en el país.  Entre ellos, se han 

generado reacciones frente al aumento de acciones relacionadas 

con la minería, como un proyecto que ha iniciado sin tener 

medidas claras sobre como impulsarla sin comprometer el 

Patrimonio Ambiental de los territorios y las comunidades que 

directamente se puedan ver impactadas por estas actividades, de 

esta manera se han registrado en el país múltiples manifestaciones 

en los Departamentos de Córdoba, Tolima, Cundinamarca, Meta, 

algunas en Antioquia que bajo diferentes medios y con amplia 

difusión han logrado captar la atención del Gobierno Nacional 

sobre las políticas establecidas para la toma de decisiones de este 

La encrucijada del 
gobierno después 
del 'no' de Piedras 

a la minería 
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tema y sus implicaciones sobre el ordenamiento del territorio. Un ejemplo de ello fue la 

Consulta Popular realizada en el Departamento del Tolima con la comunidad respecto a la 

presencia de la empresa minera AngloGold Ashanti.14 

 

Muy de la mano de este tema se generó el Paro Nacional Agrario, conocido en el país en el 

2013 y de un importante impacto y dimensión donde se sumaron cafeteros y ganaderos 

cuestionando la política de Gobierno respecto a los estímulos de los agricultores y la 

protección y políticas de atención a estos frente a la inquietante caída de los precios del 

grano que afectaba a los productores, allí participaron productores de los departamentos 

de Boyacá, Nariño, Huila, Santander, entre otros, donde cada vez más se sumaron 

diversos productores agrícolas bajo la misma consigna.  

 

Así mismo se presentaron formas de participación sobre temas como hábitat digno, 

condiciones laborales, reivindicaciones sociales, servicios sociales, y educación que 

obligaron al Gobierno a definir compromisos y reversar algunas decisiones para atender 

las diferentes inquietudes de los sectores sociales en el país. Además existen las 

presiones de las grandes empresas, que a pesar de no congregarse sobre las calles, hacer 

consultas o difundir en las medias sus necesidades, participan igualmente ante el Gobierno 

para lograr acciones que atiendan las necesidades de cada gremio.  

 

Sin embargo se están conjugando otras formas de participación, a propósito de las 

negociaciones de paz, se avizora una nueva forma de participación de los actores al 

margen de la Ley, quienes esperan entrar en un proceso de legalidad para participar en los 

diferentes espacios de decisión política. Sólo por mencionar algunos ejemplos sin caer en 

la afirmación de indicar que son espacios similares, vale recordar el logro en 1998 con la 

firma del Pacto de Estella entre los diferentes gobiernos de España y el grupo ETA, o los 

acuerdos logrados en los países de Filipinas y Nepal con procesos de desarme, la 

desmovilización y la rehabilitación de combatientes que se llevan a cabo con relativa 

fluidez. 

 

Se evidencian además formas de participación desde organizaciones ciudadanas en todo 

el Departamento que además de las Organizaciones No Gubernamentales como actores 

claves en los territorios para fomentar el conocimiento, la organización y la incidencia en la 

toma de decisiones en los territorios desde la ciudadanía, toma fuerza también la recién 

creada por ordenanza por la Asamblea de Antioquia la Red Departamental de Mesas 

Ambientales.  

 

 

 

 

                                                 
14 http://lasillavacia.com/historia/el-dilema-del-gobierno-despues-del-no-de-piedras-la-mineria-45296 

 



 

 

 

Ilustración 6 Encuentro de Mesas Ambientales del Suroeste 

 
Fuente: Periódico El Suroeste 

 

 

Esta figura ha permitido que durante muchos años en cada uno de los municipios 

constituidos se logre la articulación de los actores que participan de la gestión ambiental. 

Todas las mesas ambientales son diversas, los actores varían de acuerdo a la necesidad e 

interés de participar en los diferentes escenarios de planificación del territorio, en ellas 

participan docentes, administraciones municipales, estudiantes, representantes de las 

empresas o entidades gremiales que ejercen influencia en el municipio, bomberos, 

representantes de las Corporaciones Autónomas Regionales, Gobernación de Antioquia, 

Umata.  

 

Todas estas mesas varían, con la totalidad de los miembros mencionados, con solo tres de 

ellos y en muy pocos casos con la presencia de un solo grupo o sector del municipio, y 

todas ellas se rigen bajo el principio de autonomía para la toma de decisiones con la 

articulación de los entes territoriales, locales y Departamentales. En Antioquia se registran 

en la actualidad 84 Mesas Ambientales en 80 municipios distribuidas en mesas Veredales 

y corregimentales.  

 

Otro de los actores de importante consideración son los empresarios mineros, su nivel de 

incidencia es alto para la toma de decisiones en los procesos de ordenamiento territorial, 

en tanto no solo mueven importantes indicadores económicos del país, emplea mano de 

obra de la zona de influencia y atrae de otras subregiones, modifican infraestructuras para 

la puesta en marcha de sus operaciones, determinan usos del suelo y acciones sobre los 

territorios, tienen además una importante participación en la toma de decisiones del 

Gobierno y del sector empresarial del país. Entre sus miembros de las Juntas Directivas de 

empresas mineras como Mineros S.A., Anglo Gold Ashanti, Ecopetrol, Gran Colombia Gold 

se encuentran Directivos de empresas como la Andi, Colpatria, Ex Ministros, ex Cancilleres, 



 

 

 

 

Ex Alcaldes, actuales Ministros, entre otros, que han participado igualmente en determinar 

acciones y decisiones para las grandes empresas en los territorios de incidencia15.  

 

Igualmente se encuentran actores valiosos y de determinante toma de decisiones al 

respecto como lo son las administraciones municipales, quienes tienen directamente el 

papel más difícil a la hora de definir la ruta de atención de las diferentes formas de minería, 

y aunque normativamente han encontrado todas las confusiones para definir si es 

permitido o prohibido la presencia de estas actividades en el territorio, en el diario se 

encuentran atendiendo con las diferentes autoridades locales, regionales y nacionales 

acciones de control, mitigación, sensibilización y administración de los territorios. 

 

Entidades públicas como la Gobernación de Antioquia, Corporaciones Autónomas 

Regionales, Ministerios de Medio Ambiente, Minas, Ambiente y hasta el Gobierno Nacional, 

todas estas figuras forman parte de los actores participantes, desde la posición de crear las 

Leyes, directrices, Decretos y líneas de trabajo como acciones de atención, mitigación y 

control con todos los actores presentes en el territorio. Todas estas realidades apuntan 

entonces que sobre los territorios participan diversas formas, actores y sujetos, que 

conservan intereses y formas de ejercer el poder distintivamente pero que condicionan las 

configuraciones en el territorio llenándolo de características y fuerzas en ejercicio que 

concretan determinado espacio, en tanto territorio, al instaurar en este los códigos que lo 

rigen.  

 

De esta manera y teniendo claro las relaciones de poder, las formas de participación y la 

variabilidad y transformación constante en el territorio, se puede aproximar a afirmar que 

para quienes determinan y participan de la agenda del ordenamiento territorial no hay un 

orden de quien antecede o va después, no depende de un esquema rígido o estructural, ni 

es la participación de solo individuos o de colectivos, la agenda pública es resultado de las 

interacciones entre cada uno de los individuos y grupos que tienen la posibilidad de 

generar decisiones, intercambio de opiniones, el conocimiento de las posturas de los 

demás y la influencia o toma de decisiones al respecto.  

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
15 Véase también “Las caras de las grandes empresas mineras” 

http://lasillavacia.com/content/las-caras-de-las-grandes-empresas-mineras-46478  

http://lasillavacia.com/content/las-caras-de-las-grandes-empresas-mineras-46478


 

1.4 Contexto de los municipios 
 

Para identificar cómo las diferentes formas de participación de los actores puestos en 

común determinan las acciones en el ordenamiento del territorio a partir de la presencia de 

la minería, es importante entrar a considerar temas de contexto que permita dar claridades 

sobre las dinámicas de los territorios.   

 

Uno de los temas importantes y que evidencian cambios sustanciales sobre los territorios 

se encuentra relacionado con los movimientos poblacionales entre los diferentes territorios, 

esta condición, sumado a la presencia de minería, determina para las diferentes 

institucionalidades en los niveles regionales y locales con acciones de atención y alerta 

para identificar como impactan las dinámicas y capacidades institucionales.  

 

 

1.4.1 Caracterizaciones municipio de El Bagre 
 

Subregión Bajo Cauca: 

 

“La Población del Bajo Cauca representa el 5% de todos habitantes de Antioquia y es la 

subregión que registra el mayor crecimiento poblacional versus el año 1985 (cambio 

porcentual del 144%). Además, frente a las demás subregiones, es la que tiene la población 

más joven” de todo el departamento y aún no presenta patrones que sugieran cómo su 

población comienza a envejecer. 

 

El actual indicador de crecimiento exponencial de la subregión del 2.1% anual, es 

levemente menor al de la región de Urabá, pero es el segundo más alto de todo el 

Departamento. Éste indirectamente habla del alto potencial de las actividades económicas 

de la subregión, en especial de la minería que continúa atrayendo migrantes. Aunque, 

también sugiere revisar aspectos como las Políticas de Salud Pública de sus municipios, 

para evaluar cómo se están implementando los programas asociados a una Sexualidad 

Responsable y el Uso de los Métodos de Planificación Familiar”16. 

  

 

 

 

 

                                                 
16 Evolución Demográfica de las Subregiones de Antioquia. Secretaría Seccional de Salud y Protección 

Social de Antioquia. 2013 



 

 

 

 

Ilustración 7 Crecimiento Demográfico del Bajo Cauca 1985 - 2012 

 

 

 

Fuente: Dane – Departamento Administrativo de Planeación- Gobernación de Antioquia 

 

 Ilustración 8 Evolución de la estructura poblacional Bajo Cauca 

 

 

 Fuente: Dane – Departamento Administrativo de Planeación- Gobernación de Antioquia 

 

 



 

 

El municipio de El Bagre fue creado a través de la Ordenanza 22, del 30 de octubre de 

1979, emitido por la Asamblea Departamental que dentro de sus competencias 

constitucionales materializó la creación de este municipio para darle posteriormente con la 

Ordenanza No. 1 de octubre 14 de 1981, sus límites municipales respecto al municipio de 

Zaragoza y Nechí.  

 

Este municipio es inicialmente corregimiento del municipio de Zaragoza, sin embargo, la 

necesidad de darle una ruta social, económica y política a este territorio debido a la 

presencia de la empresa minera Pato Mines, hace que su auge económico y su proyección 

de crecimiento minero para la zona se convirtiera en uno de los elementos principales para 

su separación con el municipio de Zaragoza e inicie un nuevo capítulo de surgimiento junto 

con los otros seis municipios del Bajo Cauca antioqueño.  

 

Esta subregión antioqueña ha mostrado históricamente importantes índices de 

movimientos poblacionales receptores y expulsores. La historia del municipio de El Bagre 

ha estado permeado por la presencia de actividades económicas ilegales como los cultivos 

ilícitos y el desarrollo de la minería ilegal, lo cual ha hecho que con el paso de los años la 

condición de la población del municipio sea estacionaria en la medida que los aumentos en 

los niveles poblacionales de estos municipios responden no solo a los habitantes que 

durante años han estado habitando allí, responden también a la migración de poblaciones 

que son atraídos por las riquezas auríferas de estos municipios y donde las grandes 

empresas mineras también se han querido instalar. La empresa Mineros S.A ubicada en el 

municipio de El Bagre es la de mayor visibilidad en este territorio, con un empleo directo de 

600 personas y de manera indirecta alrededor de 1.500 más que se articulan en diferentes 

etapas de la economía municipal, de compra y venta de oro, talleres, redes de comercio 

informales y empleo indirecto a los habitantes del municipio.  

 

“Dentro de los factores de expulsión que han dejado gran cantidad de zonas rurales 

afectadas, sobresalen: las ofensivas militares, la presencia activa de la guerrilla en algunas 

zonas del departamento, el uso masivo e indiscriminado de las minas antipersonal y los 

efectos del proceso de negociación con los paramilitares, que dejaron el legado de gran 

variedad de grupos pos desmovilización que compiten entre ellas por el control de las 

economías ilegales, asociadas en gran medida a las actividades propias de los cultivos 

ilícitos.  

 

Para el caso de la subregión del Bajo Cauca, en el Departamento de Antioquia, se 

encuentran municipios que han sufrido en mayores proporciones el tema del 

desplazamiento como es el caso del Municipio de El Bagre. En este sentido, se puede 

observar en el Gráfico que muestra la población desplazada por municipio expulsor, 

discriminada por género para el periodo entre 1997 y 2010, en el cual El Bagre es el 

municipio con más población desplazada de la subregión con un total de 18.147 personas, 

de las cuales el 47,48% fueron mujeres (8.616) y el 52,52% fueron hombres (9.531). Para 



 

 

 

 

el periodo analizado en toda la subregión se desplazaron un total de 55.306 personas entre 

hombres y mujeres, de los cuales El Bagre aportó con el 32,81% lo que obliga a pensar en 

estrategias desde el orden nacional y local para dar una atención integral e incluyente a las 

personas que se encuentran en esta condición”17.  

 

 
Ilustración 9 Población expulsada en el Bajo Cauca 1997 - 2010 

 
Fuente: Perfil Productivo de El Bagre. Red ORMET  

 

 

Como resultado de la llegada de estas empresas se evidenció en los años siguientes un 

incremento y consolidación de la actividad minera que acrecentó la llegada de empresas 

extranjeras, el surgimiento de empresas nacionales y el arribo y aumento de mano de obra 

para el desarrollo de esta actividad económica. Su instalación en esta zona del Bajo Cauca 

evidenció con el paso del tiempo el importante aprovechamiento económico que implicó la 

explotación del oro para Antioquia y el país en general, pues la expectativa de generar la 

explotación de este mineral se continuó consolidando en otros territorios de Antioquia.  

 

Sumado a esto, se percibe que debido a la lejanía de la región del Bajo Cauca a ciudades 

de mayor concentración administrativa, ha hecho que esas otras zonas terminen en una 

figura de marginalidad que genera sensaciones de exclusión e invisibilización de estos 

territorios. Por esta razón, la atención institucional no se presentó en el Bajo Cauca para 

regular las dinámicas y actores que emergían a raíz de actividades como la extracción del 

oro y negocios ilícitos que se concentraron por lo general en tenedores de grandes 

extensiones del territorio y grupos al margen de la Ley, y que desplazaron la posibilidad de 

realizar actividades económica alternas como el aprovechamiento forestal, cultivos 

agrícolas y pesca.    

 

                                                 
17 Perfil Productivo de El Bagre. Insumo para el diseño de las estrategias y alternativas para generación de 

empleo a las víctimas de la violencia. Red ORMET 2013. Pág. 34 

 



 

Se atribuye el aumento poblacional en estos territorios, no solo por la presencia del oro 

sino también ante los registros en aumento de los precios del oro, la presencia de 

empresas mineras nacionales y transnacionales interesadas en fomentar la actividad, la 

incorporación de nuevas tecnologías que ayudan a aprovechar al máximo la extracción del 

mineral y la baja en los mercados internacionales de los precios del café y otras materias 

primas que modifican las vocaciones y usos del suelo del territorio actividades 

tradicionales.  

 

Por esta razón y como se evidencia en la ilustración 4, este municipio es el que a la 

actualidad genera el mayor volumen de gramos de oro en el Departamento de Antioquia, 

seguido por varios municipios con área de influencia en el Bajo Cauca.   

 

Tabla 1 Producción de Oro por municipio anual 

PRODUCCIÓN DE ORO POR MUNICIPIO ANUAL   

Volumen   

  2001 2003 2006 2007 2010 2012 2013 

  Gr Gr Gr Gr Gr Gr Gr 

BURITICÁ 74.709,58 57.178,25 49.988,65 24.494,73 188.817,94 196.478,86 748.818,20 

CÁCERES 1.086.111,89 8.376.218,91 1.110.415,96 1.413.692,51 1.160.968,58 843.556,40 904.196,50 

CAUCASIA 2.360,74 829.285,83 1.424.877,39 208.823,64 763.174,30 3.628.812,96 5.657.161,38 

EL BAGRE 1.565.952,79 1.839.207,42 2.658.390,37 1.985.920,07 2.413.563,82 5.548.356,27 6.774.193,67 

JARDÍN 25,05 0 0 0 7.439,70 521,06 0 

JERICÓ 272,07 0 0 0 0 0 0 

REMEDIOS 817.159,69 1.099.431,29 1.429.558,30 714.093,38 933.415,90 1.994.515,52 1.847.385,57 

SEGOVIA 1.032.472,16 5.082.582,47 1.805.315,48 3.361.534,98 1.707.979,75 2.619.803,16 5.150.498,57 

TARAZÁ 1.214.253,93 5.436.516,38 226.931,10 826.414,57 5.622.609,16 2.847.181,93 1.397.024,37 

ZARAGOZA 477.912,05 1.011.698,49 813.540,76 141.170,88 844.960,48 2.081.285,84 1.241.054,91 

Fuente: Datos extraídos reporte UPME 

 

(El municipio de Támesis no tiene registro de volumen de producción de Oro en los datos 

suministrados por UPME) 

 

El municipio de El Bagre registra uno de los cambios más considerables al respecto, si 

bien ha sido un municipio donde su historia de creación y consolidación gira alrededor de 

la actividad minera, las estadísticas evidencian un acelerado crecimiento de su influencia 

en el territorio lo cual ha modificado algunas condiciones del territorio.  

 

Tomando los registros realizados en el Anuario Estadístico de Antioquia se evidencia que 

en las actividades como la participación del uso para bosques sigue siendo la mayor, 

aunque disminuyó su importancia relativa en un poco más del 11%. A su vez, el uso en 

pastos, que para 2005 era el segundo en importancia, descendió cerca de la mitad en un 

12,83%. Por el contrario, la destinación que más aumentó en este periodo de tiempo fue el 



 

 

 

 

porcentaje total utilizado para rastrojos, ya que pasó del 6,4 al 29,04%, lo que 

posiblemente evidencia el efecto de la minería sobre la actividad pecuaria.  

 

Los gráficos anteriores muestran el potencial que tiene el municipio de El Bagre en el área 

forestal, pues más de la mitad de su territorio está ocupado por bosques. Sin embargo, es 

preocupante que en seis años se haya perdido cerca del 11% del suelo dedicado a la 

actividad forestal, lo que podría significar en un futuro impactos y costos ambientales 

importantes. Resulta inquietante la gran cantidad de tierra que se ha transformado en 

rastrojo del 2005 al 2011. Este fenómeno debe ser contrastado con el impacto que ha 

tenido la minería en la vocación económica del suelo, pues gran parte de la contaminación 

tanto de las fuentes hídricas como de la erosión del suelo es producto de esta actividad” 18  

 

Ilustración 10 Cambios porcentuales en los usos del suelo en 2005 y 2011 

 
Fuente: Anuario Estadístico de Antioquia 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
18 Perfil Productivo de El Bagre. Insumo para el diseño de las estrategias y alternativas para generación de 

empleo a las víctimas de la violencia. Red ORMET 2013 



 

1.4.2 Caracterización municipio de Buriticá 
 

Subregión Occidente: 

 

“Ésta subregión sólo tiene el 3% de todos los habitantes del Departamento. El Occidente en 

lugar de crecer demográficamente, registra una caída del -2% frente a su población del año 

1985 y ello puede deberse a efectos migratorios por causa de problemas de orden público, 

demandas de acceso a la educación y oferta de empleo”19. 

Ilustración 11 Crecimiento Demográfico del Occidente antioqueño 1985-2012 

 

 
Ilustración 12 Evolución de la estructura poblacional Occidente antioqueño 

 

 Fuente: Dane – Departamento Administrativo de Planeación- Gobernación de Antioquia 

 

                                                 
19 Evolución Demográfica de las Subregiones de Antioquia. Secretaría Seccional de Salud y Protección 

Social de Antioquia. 2013 



 

 

 

 

El caso del municipio de Buriticá no es diferente, cifras similares indican que la población 

se encuentra en constante crecimiento debido probablemente a que el municipio es un 

lugar llamativo para el desarrollo de la actividad minera. Esta actividad económica no solo 

ha cobrado fuerza en la actualidad, la historia de este municipio ha estado potentemente 

ligada a esta actividad local y regional, sin embargo esto es usufructuado por población de 

diferentes lugares de Antioquia mediante la migración y el posterior asentamiento en el 

municipio, el cual se hace principalmente en zonas de alto riesgo, predios ilegales y 

alrededor de empresas ya consolidadas en el territorio que van bajo el mismo fin. Es así 

como con aproximadamente 59.095 hectáreas a su título, la empresa Continental Gold se 

consolida en este territorio y en el Departamento como una de las empresas mineras de 

mayor impacto en la actividad aurífera.  

 

En estas zonas se establecen dinámicas en el crecimiento del territorio con la intensión de 

lograr un control económico, político y social de la fuente de riqueza. En este sentido, se 

percibiría para las grandes empresas la oportunidad e interés de generar infraestructuras y 

lograr la adecuación de vías de comunicación y rutas estratégicas para el flujo de la 

producción, se presenta además acciones de concentración masiva de tierras para 

establecer grandes estructuras que permitan su consolidación y una gobernabilidad 

cerrada del territorio. Sin embargo, se identifican diversos polos de control que han variado 

su intensidad en el transcurso de los años y que por lo tanto no ha permito que el 

desarrollo económico del territorio vaya a la par con un desarrollo integral y equilibrado de 

las comunidades.  

 

Alrededor de la historia del municipio de Buriticá se identifica el crecimiento de una 

población con una fuerte historia de pobladores indígenas, el desarrollo de actividades 

agrícolas como el café y el desarrollo de la actividad minera a partir de figuras como María 

Centeno “y sus explotaciones mineras se constituyen en referentes de aquellos tiempos en 

los que la minería era motor del desarrollo de la provincia y Buriticá su centro de acción 

más importante.  Socavones, acequias y vallados son hitos en el paisaje que llevan a los 

habitantes del municipio a reconocerse como herederos de un proceso de poblamiento 

importante en el contexto departamental, convirtiéndose en substanciales referentes de 

identidad y de arraigo al territorio”20. 

“Los aspectos demográficos también marcan diferencias entre los asentamientos de las 

partes altas y bajas, pues en las primeras se encuentran poblaciones nucleadas más 

densas, mientras que en las segundas se trata de pequeñas aldeas.  Estos elementos 

demográficos pueden estar ligados al uso del territorio y a la tenencia de la tierra.  En 

localidades como Untí y Bubará, encontramos que existen remanentes de territorios 

                                                 
20 Aproximación al Proceso de Poblamiento del Sector Sur-occidental del Valle de Aburrá. Iván Darío 

Espinos Peláez. 2012 

https://idespinosa.wordpress.com/ 



 

comunitarios y muy pocos propietarios de pequeños predios, de lo que se deriva una 

dependencia hacia personas foráneas para de esta manera tener acceso a los recursos; 

por otro lado, en las partes altas predominan los propietarios de medianas y grandes 

extensiones dedicadas a monocultivos y la ganadería, siendo secundaria la producción 

para el autoconsumo.  La elaboración de productos artesanales, la minería a pequeña 

escala y la pesca, se constituyen en actividades económicas importantes en las tierras 

bajas, pero elementos ausentes en poblados como Guarco, donde predominan cultivos 

para la comercialización como el café y la cebolla”21.  

Ilustración 13 Presencia de habitantes de otros municipios en Buriticá 

 

 
Fuente: Propia 

 

 

Este municipio fue fundado en el año 1614 y concentra una población estimada en la 

actualidad de 6.601 habitantes.  

 

Según el Esquema de Ordenamiento Territorial del municipio de Buriticá se identifica que 

dentro de los usos del suelo este territorio concentra el 1.1% cubierto de bosques, el 33.5% 

de pastos, el 4.4% de rastrojos, el 41.2% en áreas que han perdido la cobertura vegetal; el 

18.8% corresponden a sectores urbanos y a terrenos cultivado. Se evidencia entonces que 

ese 41.2% de áreas que han perdido su cobertura vegetal se debe regularmente a las 

                                                 
21 Ibid 



 

 

 

 

múltiples intervenciones fruto de la minería, asentados en zonas de alto riesgo y que han 

generado múltiples desastres en este municipio.  

 

Según datos de la Gobernación de Antioquia, las actividades económicas más 

representativas del municipio en su orden de influencia son Café, Fríjol Arbustivo, Maíz, 

Caña, Fríjol Voluble, Cacao y Lulo. Sin embargo, datos arrojados por la Evaluación 

Económica Preliminar 2014 del municipio, el desarrollo de la minería se encuentra por 

encima de las actividades económicas señaladas, sumando además la cantidad de 

mineros informales provenientes de las regiones del Norte, Bajo Cauca y Magdalena 

Medio que llegan desde el año 2003 a asentarse en el municipio llamados por la 

oportunidad minera que alrededor del proyecto Buriticá fue identificada por mineros 

igualmente informales.  

 

1.4.3 Caracterización municipio de Támesis 
 

Subregión Suroeste: 

 

“Los habitantes del Suroeste son el 6% de todos habitantes de Antioquia. Aunque éstos 

tengan mayor representatividad que los de otras regiones como Magdalena Medio o 

Nordeste (que sólo tienen la mitad o menos de la población del Suroeste); tales regiones 

presentan mayores tasas de crecimiento anual. 

 

Frente a 1985 el cambio porcentual de la población del Suroeste fue sólo del 2% y por tanto, 

para los próximos 10 a 20 años, no debe esperarse gran crecimiento en la subregión. Este 

comportamiento puede deberse a efectos de emigración por posible demanda en el acceso 

a mejores servicios de educación y salud, o la poca oferta de empleo de la subregión; no 

obstante, estos supuestos deben investigarse más a fondo en una investigación específica 

sobre la dinámica migracional de las subregiones y los municipios de Antioquia”22. 

  

Ilustración 14 Crecimiento Demográfico del Suroeste antioqueño 1985- 2012 

 

                                                 
22 Evolución Demográfica de las Subregiones de Antioquia. Secretaría Seccional de Salud y Protección 

Social de Antioquia. 2013 



 

 

 Fuente: Dane – Departamento Administrativo de Planeación- Gobernación de Antioquia 

 

Ilustración 15 Evolución de la estructura poblacional Suroeste antioqueño 

 

 Fuente: Dane – Departamento Administrativo de Planeación- Gobernación de Antioquia 

 

Este municipio fue fundado el 25 de diciembre de 1858 alrededor de importantes 

condiciones ambientales y económicas que le dieron impulso al desarrollo de la subregión, 

“El suroeste del departamento representa uno de los territorios que más influyó en la 

formación y evolución del pueblo antioqueño; sus condiciones naturales de vertientes semi 

húmedas, de suelos ricos de origen volcánico y clima medio, se constituyeron en medio 

biofísico que orientó a gran parte del movimiento colonizador antioqueño, cuyas prácticas 

culturales permitió el desarrollo extensivo del cultivo del café” 23 

                                                 
23 Perfil del Suroeste Antioqueño. Dirección de Planeación Estratégica Integral. II. Subsistema Socio – Cultural - II. 

Subsistema Económico. 2010 



 

 

 

 

 

Este proyecto productivo fue el que marcó a los inicios de la historia del municipio, que al 

igual que el cacao, el plátano y cítricos, impulsaron el desarrollo de la economía campesina 

para este territorio, en medio de una configuración ambiental que muestra ser una de las 

zonas con importantes recargas acuíferas para la zona, presencia de Bosque Seco 

Tropical y zonas de importancia ecosistémica declaradas como el Distrito de Manejo 

Integrado Cuchilla Jardín – Támesis.  

 

Entre las actividades que en se presentaron en el municipio la minería ocupa uno de los 

renglones de la economía realizada en menor escala y con fines de autosubsistencia y 

mecanismos poco regulados de seguridad y formalidad para algunas familias de la zona, 

sin embargo, al igual que los municipios ya caracterizados, este municipio cuenta con la 

presencia de empresas mineras con solicitudes de títulos mineros para exploración en la 

zona, entre ellos, la Empresa Minera Solvista Colombia SA.  

 

Esta empresa minera no tuvo el mismo acopio como las empresas antes mencionadas en 

los municipios de El Bagre y Buriticá. A diferencia de ellos, en el Suroeste antioqueño el 

aire de rechazo a la actividad minera rondó por varios municipios, y esto se realizó entre 

foros, marchas, peticiones, acciones ciudadanas hasta iniciativas municipales que 

explícitamente como el Acuerdo No 009. Agosto 31 de 2012. Por el cual se crea la 

protección especial del territorio en Támesis y se prohíben algunas prácticas.  

 

Artículo cuarto.- Declaratoria Protección Especial: Declárese la Totalidad del Territorio del 

Municipio de Támesis del Departamento de Antioquia, como Zona de Protección Especial 

por las consideraciones expuestas y prohíbase la exploración y explotación minera de 

metales en éste. 

 

A pesar de no encontrar registros de la producción del volumen del Oro (Tabla 4)  en el 

municipio de Támesis, podemos hacer relación a varios municipios del suroeste 

antioqueño, entre ellos Jericó y Jardín quienes registran cero producción en sus municipios, 

si evaluamos además cualquier otro municipio del suroeste el resultados será similar o con 

una cifra casi imperceptible.   

 

A diferencia de los demás se evidencia que la prioridad en los usos del suelo para esta 

parte de Antioquia se representa en la conservación de bosques a diferencia de los otros 

usos del suelo identificados  

 



 

Ilustración 16 Usos del suelo municipio de Támesis 

 
Fuente: Plan de Desarrollo 2012 – 2015 Municipio de Támesis 

 

Así mismo, la poca movilidad de las poblaciones al interior de la región o de otras zonas ha 

permitido que la estabilidad de las poblaciones, junto con la consolidación de diferentes 

organizaciones sociales, ambientales, culturales y políticas, el fortalecimiento del gremio 

productivo que históricamente han estado en la zona (gremio de cafeteros), así como la 

baja incidencia de conflictos o grupos al margen de la Ley, han desempeñado durante 

varios años la potencialización de la zona evitando la migración de población, la presencia 

de actividades que traigan consigo ondas colaterales de violencia y cambios estructurales 

sobre el territorio.  

 

Para entrar a analizar en estos contextos las formas de participación y como determinan 

estas la agenda para la ordenación del territorio trabajaré sobre los postulados antes 

analizados por Barnes, Kaase y Colaboradores (1979), Nelson (1979 en Conge, 1988) en 

las tres conceptualizaciones ya mencionadas: a) acciones ilegales y violentas que buscan 

tener influencia sobre gobierno, b) acciones conservadoras o “dentro del sistema”, este es, 

que buscan cambios en las decisiones gubernamentales y no cambios en la forma de 

gobierno, y c) acciones que son movilizadas o manipuladas por otros (élites o grupos de 

clase media). Como punto de partida para analizar y dar paso a las acciones que 

actualmente pueden influir en el territorio antioqueño.  

 

De igual forma se analizarán las formas de participación desde dos de las cinco 

dimensiones del análisis de las formas de participación política de los diferentes actores 

relacionadas con las políticas, directrices y acciones que emprende el gobierno en los 

procesos de ordenamiento del territorio.  

 

1) Grado de influencia que se ejerce a través de la actividad, lo que incluye la cantidad de 

presión que se ejerce sobre los dirigentes para que actúen de determinada manera y la 

precisión de la información que los ciudadanos les transmiten sobre el comportamiento que 

se espera de ellos; 2) amplitud del resultado a obtener, según se produzca un beneficio 

colectivo o particular 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

2 Capítulo 2: Identificación de actores y 

tensiones territoriales 
 

Los municipios de El Bagre, Támesis y Buriticá han estado viviendo desde hace varios 

años cambios constantes en el territorio a raíz del aumento de la presencia de la actividad 

minera en estas zonas. Es quizá los municipios donde se han concentrado el gran grueso 

de las actividades a favor y en contra de esta actividad, además de la presencia de actores 

locales, departamentales, nacionales e internacionales que han tenido todo tipo de 

participación e incidencia en la toma de decisiones sobre las acciones de ordenación sobre 

el territorio. En unos más que en otros se ha dado libre desarrollo a esta actividad de 

manera formal e informal, igualmente se han presentado acciones contundentes donde las 

administraciones municipales han tratado de impedir o motivar la llegada de esta actividad, 

con iniciativas individuales y colectivas que apoyan las posiciones tomadas.  

 

La selección de los tres municipios implicará analizar las condiciones del territorio, los 

actores, las tensiones que se generan en cada una de las zonas conociendo la presencia 

de zonas de protección y conservación ambiental, zonas tituladas para proyectos mineros, 

vocación económica y condiciones sociales y culturales que se conjugan para determinar 

acciones e intervenciones diferenciadas en cada una de las zonas de estudio. 

 

El  análisis se realizará inicialmente con la identificación de actores en los estudios de 

caso y los interés y acciones que han mencionado tener cada uno en el territorio, se 

realizará seguidamente la espacialización de los actores para identificarlos visualmente 

con las condiciones ambientales, sociales y políticas presentes y finalmente se realizará a 

partir de las premisas conceptuales de Barnes, Kaase y Colaboradores (1979), Nelson 

(1979 en Conge, 1988) los análisis de cada una de estas formas de participación con la 

presencia de la minería en el territorio en las dimensiones: a) acciones ilegales y violentas 

que buscan tener influencia sobre gobierno, b) acciones conservadores o “dentro del 

sistema”, este es, que buscan cambios en las decisiones gubernamentales y no cambios 

en la forma de gobierno, y c) acciones que son movilizadas o manipuladas por otros (élites 

o grupos de clase media).  

 

  



 

2.1 Actores, intereses y competencias 
 

Tabla 2 Actores, acciones y competencias 

Actores 

 

Tipo Interés 

principal 

Acciones y competencias  

Gobierno 

Nacional 

(Plan 

Nacional de 

Desarrollo 

2014-2018) 

Público Eje Cafetero: 

Desarrollo en 

el capital 

humano 

innovador en 

territorios 

incluyentes. 

 

 

 

Define mecanismos para los procesos de regulación, control y seguimiento de la 

minería en el país  

Define zonas para permitir, potencializar o restringir la actividad minera 

Define contratos especiales de exploración y explotación 

Estructura mercado de capitales y el financiamiento público y privado de la minería 

de pequeña, mediana y gran escala.  

Realizar un ordenamiento del territorio desde el Gobierno Nacional hacia los 

sectores regionales y locales que incluya el ordenamiento minero. Con normas de 

uso del suelo y del subsuelo, y clarificará la situación y priorización de todas las 

actividades productivas afectadas por dicho ordenamiento. 

Mecanismos para atender las áreas mineras en estado de abandono… se realizará 

un inventario de las zonas afectadas por la actividad minera que se encuentran en 

estado de abandono y se establecerá una metodología para la priorización de su 

atención en función del riesgo de afectación para las comunidades. 

Fomentará acuerdos con las industrias del sector minero-energético para alinear los 

procesos de inversiones voluntarias y obligatorias hacia líneas de inversión 

estratégica y de gran impacto previstas en los planes de desarrollo nacional, 

regional y local. 

Acercamiento institucional con las comunidades establecidas en las zonas 

identificadas como potenciales para el desarrollo de proyectos minero-energéticos, 

con el objetivo de que conozcan los roles y funciones de las entidades del sector 

público en relación con el control y fiscalización del desarrollo de los mismos.  

Garantizará que las comunidades dispongan de información legítima, que la gestión 

social de los proyectos mejore las condiciones de vida de las comunidades y 



 

 

 

 

mecanismos de negociación o concertación que pueden incluir la intervención del 

Estado, en caso de ser necesario24 

Agencia 

Nacional de 

Minería 

(Plan 

Nacional de 

Desarrollo 

2014-2018) 

Público Consolidarse 

cumpliendo 

con todas sus 

obligaciones 

de manera ágil 

y eficiente 

Puesta en marcha del catastro y registro minero, con agilidad en los tiempos de 

respuesta, la fiscalización y la presencia regional. 

Otorgará autorizaciones temporales para tomar de los predios rurales aledaños a la 

obra los materiales de construcción que se requieran para su desarrollo, 

cumpliendo toda la normatividad ambiental vigente.  

Determinarán los recursos mineros e hidrocarburíferos de interés estratégico para 

el país y las zonas donde se encuentran ubicados.25 

Ministerio de 

Minas 

(Plan 

Nacional de 

Desarrollo 

2014-2018) 

Público Poner  en 

marcha la 

política de 

formalización  

 

Prioridades en términos de guías de buenas prácticas mineras, reglamentos 

técnicos, protocolos, manuales y demás herramientas que considere necesarias 

para establecer los lineamientos técnicos del sector para lo cual deberá involucrar a 

las entidades necesarias. 

Determinarán los recursos mineros e hidrocarburíferos de interés estratégico para 

el país y las zonas donde se encuentran ubicados. 

Identificará pertinencia de solicitar Licencia Ambiental en la fase de exploración 

minera26 

Ministerio 

Ambiente y 

Desarrollo 

Sostenible 

Público Facilitar la 

reducción de 

los conflictos 

ambientales, 

Ordenamiento integral del territorio para el desarrollo sostenible: Unificación de 

lineamientos para el ordenamiento integral del territorio; Formulación e 

implementación de instrumentos de ordenamiento integral del territorio. 

Fortalecimiento institucional y gobernanza, para optimizar el desempeño del SINA, 

                                                 
24 Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018. Presidencia de la República  
25 Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018. Presidencia de la República  
26 Ibid  



 

(Plan 

Nacional de 

Desarrollo 

2014-2018) 

impulsar la 

competitividad 

de los 

sectores, 

generara 

beneficios 

Sociales y 

contribuir con 

la reducción de 

la inequidad 

territorial.  

la educación e investigación y la generación de información y conocimiento 

ambiental:  

Licenciamiento ambiental: (1) unificar los criterios que usan las autoridades 

ambientales para el licenciamiento; (2) actualizar los términos de referencia para la 

realización del Diagnóstico Ambiental de Alternativas (DAA) y Estudios de Impacto 

Ambiental (EIA) de proyectos estratégicos; (3) establecer un registro nacional único 

de consultores certificados para la elaboración de los instrumentos de evaluación, 

incluyendo los Planes de Manejo Ambiental (PMA), el DAA y el EIA; (4) ajustar los 

procedimientos y manuales usados en la evaluación de EIA con lineamientos de 

buenas prácticas de la OECD; (5) incrementar las visitas de seguimiento de 

proyectos licenciados; (6) modificar el alcance del Informe de Cumplimiento 

Ambiental; y (7) fortalecer los procesos de participación ciudadana. 

Identificará junto con el Ministerio de Minas la pertinencia de solicitar Licencia 

Ambiental en la fase de exploración minera27 

Gobernación 

de Antioquia 

(Plan de 

Desarrollo 

2012-2015) 

Público Autoridad con 

delegación 

para cumplir 

funciones de 

Autoridad 

Ambiental 

Seguimiento al cumplimiento de las obligaciones derivadas de los títulos mineros de 

acuerdo con las funciones delegadas por el Ministerio de Minas y Energía, y 

promoción de la legalización de la actividad tradicional en el Departamento, 

buscando mejorar el nivel de competencias básicas de los actores del sector minero 

Avanzar en la divulgación y aplicación para el manejo y aprovechamiento de los 

recursos naturales. 

Seguimiento, verificación y monitoreo de la actividad minera en el departamento  

 

                                                 
27 Ibid 



 

 

 

 

Gobernación 

de Antioquia 

DAPARD 

(Plan de 

Desarrollo 

2012-2015) 

Público Acciones de 

prevención, 

atención y 

mitigación de 

desastres 

Atender las zonas con mayor nivel de riesgo evitando desastres y acciones que 

atenten contra la vida de los habitantes 

Creación de los sistemas integrales para la atención de emergencias 

Creación de los sistemas de atención logística humanitaria 

Creación de la unidad elite de atención y recuperación de emergencias 

Prevención y reducción del riesgo en torno al cambio climático 

Sistematización integrada de información para la prevención y atención de 

desastres 

Plan de obras para la adaptación bajo las variables de riesgos recurrentes28 

Gobernación 

de Antioquia 

Secretaría de 

Ambiente y 

Desarrollo 

Sostenible 

(Plan de 

Desarrollo 

2012-2015) 

Público Potenciar el 

desarrollo 

económico, 

social y 

ambiental a 

través del uso 

sostenible de 

los recursos 

naturales, la 

conectividad 

del territorio y 

su ocupación 

responsable 

Gestión ambiental del territorio:  Pacto Verde para Antioquia, la gestión integral del 

recurso hídrico, el acceso a la tierra y su adecuación, la generación de 

comunidades sostenibles que hagan de Antioquia su hogar, y de procesos de 

gestión del riesgo y adaptación al cambio climático. 

Fortalecimiento de las áreas naturales protegidas. (Alianza Medellín-Antioquia) 

procesos de declaratoria de nuevas áreas protegidas y su incorporación al sistema 

nacional de áreas protegidas, el fortalecimiento de esquemas de administración de 

áreas declaradas, la formulación e implementación de planes de manejo, y el ajuste 

e implementación de un Convenio con las Entidades Integrantes del SIDAP 

Conservación y manejo de ecosistemas estratégicos: Áreas protegidas del Parque 

Central de Antioquia para la protección de microcuencas abastecedoras de 

acueductos y  

Áreas protegidas de Ecosistemas Estratégicos  

Educación y cultura ambiental (Alianza Medellín-Antioquia) 

Fortalecimiento de la gestión ambiental de actores públicos: en la toma de 

decisiones ambientales a través de acciones de capacitación y formación, apoyo en 

gestión, articulación entre actores y procesos de acompañamiento29 

                                                 
28 Plan de Desarrollo 2012-2015. Gobernación de Antioquia 
29 Ibid 



 

Gobernación 

de Antioquia 

Secretaría de 

Minas 

(Plan de 

Desarrollo 

2012-2015) 

Público Tomar 

decisiones 

sobre el 

territorio en 

líneas de 

minería legal, 

responsable, 

productiva y 

competitiva y 

segura 

Legalización minera: tradicional e informal en el Departamento, incentivando los 

procesos de asociatividad, seguridad minera, preservación de recursos naturales 

desde intervención con asesoría y asistencia técnica para el ejercicio de la minería 

Fortalecimiento de las competencias básicas de los actores del sector minero  

Fortalecimiento de actores institucionales para el cumplimiento normativo y la 

protección de los recursos naturales y el ambiente 

Minería productiva y competitiva: Acompañamiento y asesoría integral al interior de 

las unidades productivas mineras para la generación de capacidades en los sujetos 

activos que hacen parte de las mismas 

Construcción y dotación del Centro Minero Ambiental de la subregión del Bajo 

Cauca: Construcción y dotación del Centro Minero Ambiental de la región del Bajo 

Cauca antioqueño 

Minería Responsable: “Colombia Minera, Desarrollo Responsable”, pretende 

posicionar al sector minero como una industria de visión que no sólo atienda lo 

económico, sino también la sostenibilidad ambiental y social de los proyectos; 

sensibilizando actores mineros en corresponsabilidad con el medio ambiente y con 

las descendencias futuras, con el fin de reducir y mitigar los impactos ocasionados 

por la explotación indiscriminada de los recursos naturales presente en las 

Subregiones mineras del Departamento 

Titulación minera responsable desde la viabilización de propuestas para el 

adecuado equilibrio de los ecosistemas 

Promoción e implementación de tecnologías limpias en el sector minero 

Recuperación y mitigación de pasivos ambientales generados por la minería30 

                                                 
30 Ibid 



 

 

 

 

Corantioquia 

(Plan 

Nacional de 

Desarrollo 

2014-2018) 

Público Administrar el 

Patrimonio 

Ambiental en 

la zona rural 

del municipio 

Aplicar las directrices ambientales en los instrumentos de planificación y 

ordenamiento ambiental territorial establecidos desde el SINA y el Ministerio de 

Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible. 

Acompañar el proceso de fiscalización minera con la Agencia Nacional Minera 

Establecerán agendas de trabajo con los municipios, con el fin de definir 

mecanismos para fortalecer las capacidades para formular proyectos y para 

vincular fuentes de financiación para el desarrollo de la valoración de servicios 

ecosistémicos en su jurisdicción. 

Acompañamiento para prevenir, responder, controlar y mitigar la contaminación 

ambiental y ejercer control en zonas de explotación y corredores de tráfico de 

recursos naturales. Así mismo en sus funciones de administración, seguimiento y 

supervisión de los recursos naturales.31 

Administraci

ón Municipal 

 

(Planes y 

Esquemas de 

Ordenamient

o Territorial) 

Público Támesis 

 

Impulsar y acompañar a la comunidad en procesos de creación de veedurías 

ciudadanas, deliberación y movilización en defensa del desarrollo integral y 

sostenible del territorio: ante la presencia de exploración y explotación de recursos 

como lo son actividades forestales, hídricas, mineras y, se hace necesario que las 

comunidades se apropien de escenario de participación y deliberación frente al 

auge de estas actividades. 

Promover la conformación y/o fortalecimiento de redes subregionales 

medioambientales: integración de grupos ambientales y sociales tales como el 

Cinturón Occidental Ambiental COA y el CODEATE, que a nivel subregional 

enfrenta la problemática minera.32 

El Bagre Conservación y preservación del medio Ambiente: promover acciones públicas 

orientadas a la conservación y Preservación del medio ambiente de acuerdo con 

nuestra realidad territorial y Pública. 

Minería responsable: desarrollar estrategias de acompañamiento a los pequeños y 

                                                 
31 Ibid 
32 Plan de Desarrollo 2012 – 2015 Municipio de Támesis 



 

Medianos mineros para implementar una minería inteligente, comprometida con la 

protección ambiental y la recuperación de áreas degradadas. 

Protección de áreas estratégicas: implementar un sistema municipal de áreas 

estratégicas para la 

Conservación, protección y mantenimiento de los recursos naturales y del Medio 

ambiente. 

Cultura de la conservación ambiental: promover una cultura del respeto y de la 

protección del territorio y de la biodiversidad a través de estrategias de 

sensibilización y capacitación de los sectores productivos para la producción limpia 

y el desarrollo sostenible.33 

Buriticá Minería Responsable: Apoyo a la formalización de la minería informal de la 

población oriunda del municipio de Buriticá  

Seguimiento y Control Ambiental a la actividad mineral 

Desarrollar estrategias educativas que favorezcan la formación en cultura 

ambiental.  

Favorecer el desarrollo de una minería responsable con el medio ambiente:  

Acompañar las asociaciones mineras conformadas para el desarrollo de una 

actividad minera responsable  

Realizar seguimiento de la actividad minera que contamina las quebradas y fuentes 

de agua34  

Mesas 

Ambientales  

y  

organizacion

es sociales 

Comuni

tario 

Támesis 

 

El Comité Occidental Ambiental no es una organización sino un eje articulador que 

trata de recoger las acciones de municipios como Jardín, Jericó, Támesis, 

Caramanta, Valparaíso, Andes, Pueblorrico y Tarso. En Támesis se creó el Comité 

por la Defensa ambiental del territorio (Codeate), conformado por personas 

naturales, representantes de organizaciones, la Administración Municipal, el canal 

comunitario Támesis Te Ve, la Agrupación de Caminantes de Támesis (Acata), el 

                                                 
33 Plan de Desarrollo 2012 – 2015 Municipio de El Bagre 
34 Plan de Desarrollo 2012 – 2015 Municipio de Buriticá 



 

 

 

 

Circuito económico (alternativas económicas para los pequeños agricultores), las 

acciones comunales, grupos de mujeres, profesores y amas de casa. 

El Codeate realiza acciones orientadas hacia los temas legales, políticos, 

mediáticos y de blindaje del territorio. Ha hecho foros, cabildos abiertos, encuentros 

de concejales y ha convocado otras movilizaciones como la del 28 de noviembre de 

2011 cuando la empresa Solvista hizo una socialización en el Concejo para 

mostrarle a la población las bondades de la minería. 

La gente salió a la calle a manifestarse en contra de la empresa minera. Esta acción 

se repitió el 13 de febrero de 2012 cuando Solvista hizo una nueva presentación al 

Concejo. 

El Bagre Hay diversas iniciativas de organizaciones de base en las líneas de reconversión, 

diversificación, encadenamiento, restauración ecológica y soberanía alimentaria. 

Por ejemplo, en El Bagre, Asogrecan participa en la recuperación de áreas con 

especies nativas14 como balso, pedro tomín, suribio, cantagallo y roble, en alianzas 

con Corantioquia y el Jardín Botánico de Medellín. 

 

A pesar de las alianzas estratégicas, persisten tensiones debido a los siguientes 

motivos: 

1. Existen diferencias en visiones territoriales que se expresan en aproximaciones 

divergentes a objetivos comunes, por ejemplo, la recuperación ecológica con 

especies exóticas o nativas15. 

2. La escisión jurídica entre la propiedad del suelo y el subsuelo presiona sobre 

conflictos históricos alrededor de la informalidad y la concentración en la tenencia y 

titularidad del suelo. 

3. El ordenamiento minero vigente, además, condiciona las posibilidades efectivas 

de formalización, diversificación, encadenamientos productivos y recuperación 

ecológica en beneficio de comunidades campesinas, indígenas y negras35 

                                                 
35 http://zero.uexternado.edu.co/mineria-aurifera-en-el-bajo-cauca-antioqueno/  

http://zero.uexternado.edu.co/mineria-aurifera-en-el-bajo-cauca-antioqueno/


 

Buriticá Según lo expresado por líderes “la minería es una posibilidad y una maldición”. “Por 

un lado genera empleo y seguridad social para los trabajadores y sus familias, pero 

por otro, saquean nuestros recursos, deterioran el ambiente y toda la riqueza que se 

han llevado en nada compensa el saqueo”.  

 

“en la actualidad los foráneos han aumentado y han vuelto después de los desalojos 

ordenados por la Gobernación de Antioquia, y para la fuerza pública se hace difícil 

controlarlos por la geografía difícil de los territorios en los que se explota el recurso” 
36 

 

Organizacion

es Mineras 

Organiz

aciones 

Reconocimient

o e influencia 

en la toma de 

decisiones 

normativas y 

políticas sobre 

el destino de la 

minera en 

Antioquia 

Reconocimiento de la minería artesanal, pequeña y mediana, que han desarrollado 

tradicionalmente los mineros nacionales.  

Código de minas concertado, clasificando las características de cada una de las 

formas de explotación minera y diferenciarlas en sus aspectos técnicos, 

ambientales, tributarios, sociales, étnicos y económicos. 

Reglamentación para el desarrollo de actividades mecanizadas o artesanales, de 

manera formal. 

Cesen los operativos y se archiven los procesos judiciales en contra de los mineros 

nacionales.  

Indemnización a los afectados por los daños y perjuicios causados por la 

destrucción de la maquinaria por parte de la fuerza pública. 

Reconocimiento a las comunidades Afro e Indígenas, con respecto al territorio, 

consulta con consentimiento previo, libre e informado y prelación para las 

comunidades en el territorio.  

Subsidio y respaldo con para la legalización y asistencia técnica y seguridad social 

y salud para la pequeña y mediana minería. 

Congelamiento de la entrega de títulos mineros y mantener la suspensión del 

                                                 
36 http://conciudadania.org/?cat=64  

http://conciudadania.org/?cat=64


 

 

 

 

otorgamiento de contratos de concesión a las multinacionales. Y derogatoria de los 

entregados en territorios de comunidades étnicas negras e indígenas sin el 

cumplimiento de la obligación de Consulta Previa y derechos de prelación 

Otorgamiento de áreas libres a los mineros tradicionales y liberación de las áreas 

entregadas mediante licencias que actualmente están vencidas y otorgadas en el 

Decreto 2655 de 1988. 

Proteger los procesos de legalizaciones que se radicaron hasta el 10 de mayo de 

2013 y que se creen oficinas de atención para el pequeño y mediano minero en los 

epicentros mineros del país. 

Garantizar la entrega oportuna del certificado de carencia para el combustible de 

uso en la minería y que el costo del mismo sea subsidiado por el gobierno. 37 

Empresas 

Mineras 

Privado Con títulos 

mineros para 

explotar el 

subsuelo  

Continental Gold de Colombia 

Proyecto Buriticá: El área del Proyecto se compone de 16 concesiones registradas 

que cubren 16,982 hectáreas, y 46 concesiones pendientes de registro para un total 

de 42,303 hectáreas.  

En la actualidad, la Compañía opera una mina a pequeña escala con una capacidad 

máxima de 30 toneladas por día ("tpd") que ha estado en operación desde 

principios de los años 90. Esta cuenta con más de cuatro kilómetros de desarrollo 

subterráneo lateral distribuidos en tres niveles, con más de 150 metros verticales ya 

completes. 

La Compañía ha mantenido su licencia social de operación en la comunidad de 

Buriticá durante más de 20 años, realizando sus operaciones de manera segura, 

social y ambientalmente responsable, y garantizando la transparencia y el respeto 

por las comunidades locales38 

                                                 
37 Pliego de Peticiones  http://www.lafm.com.co/noticias/el-pliego-de-peticiones-de-los-141628#ixzz3W6ynPZq4 
38 http://www.continentalgold.com/Spanish/buritica/generalidades/default.aspx 

http://www.lafm.com.co/noticias/el-pliego-de-peticiones-de-los-141628#ixzz3W6ynPZq4
http://www.continentalgold.com/Spanish/buritica/generalidades/default.aspx


 

Mineros S.A  

Es una firma conformada con capital Nacional que tiene adjudicados 67 títulos 

mineros. Sus mayores accionistas son el Grupo Colpatria de la familia Pacheco y la 

Corporación Financiera Colombiana, controlada por Carlos Ardila Lulle, sus 

operaciones se extienden en 116 mil hectáreas en los municipios del Bagre, 

Zaragoza y Nechí, Bajo Cauca Antioqueño y tiene una producción anual de 120 mil 

onzas aproximadamente.39 

Solvista Gold 

Proyecto Caramanta: Las propiedades mineras del proyecto Caramanta cubren una 

superficie aproximada de 20.000 hectáreas y se encuentra 120 km al sur de 

Medellín, a lo largo del Cinturón Medio Cauca, uno de los distritos de oro más 

prolíficos de Colombia. El Cinturón se extiende al menos 300 km en dirección 

norte-sur desde Buriticá al norte hasta La Colosa al sur. 

El Proyecto Caramanta están siendo explorado por IAMGOLD bajo un acuerdo de 

opción de $36 millones para el 70% 40 

Agricultores Organiz

aciones 

Mesa Nacional 

Agropecuaria y 

Popular de 

Interlocución y 

Acuerdo -MIA 

Nacional 

Implementación de medidas y acciones frente a la crisis de la producción 

agropecuaria. 

Acceso a la propiedad de la tierra. 

Reconocimiento a la territorialidad campesina. 

Participación efectiva de las comunidades y los mineros pequeños y tradicionales en 

la formulación y desarrollo de la política minera. 

Cumplir las garantías reales para el ejercicio de los derechos políticos de la 

población rural. 

Inversión social en la población rural y urbana en educación, salud, vivienda, 

                                                 
39 http://www.las2orillas.co/estas-son-las-5-empresas-duenas-del-oro-se-extrae-en-colombia/  
40 http://www.solvistagold.com/spanish/projects/caramanta/overview/  

http://www.las2orillas.co/estas-son-las-5-empresas-duenas-del-oro-se-extrae-en-colombia/
http://www.solvistagold.com/spanish/projects/caramanta/overview/


 

 

 

 

servicios públicos y vías 

 

Cafeteros 

Organiz

aciones 

Sector 

productivo con 

intereses de 

generar un 

negocio 

sostenible con 

las 

comunidades 

rurales.  

Respecto a la actividad minera generan acciones de oposición y descontento, en la 

medida que esta actividad extractiva ha dejado sobre los territorios migración en el 

personal que estaba disponible en regiones de la caficultura a la minería, dejando 

con poco personal al sector, en un momento en que necesita de muchos 

trabajadores.  

 

Comité Nacional de Cafeteros 

Cambio en la vocación productiva de los municipios para ser mineros, así como los 

cambios de los territorios y la presencia de escasez y contaminación del recurso 

agua. Cafeteros Ciudad Bolívar   

Grupos 

Ilegales 

Ilegal Lograr 

presencia y 

control en el 

territorio 

colombiano.  

(a) En la medida en que los precios del oro aumentaban considerablemente, la 

explotación ilegal del oro empezó a representar un complemento muy atractivo a los 

cultivos ilícitos u otras actividades ilegales para los actores armados al margen de 

la ley. (b) Al mismo tiempo, entre más utilidades para las empresas multinacionales 

y más empresas operando en el país, significaría más posibilidades para los 

actores armados ilegales de captar recursos a través de la extorsión o de empresas 

contratistas. Finalmente (c), con el aumento de las regalías que pagan las 

empresas del sector extractivo al Estado colombiano, y que éste redistribuye a las 

regiones (gobernaciones y municipios), los actores armados ilegales también 

incrementaron sus recursos provenientes de la captación ilegal de esas regalías.41 

 

 

                                                 
41 Actores Armados Ilegales y Sector Extractivo en Colombia V Informe 2012.  Frédéric Massé Director del Área de DDR. Observatorio Internacional DDR – 

Ley de Justicia y Paz 



 

2.2 Tensiones Territoriales 

 

Una vez identificados los actores con sus acciones e intereses en el territorio, se realiza 

en un segundo ejercicio un esfuerzo por espacializarlos en Antioquia, donde se 

identifique la mezcla de la presencia de los diferentes actores con las condiciones 

ambientales de cada uno de los espacios.  

 

La espacialización se realizó en la escala departamental teniendo en las 

caracterizaciones territoriales desde el poblamiento y las formas de asentamiento, la 

presencia de los diferentes actores que presentan por lo general puntos de vista e 

intereses opuestos, las condiciones naturales y ambientales hasta las nuevas 

intervenciones o actividades donde no se tienen claras los esquemas normativos y 

regulaciones sobre los usos permitidos de los recursos naturales. Todas estas acciones 

entran a generar cambios históricos en los órdenes, escalas y dimensiones.   

 

La superposición de temas se encuentra relacionados con elementos ambientales como 

agua (humedales, potencialidad de acuíferos), zonas de protección, zonas estratégicas 

para la conservación, presencia de amenaza, títulos mineros otorgados y los municipios 

de El Bagre, Támesis y Buriticá. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Ilustración 17 Condiciones y tensiones territoriales 

 
Fuente: Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia- Corantioquia- 2015 

 



 

 

2.2.1 Tensión Minería y áreas de 

protección y conservación ambiental 
 

Las áreas protegidas son ecosistemas estratégicos que por sus 

características deben tener un tratamiento especial y diferenciado 

que permitan garantizar la regulación y equilibrio en el ambiente, 

según las características de cada una de las áreas protegidas se 

identificarán niveles de protección y con ello las actividades 

económicas y productivas que a pesar de su categorización se 

puedan realizar. 

 

En el país existe una fuerte discusión sobre la importancia de la 

protección, especialmente de las actividades productivas y 

extractivas que implican un posible detrimento de las 

características ecosistémicos y reguladoras. Estas actividades 

claramente tienen dificultades en identificarse en un solo espacio, 

la presión de la minería sobre los recursos naturales es 

identificada y medida, la necesidad de una amplia oferta de 

recurso hídrico y las posibles afectaciones en su contaminación 

por manejos inadecuados se pueden hacer presentes en este 

ejercicio.  

Para los municipios de El Bagre y Támesis se identifican zonas de 

protección ambiental, en Támesis se encuentra el Distrito de 

Manejo Integrado Cuchilla Jardín – Támesis (Acuerdo N°316 de 

2009) y la Reserva de los Recursos Zona Ribereña del Río Cauca 

(Acuerdo N° 17 de 1996) y en el municipio de El Bagre la Reserva 

Forestal del Magdalena, creada bajo la Ley 2° de 1959.  

 

La segunda figura (Reserva Forestal) a diferencia de la primera se 

encuentra como vemos en la Tabla 2 restringida para el desarrollo 

de actividades mineras y en su lugar se establecen actividades 

para el cuidado y protección de reservas boscosas, acompañado 

de una importante presencia institucional a las comunidades en 

esta zona para realizar un proceso de ordenación forestal en una 

zona con potencial minero y con una historia de violencia e 

ilegalidad.  

 

La experiencia aquí en mención ha sido conocida desde hace 

varios años como la “Agenda por los Bosques y la Gente de San 

Lucas” una iniciativa que ha sido liderada por Corantioquia con el 

acompañamiento de entidades como Gobernación de Antioquia 

Por la protección 

de la Serranía San 

Lucas  

 

El Mundo 

4 de noviembre de 

2013 

Este proyecto se 

desarrolló en una zona 

de aproximadamente 

277.123 hectáreas de 

bosques, basado en un 

ordenamiento forestal 

para incentivar el 

aprovechamiento 

razonable de los 

bosques productores y 

al mismo tiempo la 

conservación de este 

ecosistema que alberga 

diversidad de flora y 

fauna. 

Corantioquia, el 

Ministerio de Medio 

Ambiente y Desarrollo 

Sostenible y la 

Organización 

Internacional de 

Maderas Tropicales 

(Oimt) establecieron una 

alianza económica y 

técnica, con el 

propósito, no solo de 

reducir la problemática, 

sino también de instituir 

nuevas alternativas de 

desarrollo económico 

para las poblaciones 

asentadas allí y proteger 

los recursos naturales 

con que cuentan en la 

Serranía. 

http://elmundo.com/port

al/noticias/territorio/por

_la_proteccion_de_la_s

errania_san_lucas.php  

 

http://elmundo.com/portal/servicios/contactenos/?idperiodista=441&idtipoc=12
http://elmundo.com/portal/servicios/contactenos/?idperiodista=441&idtipoc=12
http://elmundo.com/portal/noticias/territorio/por_la_proteccion_de_la_serrania_san_lucas.php
http://elmundo.com/portal/noticias/territorio/por_la_proteccion_de_la_serrania_san_lucas.php
http://elmundo.com/portal/noticias/territorio/por_la_proteccion_de_la_serrania_san_lucas.php
http://elmundo.com/portal/noticias/territorio/por_la_proteccion_de_la_serrania_san_lucas.php
http://elmundo.com/portal/noticias/territorio/por_la_proteccion_de_la_serrania_san_lucas.php


 

 

 

 

(Secretarías de Ambiente, Agricultura, Gobierno y Minas), Fundación Jardín Botánico de 

Medellín, Fundación Natura, Universidad de Antioquia, Colmenares el Trópico, Cabildos 

y Consejos de Comunidades Negras de El Bagre, el Departamento de la Prosperidad del 

Gobierno Nacional, la Unidad de Víctimas, USAID, INCODER, Universidad Nacional y 

las Administraciones Municipales de Remedios, El Bagre y Segovia.  

 

 

Ilustración 18 Socialización de la comunidad en el proceso de Ordenación Forestal 

 
 

Fuente: Propia 

 

 

La tensión de los territorios con tendencia a realizarse actividades mineras se ve en este 

caso mitigado por la presencia de proyectos productivos alternativos como: 

enriquecimiento de rastrojeras, proyectos productivos de apicultura, agroforestería, 

silvopastoreo, aprovechamiento maderero, recuperación de áreas degradadas por la 

minería y fortalecimiento de las comunidades en cartografía del territorio, inclusión de 

género, comunidades étnicas en procesos de formalización, planificación y gestión 

territorial, y fortalecimiento de un colectivo de comunicaciones encargados de recopilar la 

experiencia y hacerle difusión por todos los medios para darlo a conocer en las 

comunidades. 42 

                                                 
42 Véase propuesta de Corantioquia en el CODEAM “Preparémonos para la Paz” Proyecto 3: propuesta 

para una acción integral, interinstitucional y participativa, que contribuya a la recuperación y conservación 

ambiental del territorio, la reparación colectiva a las víctimas del conflicto y la preparación para la paz en el 



 

 

Diferente es la situación con el Distrito de Manejo Integrado (Tabla 2) ubicado en el 

municipio de Támesis que por la categoría en la que se encuentra identificada se 

permitirían usos y actividades, no solo mineras, sino igualmente ganaderas y agrícolas 

que a pesar de su baja intensidad, podrían afectar las condiciones de los suelos de estas 

áreas de conservación. Este conflicto para la subregión del suroeste antioqueño como lo 

veremos más adelante se ha convertido a lo largo de los años en la fuente de inquietud 

de las comunidades y algunas administraciones municipales.  

 

Ilustración 19 Mapa títulos mineros y áreas protegidas 

 
Fuente: Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia- Corantioquia- 2015 

                                                                                                                                                  

territorio Antioqueño” 2014 



 

 

 

 

 

En los diferentes territorios la urgencia de proteger las áreas de cuidado y conservación 

ambiental frente a las actividades mineras, ganaderas y agrícolas ha hecho que los 

diferentes sectores entren en conflicto por estas zonas. Por ello es importante generar 

interlocución entre las autoridades de los diferentes niveles territoriales ante la necesidad 

y urgencia de ajustar información y procedimientos para la atención del tema de la 

minería sobre las condiciones ambientales del territorio, un ajuste normativo que permita 

desde las localidades definir las distribuciones, potencialidades y dificultades de los 

territorios, con un conocimiento pleno de las compatibilidades y dificultades entre el 

desarrollo de la extracción y la protección y conservación de ecosistemas estratégicos 

que deben gozar de una protección especial.  



 

Tabla 3 Categoría Áreas Protegidas 

 

CATEGORIAS 

DE ÁREAS 

PROTEGIDAS 

CLASIFICACIÓN DECLARACIÓN ACTIVIDADES 

PERMITIDAS 

LIMITACIONES NORMAS QUE 

REGULAN 
DE DISPOCISIÓN USO Y DISFRUTE 

Sistemas de 

Parques 

Nacionales 

Naturales 

Articulo 329 del 

decreto 2811 de 

1974 

- Parque Nacional  

- Reserva Natural 

- Área Natural única 

- Santuario de Flora  

- Vía parque   

 

 

Ministerio de 

Ambiente y 

Desarrollo 

Sostenible. 

Las de 

Conservación, de 

Recuperación y 

control, 

investigación, 

educación recreación 

y de cultura. 

Son: 

Inalienables: 

Sustraídos del 

comercio. 

 

Inembargables: 

No pueden ser 

objeto de medidas 

de embargo. 

 

Imprescriptibles: 

No proceden los 

juicios de 

declaración de 

pertenencia. 

 

Inadjudicables: 

Restricción a la 

adjudicación de 

baldíos. 

Se encuentran 

prohibido:  

 

Caza 

Pesca  

 

Actividades 

agropecuarias  o 

industriales  

 

Actividades 

ganaderas o 

agrícolas distintas 

a las del turismo 

 

Actividades 

mineras y 

petroleras  

 

Todas las que no 

estén permitidas  

Constitución 

Política de 

Colombia 

Artículo 63. 

 

Ley 2 del 1959. 

 

Ley 585 del 

2001. 

 

Decreto ley 

2811 del 19754. 

 

Decreto 622 del 

1977. 

 

Decreto 2372 

del 2010. 

Reservas 

Forestales 

Protectoras  

Nacionales  

 

 

 

 

 

Ministerio de 

Ambiente y 

Desarrollo 

Sostenible. 

 

 

Actividades de 

conservaciones, 

Investigación y 

educación y usos 

sostenibles.  

 

Inadjudicables  

 

 

 

 

 

En las reservas 

Protectoras 

Nacionales  

 

 

 

 

Ley 2 del 1959. 

 

Decreto ley 

2811 del 1974. 

 



 

 

 

 

Regionales  Corporaciones 

Autónomas 

Regionales  

 

Obtención de frutos 

secundarios del 

bosques  

Restricción a la 

adjudicación de 

baldíos  

Las actividades 

mineras. 

 

Todas las que no 

están permitidas.  

 

Decreto 2372 

del 2010. 

 

Parques 

Naturales 

Regionales  

 

 

Parques Naturales 

Regionales 

Corporaciones 

Autónomas 

Regionales, a 

través de su 

consejo directivo   

 

Las de conservación, 

de recuperación, y de 

control, 

investigación , 

educación recreación 

y cultura  

Son: 

Inalienables: 

Sustraídos del 

comercio. 

 

Inembargables: 

No pueden ser 

objeto de medidas 

de embargo. 

 

Imprescriptibles: 

No proceden los 

juicios de 

declaración de 

pertenencia. 

Se encuentran 

prohibidas: 

 

Actividades 

mineras.  

 

Las que 

determinen la 

zonificación. 

 

Todas las que no 

estén permitidas.  

 

Constitución 

Política de 

Colombia 

Artículo 63. 

 

Ley 99 de 1993 

 

Ley 685 de 

2001 

 

Decreto 2372 

del 2010. 

 

Distrito de 

Manejo 

Integrado.  

Nacionales  Ministerio de 

Ambiente y 

Desarrollo 

Sostenible. 

Usos sostenibles, 

preservación, 

restauración, 

conocimiento y 

disfrute.  

Actividades 

económicas, 

investigativas, 

educativas y 

recreativas.  

Ninguna  De acuerdo a la 

zonificación que se 

realice. 

 

Todas las que no 

estén permitidas.  

 

Decreto ley 

2811 del 1974. 

 

 

Decreto 2372 

del 2010. 

 

Regionales  Corporaciones 

Autónomas 

Regionales  

 

Distrito de 

Conservación 

Regional Corporaciones 

Autónomas 

Actividades que 

permitan la 

Ninguna  De acuerdo a la 

zonificación que se 

Decreto ley 

2811 del 1974. 



 

de suelos  Regionales, a 

través de su 

Consejo Directivo   

recuperación de los 

suelos alterados o 

degradados o la 

prevención de 

fenómenos  

realice. 

 

Todas las que no 

estén permitidas.  

 

 

 

Decreto 2372 

del 2010. 

 

Áreas de 

recreación   

Regional  Corporaciones 

Autónomas 

Regionales, a 

través de su 

Consejo Directivo   

Actividades de 

restauración, usos 

sostenibles, 

conocimiento, 

recreación, deporte y 

disfrute.  

Ninguna Actividades que no 

tengan como 

objetivo la 

investigación. 

Educación o el 

deporte. 

 

De acuerdo a la 

zonificación que se 

realice. 

Decreto ley 

2811 del 1974. 

 

 

Decreto 2372 

del 2010. 

 

Reservas 

Naturales de la 

Sociedad Civil  

Privadas  Corresponde a la 

iniciativa del 

propietario del 

predio 

Actividades de usos 

sostenibles, 

conservación y 

preservación 

regeneración y 

restauración de los 

ecosistemas, la 

protección el control, 

la revegetalización o 

enriquecimientos con 

especies nativas   

 

Actividades de 

recuperación de 

población de fauna 

nativa. 

El aprovechamiento 

Ninguna  Usos 

insostenibles: 

 

Incumplir las 

normas sobre 

protección, 

conservación 

ambiental y 

manejo de los 

recursos 

naturales. 

 

Actividades que 

generen riesgo 

potencial o 

impactos 

negativos al 

Decreto ley 

2811 del 1974. 

 

 

Decreto 2372 

del 2010. 

 



 

 

 

 

o maderero 

doméstico y el 

aprovechamiento 

sostenibles de 

recursos no 

maderables. 

 

Educación ambiental, 

recreación, 

ecoturismo, 

investigación básica 

y aplicada.  

 

Formación y 

capacitación técnica, 

profesional 

ecosistema 

natural. 

 

Y todas las que no 

estén permitidas  

 

Fuente: Código 0357 Declaración de reserva, alinderación y creación de área del Sistema de Parques Nacionales Naturales”, creado por 

Resolución 6992 del 9 de septiembre de 2009.



 

 

2.2.2 Tensión Minería y Riesgo     
 

Se identifica en la zona un cruce entre áreas en riesgo y 

amenaza con la presencia de actividades mineras y la 

identificación de suelos de protección sobre la misma zona.  

 

De esta manera se genera un conflicto ante el desconocimiento 

de áreas naturales estratégicas y de conservación ambiental, 

estimación de condiciones de riesgo para el desarrollo de la 

extracción, y finalmente pone en riesgo la vida de las personas 

y las familias que se instalan alrededor de la zona de impacto. 

 

En los municipios de Santa Fe de Antioquia, Giraldo, Liborina y 

de manera especial Buriticá se ha evidenciado el desarrollo de 

la actividad minera en sus territorios.  

 

En el municipio de Buriticá desde el año 2012 se ha 

presentado la llegada de mineros informales, llamados 

inicialmente por la posibilidad que el territorio ha evidenciado 

para la explotación del Oro y por la llegada de empresas 

transnacionales como la minera Continental Gold, quien 

genera en la presentación del proyecto Buriticá 

caracterizaciones positivas y llamativas respecto a la 

oportunidad de extracción por la riqueza del metal en este 

territorio.  

 

La zona donde se evidencia este proceso se encuentra una 

localizada en el sector San Román, vereda Los Asientos, una 

zona que presentó en el 2013 un incidente que obligó a las 

diferentes autoridades a activar los mecanismos de 

emergencia y realizar una atención integral en la zona. Lo que 

presentaron los diferentes medios de comunicación fue el 

movimiento de tierra que el 18 de octubre del 2013 se 

evidenció sobre esta zona producto de las excavaciones por 

minería informal con túneles artesanales y explosivos con  

condiciones regulares de uso.  

 

"Es una zona de alta pendiente, afectada por una falla 

geológica y alta sismicidad". 

 

Además, hay captación ilegal de agua de 52 afluentes con un 

mal manejo del recurso, que se irriga sobre la misma montaña 

Evacuarán zonas 

mineras informales de 

Buriticá 

El Colombiano 

 

A la fiebre del oro en Buriticá 

la Gobernación le pondrá 

remedio con el cierre 

definitivo de varias minas 

informales, tras la 

declaratoria de alto riesgo de 

la montaña sobre la que se 

han construido los 

socavones. 

 

Así lo informó a este diario 

César Hernández, director del 

Dapard, quien dio los detalles 

de un estudio que esta 

semana adelantaron 

ingenieros civiles y geólogos 

de la entidad en la misma 

zona donde el pasado viernes 

colapsó un gavión que dejó 

tres heridos. 

 

Hernández precisó que se 

visitaron las veredas Alto San 

Antonio, Los Asientos, los 

sectores San Román y La 

Planta y la vereda Murrapal 

(corregimiento Los Naranjos). 

Las conclusiones causaron 

alarma: hay que cerrar esas 

zonas de explotación minera 

por riesgo inminente de 

deslizamiento con la 

posibilidad de que se desate 

un desastre natural y humano 

de incalculables 

proporciones, pues son cerca 

de 5.000 personas las que 

habitan el lugar. 

 

http://www.elcolombiano.com/ev

acuaran_zonas_mineras_inform

ales_de_buritica-LYEC_266793 

 

 

 



 

 

 

 

generando sobresaturación, y cantidad de socavones, prácticamente uno cada 300 

metros, lo que hace que la montaña tenga la consistencia de un merengue: su firmeza es 

casi nula. 

 

El panorama no dejó más opción que declarar el alto riesgo, lo que implica el desalojo de 

la zona, "pues por encima de cualquier actividad económica que allí se desarrolle, 

debemos preservar la vida"43 

 

Como producto del deslizamiento se reportó la desaparición inicialmente de 20 personas, 

posteriormente se verificó que podían ser cuatro personas y a la fecha se tiene 

incertidumbre en el tema, pues las versiones de las personas que se encontraban en el 

sitio de los acontecimientos son de diferente índole, situación que tratarán los cuerpos de 

socorro en los días subsiguientes. 

 

 

Ilustración 20 Deslizamiento en la vereda los Asientos - Buriticá 

 
Fuente: El Mundo 

 

 

Sin embargo, son muchas otras razones la presencia de riesgo en estos territorios, 

acompañando el desarrollo del foro “Proyecto Patrimonio Ambiental y Minería en el 

Municipio de Buriticá” convocado por Corantioquia y realizado a finales del mes de 

noviembre del 2013, cuando la mayoría de los desalojos se habían efectuado y los 

                                                 
43 http://www.elcolombiano.com/evacuaran_zonas_mineras_informales_de_buritica-LYEC_266793  

http://www.elcolombiano.com/evacuaran_zonas_mineras_informales_de_buritica-LYEC_266793


 

mineros habían evacuado la zona, se identificó no solo por parte de la institucionalidad 

sino también de la comunidad otros aspectos críticos al paso de la minería en la zona, 

entre ellos:  condiciones de seguridad (la continuidad de deslizamientos ya que los 

suelos están desestabilizados por el uso de explosivos para la extracción del oro, sumado 

a la ola invernal); sociales y de hacinamiento (incremento de estudiantes en las escuelas, 

llegada de 1.300 mineros del nordeste más los mineros de la misma zona del occidente, 

para un total de 3.000 personas en la zona, incremento del 90% respecto al año anterior 

de la atención de los hospitales), salubridad (,aumento en las enfermedades de 

transmisión sexual con la identificación de 4 pacientes con VIH presuntivo positivo) 

control y administración territorial ( aumento de accidentalidad sobre la vía, problemas de 

riñas y conflictos en las comunidades, desconocimiento de la presencia de la alcaldía y 

entidades municipales); económico (cambio en la vocación agropecuaria y migración de 

productores a otras zonas); ambientales (afectación y contaminación de las quebradas, 

disminución del recurso hídrico y desabastecimiento en veredas).  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Ilustración 21 Mapa minería y amenazas 

 
Fuente: Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia- Corantioquia- 2015 

 



 

2.2.3. Tensión en el recurso hídrico  
 

El uso y administración del recurso hídrico en las zonas con presencia de actividades no 

solo mineras sino también agrícolas, hidroeléctricas y ganaderas generarán 

indiscutiblemente en todas las dimensiones conflictos por el uso, acceso y posibles 

contaminaciones que se generan fruto de las actividades antes mencionadas.  

 

 

Ilustración 22 Mapa recurso hídrico y minería 

 
Fuente: Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia- Corantioquia- 2015 

 



 

 

 

 

Este conflicto no solo se evidencia al nivel de los gremios o asociaciones que se valen de 

estas actividades, la comunidad se siente igualmente afectada ante la presencia de agua 

contaminada para el consumo de las familias, esta situación se identifica en los 

municipios de El Bagre, Buriticá y Támesis, y a quienes incluso han identificado la 

disminución y no disponibilidad del recurso agua para los habitantes, debido en su 

mayoría al incremento de la minería y la ubicación de cambuches y campamentos que 

disponen igualmente de este recurso.  

 

En un informe presentado por la Autoridad Ambiental ( Corantioquia) ante el Consejo 

Municipal de Buriticá se identificó, frente al recurso hídrico, afectaciones por parte de 

mineros informales “arrastre y sedimentaciones de las fuentes hídricas, ocupación de 

causes y modificación de lechos de las fuentes hídricas de la zona que genera procesos 

erosivos, perdida de hábitat naturales y contaminación del recurso hídrico, captaciones o 

tomas de aguas no concesionadas por la autoridad ambiental disminuyendo 

considerablemente los caudales mínimos de escasez de fuentes hídricas, contaminación 

por procesos de cianuración y establecimiento de campamentos cerca de las fuentes 

hídricas” 

 

La importancia y necesidad de regular la toma y niveles de agua para todas las 

actividades en el territorio depende de factores como, el conocimiento amplio de la 

disponibilidad del recurso para todos los habitantes y grupos de la zona, la legalización de 

los intervinientes con la autoridad ambiental y el desarrollo de mecanismos y 

procedimientos para el uso, acceso y administración del mismo.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

2.2.4 Tensiones Administrativas y de gobernabilidad del territorio 
 

Los conflictos alrededor de la minería pueden ser vistos desde dos perspectivas 

complementarias: a) como síntomas de la coexistencia de intereses enfrentados y la falta 

de capacidad del Estado para regular y arbitrar; y b) como generadores ellos mismos de 

problemas adicionales. Los conflictos entre empresas mineras y comunidades locales 

han sido ampliamente estudiados (Pascó- Font et al. 2001; Cooperación 2006; Revesz y 

Díez 2006; Bebbington 2007).  

 

Siendo así, estas tensiones administrativas se identifican al ser:  

 

a. Por competencias: Las diferentes autoridades con injerencia en los territorios 

(ambientales, municipales, regionales y nacionales), difieren entre la forma de 

atender la zona, proyectar las actividades y ejecutar acciones en función de la 

toma unificada de decisiones. Cada uno de los actores en los diferentes niveles 

reclama sobre la toma de decisiones en sus territorios, en especial los locales y 

regionales quienes serían los directamente implicados y afectados ante las 

diferentes particularidades de las zonas y quienes deben enfrentar el descontento 

de los ciudadanos afectados.  

 

b. Por articulación: desde el 2011 el Ministerio de Minas y Energías de Colombia 

decidió ante las inconsistencias y afectaciones generadas por las licencias 

mineras sobre los ecosistemas estratégicos en el territorio, realizar la suspensión 

del otorgamiento de concesiones mineras para ser analizados en detalle sobre las 

zonas entregadas, actualizar el catastro y revisar las poblaciones y actividades 

que se afectan ante el desarrollo de esta nueva actividad extractivista. 

 

c. Por recursos: igualmente la administración de los recursos y las exigencias del 

nivel nacional a lo local desborda la capacidad de las administraciones ante la 

urgencia de atender las necesidades e incertidumbres de las comunidades.  

 

d. Por seguridad: con la presencia de actores ilegales que hacen presencia en los 

territorios mineros para lucrase y lograr un sustento de esta actividad, se 

desdibuja la presencia de la institucionalidad que entra a mediar y eliminar 

situaciones de desplazamientos forzados, control de territorios y extorciones por 

parte de los grupos al margen de la Ley, quienes con el paso del tiempo refuerzan 

su presencia en el territorio y en regular y administrar las redes de extracción y 

comercialización de la minería formal e informal.  

 

 

 

 



 

 

 

 

Ilustración 23 Mesa Ambiental de Buriticá 

 

Fuente: Propia 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

2.2.5 Tensión Social 
 

Es visible que en cada una de las tensiones mencionadas anteriormente se evidencia 

participación de la comunidad frente a las decisiones y directrices que políticamente se 

toman sobre el uso y administración de los recursos naturales para el desarrollo de 

actividades productivas y extractivas. Fruto de esto se evidencian las diferentes 

manifestaciones sociales, individuales y grupales que buscan en el marco de 

negociaciones cortoplacistas soluciones a las necesidades económicas y sociales de 

estas comunidades o gremios.  

 

Se identifican tensiones  

 

a. Artesanal, ilegal, informal, criminal: las tensiones que se generan alrededor de 

definir quien ocupa que clasificación y quien define quien es que, se convierte en 

una de las inquietudes que más genera discusiones alrededor del tema y por el 

cual no se ha podido tener reglamentada ( incluido el Decreto 2235 del 2012) 

 

b. Alternativas productivas: que logren capturar la atención de los grandes grupos o 

individuos que vean en otras formas de producción la posibilidad de lograr 

ingresos económicos  

 

c. Alternativas para una minería responsable: que incluiría la incorporación de 

tecnologías limpias y acciones de capacitación, formación y acompañamiento 

constante para lograr mitigar los impactos negativos de contaminación ambiental 

 

d. Las consultas a las comunidades: quienes esperan ser consultadas cuando se 

presenten grandes proyectos que cambian las condiciones de los territorios 

donde habitan, en especial las comunidades Afrodescendientes e Indígenas.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 3. Capítulo 3: Formas de Participación: 

Dimensiones y efectos en el Ordenamiento 

del Territorio 
 

3.1 Acciones ilegales y violentas que buscan tener 
influencia sobre el gobierno. 
 

Ilegalidad y violencia, dos temas con contenidos diferentes pero completamente 

interrelacionados para marcar la historia política, social, cultural y económica del 

Departamento de Antioquia. La relación entre actividades y grupos ilegales y el 

desarrollo de actividades extractivas con recursos naturales se ha evidenciado en los 

últimos años, en especial, cuando identificamos la coincidencia de zonas potenciales 

para la minería como el Bajo Cauca antioqueño y el desarrollo de confrontaciones 

armadas, aumentos en las tasas de mortalidad, desplazamientos poblacionales, 

conflictos armados, extorciones, secuestros e intimidación que presentan intereses de 

dominio y control sobre los territorios que entran en disputa.  

 

Como forma de participación y respecto a la discusión conceptual que autores como 

Verba y Nie y Barnes, Kaase realizan sobre si es o no una forma de participación, se 

pueden entrar a consideración de esta discusión en la medida que se identifiquen 

acciones que condicionen los procesos de ordenamiento del territorio y el nivel de 

interacción respecto a los demás actores del territorio donde se encuentra.  

 

Para el caso de estudio podemos identificar inicialmente algunos criterios donde se han 

conjugado la presencia de acciones ilegales y de violencia con criterios de ordenamiento 

del territorio: la relación entre las comunidades, el Estado y  grandes inversionistas 

(principalmente en la minería y proyectos hidroeléctricos), el desarrollo de cultivos ilícitos 

(actualmente en menor medida debido a los inicios de llegada de la presencia de la 

institucionalidad y el auge en el desarrollo de actividades extractivas como la minería 

como cambio de fuente de financiamiento), el conflicto entre las comunidades locales 

tradicionales y la titulación de sus predios por empresarios, la necesidad de consulta de 

las comunidades sobre el desarrollo de proyectos que impactan las condiciones 

económicas, sociales, naturales y culturales sobre sus territorios, la necesidad de 

establecer en los Planes de Ordenamiento Territorial y las reglas de juego con sustento 

técnico sobre los usos del suelo, las compensaciones de las empresas sobre las 

comunidades impactadas, la participación de mineros informales y/o ilegales alrededor 

de grandes proyectos mineros o en zonas alejadas de los cascos urbanos. 

 



 

Actualmente, el Gobierno Nacional se encuentra adelantando un proceso de negociación 

con representantes de grupos armados (FARC), a quienes el Gobierno Nacional les 

reconoce un estatus político en la medida que se reconoce la presencia de conflicto 

interno y donde, para el Derecho Internacional, implica que se accedan a beneficios de 

carácter políticos y jurídicos para entrar en el marco de la negociación a intervenir en la 

posible toma de decisiones sobre el territorio.   

 

Entre los puntos que se ponen sobre la mesa se encuentran: 

 

Primer punto: Desarrollo Rural - Significa dar mayor acceso a la tierra, llevar 

infraestructura a las regiones más apartadas, hacer que la prosperidad y los servicios del 

Estado lleguen a todos los habitantes del campo. Es repartir las oportunidades de 

manera más equitativa por todo el territorio. 

 

Segundo punto: Oposición política y participación ciudadana - No sólo en la norma, sino 

en la realidad. Es decir, que quienes disientan y protesten lo hagan sin temor, y que se 

rompa para siempre el lazo entre política y armas. 

 

Tercer punto: El fin mismo del conflicto armado - Esto incluye la dejación de las armas y 

la reintegración de las Farc a la vida civil, junto con todas las medidas del Gobierno para 

dar garantías al proceso de terminación. 

 

Cuarto punto: El narcotráfico - Se busca que el proceso contribuya a combatir con más 

efectividad el negocio ilícito. 

 

Quinto punto: Los derechos de las víctimas - Emprender un ejercicio de esclarecimiento 

de la verdad porque no sólo las víctimas, sino todos los colombianos, tenemos derecho a 

saber qué pasó y quiénes fueron los responsables44. 

                                                 
44 Los 5 puntos que abordarán Gobierno y Farc  

http://www.elcolombiano.com/los_5_puntos_que_abordaran_gobierno_y_farc-AFEC_205317  

http://www.elcolombiano.com/los_5_puntos_que_abordaran_gobierno_y_farc-AFEC_205317


 

 

 

 

Ilustración 24 Focos y continuidad geográfica de la confrontación armada en Colombia enero- junio 

2011 

 
Fuente: Programa Presidencia para los DDHH y DIH. Vicepresidencia de la República (2011) 

 

 

 



 

La región de Bajo Cauca antiqueño presenta, en el caso de Antioquia, ser una de las 

regiones con mayores niveles de conflicto sobre los territorios desde su fundación 

durante el siglo XVI, desde ese entonces se identificó en sus aspectos culturales y 

económicos su vocación minera, principalmente en la configuración de centros poblados 

alrededor de esta actividad. A diferencia de otras subregiones, es quizá en esta 

subregión donde el tema de la minería avanzó sin mayor regulación estatal, debido al 

histórico de la actividad extractiva: grandes empresas mineras, procesos extractivos de 

muchos años, con incorporación de tecnologías y herramientas  artesanales para el 

desarrollo de la actividad y más recientemente con participación de la institucionalidad en 

la incorporación de tecnologías que permitan intervenciones que logren mitigar el 

impacto de la contaminación en el recurso hídrico-natural y avances en procesos de 

formalización y legalización, finalmente se evidencian  acciones de recuperación de 

territorios posteriores a intervenciones de minería sin regulación.  

 

Ambas actividades funcionan a la par (negocios ilícitos y minería), para la opinión pública 

en general, la permanencia en el tiempo de grupos ilegales en estos territorios se 

sostiene en la medida que obtienen apoyo económico del cultivo, procesamiento y 

transporte de drogas, actos de corrupción, actos de violencia y de manera más reciente 

incorporada, en los beneficios de actividades económicas fuertes como la extracción del 

Oro que venían ejerciendo las grandes empresas y los pequeños mineros, y que eran de 

su provecho con acciones de extorsión y empleo de la violencia.  

 

Estos actores ilegales tienen entre sus necesidades consolidar tres aspectos importantes 

sobre este territorio. Uno, consolidarse estratégicamente en la zona, dada la lucha 

constante que debe tener para contenerla frente a otros actores igualmente ilegales y la 

entrada de la institucionalidad. Dos, lograr un acceso seguro y constante sobre las vías 

principales del país para lograr transportar los productos y tres, lograr ingresos a través 

de actividades económicas de resultados generosos para sostener su estructura.  

 

Para esta región del Bajo Cauca la historia cambia a raíz de los movimientos  

económicos y las posibilidades de extracción que expulsa a los pobladores nativos para 

buscar otros espacios que permita el ejercicio de habitabilidad y sustento económico y 

con ello el aumento de la presencia de grupos insurgentes que concentra la fuente de 

sustento de las actividades ilegales. Para las comunidades que se mantienen en estos 

territorios viven y se sostienen en su mayoría a partir de la actividad minera, sobre tierras 

que en su mayoría no son legalizadas y bajo el ejercicio de la actividad extractiva muy 

artesanal, principalmente a lo largo de ríos y quebradas y que generan impactos 

considerables sobre el ambiente natural del territorio debido al masivo e improvisado 

ejercicio de la extracción minera.  

 

De manera paralela el desarrollo de la actividad minera ha encontrado la posibilidad de 

continuar perfilándose y tomar protagonismo en la agenda económica de Colombia, no 

solo por el aumento que ha tenido durante los últimos años. Según estudios de 



 

 

 

 

empresas financieras e inversionistas como US Global Investorso o BullionVault, quienes 

mencionan que desde 1971 a hoy la evolución del oro en la bolsa financiera ha pasado 

de estar a 35 dólares la onza a unos 1.500 dólares en el 2013, además de prever 

algunos especialistas que siguen convencidos de que este activo va a seguir 

evolucionando en aumento en el futuro. 

 

Estos aumentos en los precios del metal continuarán siendo impulsados por la 

especulación financiera internacional, sumados además con las características de los 

territorios ricos en minerales y recursos naturales que ayudan al desarrollo de esta 

actividad, la apertura institucional para atraer empresas transnacionales y una débil y 

confusa normatividad que deja en duda muchos de los procedimientos institucionales 

para lograr controlar y administrar el territorio, han avivado el interés de las compañías 

multinacionales y nacionales y otros sectores de la sociedad para extraer este elemento 

en el menor tiempo posible, sin regulación sobre las afectaciones de los territorios, el 

ambiente y la posibilidad de implementar tecnologías y procedimiento que mitigue el 

impacto de esta actividad en el territorio. 

 

Ilustración 25 Inversión extranjera por sector 

 
 

Fuente: Banco de la República 

 

Según datos del Banco de la República, de los 15.612 millones de inversión directa en el 

país, el 49% representado en 7.652 millones de dólares es destinado al sector de 

petróleo, minas y canteras. 

 

Igualmente la participación de los actores ilegales en el acceso al mercado del oro es 

posible en la medida que, el bajo control económico y normativo permite que a través de 

terceros estos grupos puedan acceder a la venta del producto, sin el deber de realizar 

controles, acciones de compensación, solicitudes de explotación del mineral o 

cumplimientos normativos en general. De allí la estrecha relación con los mineros 

artesanales o informales quienes sirven como intermediarios para la transacción 

económica del mineral.  



 

3.1.1 Grado de influencia que se ejerce a través de la 

actividad: 

 

El grado de influencia de los actores ilegales en la toma directa de decisiones o 

incidencia de las acciones en el territorio se encuentra medida en las acciones antes 

mencionadas como lo son: consolidarse en el territorio, accesibilidad y un alto grado de 

tránsito al interior de la zona de impacto y sobre la región en general y lograr actividades 

económicas que les permita sostenerse. En este sentido su grado de influencia se puede 

ver materializado en la medida que logre el control de las actividades económicas, 

políticas y sociales en los territorios, esto es, formas de habitar, tipo y forma de 

producción económica a realizar, tránsito en los territorios, acceso y gobernabilidad 

institucional.   

 

Tomando como insumos el Programa Presidencial para los Derechos Humanos y 

estudios realizados por el Observatorio Departamental de Desplazamiento por la 

Violencia en el 2009, las regiones de Antioquia con la presencia de focos críticos por la 

violencia se han concentrado en su orden en Urabá (961 personas desplazadas), Bajo 

Cauca ( 439 ), Oriente (257), y Norte (172) Antioqueño, donde se ha presentado la 

participación de grupos armados ilegales que han tenido históricamente el interés por 

controlar territorios a costa de alterar la integridad y seguridad de la población. En este 

sentido, la subregión del Bajo Cauca siendo una de las más afectadas por la violencia y 

con mayor producción de oro en el territorio antioqueño se convierte en uno de los 

puntos donde las acciones de tomas de decisiones en el ordenamiento del territorio se 

ven condicionadas a estos contextos del territorio.  

 

Conocer el grado de influencia de las actividades violentas e ilegales es una tarea difícil, 

aunado además a la necesidad de realizar un análisis objetivo sin estigmatizar de 

entrada el desarrollo de la minería a pequeña, mediana o gran escala. Sin embargo, 

existen varios ítems que vale la pena considerar para poder definir como pueden 

influenciar las acciones ilegales y violentas para la toma de decisiones sobre el 

ordenamiento del territorio, muchas de ellas medidas la definición de los usos y 

aprovechamientos de los suelos y las actividades económicas, en la incidencia en las 

dinámicas poblacionales, la presencia de la institucionalidad y la toma de decisiones.  

 

Alguno de los elementos que determina el grado de influencia de los actores ilegales en 

el desarrollo de la actividad minera y sus impactos en el ordenamiento del territorio se 

evalúa sobre la toma de decisiones del gobierno y el establecimiento de prioridades de 

intervención sobre las diferentes zonas. Una de ellas se ve medida en la necesidad de 

implementar acciones de presencia institucional en términos de seguridad, lucha contra 

la ilegalidad y la informalidad.  

Su influencia en positivo radica en la proyección institucional de atender las zonas de 

conflicto y con presencia de actividades extractivas que deban surtirse de ejercicios de 

legalidad y formalidad. En este sentido diferentes actores e institucionalidades han 



 

 

 

 

aunado esfuerzos por emprender acciones con las comunidades en zonas de influencia 

minera que realizan actividades extractivas en términos de acciones de capacitación, 

formalización, fomento de buenas prácticas, identificación de actividades productivas 

alternativas y fortalecimiento comunitario para la construcción colectiva de los territorios.  

 

Esta experiencia se viene desarrollando en el municipio de El Bagre conocida como 

“Agenda de San Lucas”, una iniciativa donde han estado participando entidades como 

Gobernación de Antioquia, la OIMT, el municipio de El Bagre, Corantioquia, Jardín 

Botánico de Medellín, USAID, entre otras entidades que tienen proyectado trabajar en 

estas zonas de conflicto y afectaciones ambientales.   

 

Entre los elementos de contexto para esta zona se identifica: Territorial “Es un territorio 

campesino y étnico, predominan los baldíos ocupados por familias campesinas y 

comunidades étnicas, está prohibida la formalización de la propiedad a las familias 

campesinas ocupantes, lo que no excluye la explotación de recursos en esta área, su 

población es afectada por el conflicto y el desplazamiento forzado y existe poca 

información sobre la zona, con grandes áreas sin información catastral” y ambiental 

“Bosques húmedos tropicales con alta biodiversidad y con la presencia de especies 

endémicas y amenazadas, corresponde a la segunda región con la mayor tasa de 

deforestación en el país , permanente apertura de tierras para potrerización y su sinergia 

con las vías, como una de las principales causas de la pérdida de bosques naturales, y 

también inciden en la pérdida del bosque la minería ilegal, la extracción de madera y la 

agricultura”45  

Ilustración 26 Ubicación Geográfica Serranía de San Lucas 

 
Fuente: Corantioquia Ordenación Forestal de la Serranía San Lucas Por los bosques y la gente 

                                                 
45 Presentación “Ordenación Forestal de la Serranía San Lucas Por los bosques y la gente” Corantioquia 

2015 proyecto Preparémonos para la Paz 



 

Como resultado de este proyecto se ha logrado recuperar la confianza de las 

comunidades que durante tantos años han sido víctimas del conflicto y han generado 

prácticas que afectan la calidad de los ecosistemas estratégicos en su territorio.  

 

Entre los resultados esperados se conoció la implementación de actividades productivas 

como el establecimiento de sistemas apícolas y agroforestales impactando a un número 

importante de familias de la zona con quienes se implementaron actividades de 

formación y capacitación en la cultura forestal, igualmente se realizaron acciones de 

catastro multipropósito donde las familias identifican sus territorios, los usos, las 

restricciones y las potencialidades que les permitirá identificar cuáles son las acciones e 

intervenciones que allí se pueden realizar, se emprendieron acciones de  impulso al 

proceso de reparación colectiva de las víctimas del conflicto como determinante y 

enfoque de ordenación forestal y el fortalecimiento de un colectivo de comunicaciones 

que tiene entre sus objetivos evidenciar los resultados de los procesos, motivar a la 

comunidad y acompañar los procesos de apropiación y promoción de la autonomía de 

las comunidades 

 

 

 

Ilustración 27 Ejercicios de Lectura del Territorio en la Serranía de San Lucas 

 

 
Fuente: Proyecto Gobernanza Forestal Corantioquia 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Ilustración 28 Avances identificación de predios en la Serranía de San Lucas 

 

       
Fuente: Proyecto Gobernanza Forestal Corantioquia 

 

Este ejercicio es quizá uno de los efectos positivos ante la presencia y grado de 

influencia de los actores insurgentes, sin embargo es un ejercicio en una pequeña parte 

del territorio y que a partir de la presencia de actores ilegales y actividades informales 

surgen como acciones que a partir de la experiencia y el trabajo con las comunidades 

pueda continuar replegándose sobre el territorio como una estrategia de trabajo 

institucional (en los niveles locales, regionales e internacionales) y comunitarios para 

lograr resultados positivos sobre los territorios.  

 

Sin embargo existen otros grados de influencia que de manera negativa han 

permanecido a lo lago de los años donde han dominado principalmente los actores 

ilegales, allí se establecen dinámicas y condiciones que tanto empresas mineras 

legalizadas como comunidad en general  acuerden con los actores ilegales o 

resignadamente definan que debe ser así, la presencia de extorsiones, el cobro de 

“vacunas” a mineros formales como informales, se convierten en las medidas que estos 

grupos ilegales toman para estacionarse en los municipios y asegurar ante su 

predominio de la zona su sustento, teniendo en cuenta que, para asegurar su dominio y 

control con los habitantes asuma incluso funciones y garantías que el Estado no tiene en 



 

estos municipios.  

 

Estos son los conocidos mineros informales o artesanales, quienes bajo el amparo de lo 

construido por los grupos ilegales continúan desarrollando una actividad bastante 

rentable, sin controles importantes como: control sobre el uso de los recursos naturales 

más aún sin licencias ambientales que permitan hacer control y seguimiento, evasión del 

pago de impuestos y cargas tributarias, desconocimiento de áreas naturales estrategias 

y de conservación ambiental, estimación de condiciones de riesgo para el desarrollo de 

la extracción, y finalmente pone en riesgo por las prácticas artesanales la vida de las 

personas y las familias que se instalan alrededor de la zona de impacto. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

3.1.2 Amplitud del resultado a obtener, según se produzca un 

beneficio colectivo o particular;  

 

La amplitud del resultado se ha evidenciado a lo largo de los años con la presencia de los 

grupos ilegales en varias subregiones de Antioquia, donde han logrado una 

consolidación importante, máxime aun cuando se podría decir, que ante la presencia de 

empresas legalizadas para el ejercicio de la minería las condiciones de violencia e 

informalidad sobre un territorio podría verse disminuida o con menor presencia en estos 

territorios, se identifica el efecto completamente contrario, se continúan presentando 

cifras que indican que la presencia de los actores ilegales es aún más fuerte que la 

presencia de la institucionalidad, las acciones de legalización y formalización, “el solo 

hecho de que una empresa multinacional extractiva anuncie su intención de proceder a 

explorar una zona determinada, puede atraer o reforzar la presencia en esas zonas de 

actores armados ilegales en búsqueda de recursos financieros adicionales”46 

 

Igualmente se evidencia que la amplitud del impacto se encuentra en la medida que se 

refuerza la presencia y el orden que establecen los actores ilegales quienes esperan 

generar las acciones necesarias para lograr un beneficio particular del grupo insurgente 

a través del establecimiento de redes y acuerdos entre los diferentes actores, lo cual 

genera una relación de tranquilidad y estabilidad entre todos los involucrados. Algunas 

de ellas con relaciones de comercialización alrededor de la actividad minera y donde 

involucra no solo a la empresa y los actores ilegales, involucra también a la comunidad, 

donde los actores ilegales se encargan de definir quiénes son esas personas de la 

comunidad que podrán tener acceso y de manera ilegal a los “desechos” o restos que se 

convierten en lodos que las empresas mineras legalizadas terminan de procesar para 

extraer el oro.  

 

Los grados de conflictos sobre estos territorios de identifican principalmente entre las 

acciones de la institucionalidad y los actores ilegales 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
46 Ver Massé, Frédéric. “Actores Armados Ilegales y Sector Extractivo en Colombia”, 2012. p. 6. 

Documento electrónico   



 

 

 

Ilustración 29 Zonas de constantes combates entre fuerzas oficiales y guerrilla 

 
Fuente: Centro de Recursos para el Análisis de Conflictos (CERAC) 2012- 2013 

 

Varios son los actores que entran a participar en este capítulo, los principales se 

identifican en este mapa construido por el CERAC (Centro de Recursos para el Análisis 

del Conflicto), donde se registran en este caso los lugares del país donde más se 

registran eventos de combates, especialmente de la fuerza pública contra grupos 

guerrilleros. Es así como en las Subregiones del Bajo Cauca, Urabá, Suroeste y 

Magdalena Medio se identifican estos puntos rojos de combates y con ello determinan 

las actividades en el ordenamiento del territorio. Se identifica entonces de manera 

especial en el municipio de El Bagre como se han generado asentamiento de los grupos 

armados en el territorio quienes históricamente se han relacionado con el crecimiento y 

explotación de los cultivos ilícitos. Sumado a esto no solo los grupos ilegales sino 

también los campesinos se vieron sumidos al desarrollo de estas actividades impulsadas 

también por la caída y desestimulo de la producción agrícola. 

 

http://www.kienyke.com/wp-content/uploads/2013/07/Mapa-conflicto-03.jpg


 

 

 

 

La presencia de la minería y en menor medida en la actualidad de cultivos ilícitos se 

presente para esta zona de Antioquia hace que la disputa territorial por estas actividades 

determinen situaciones territoriales como desplazamientos, hostigamientos a 

poblaciones y daños en infraestructuras y viviendas de los habitantes. Puntos además 

donde se concentra el desarrollo de la minería extractiva junto con la consolidación de 

grandes empresas en el ejercicio de la actividad. 

 

 

Ilustración 30 Población desplazada (municipio expulsor) individual y masivamente por género para 

1997 y 2010 

 
Fuente: Min trabajo, Perfil de El Bagre 

 

 

La masiva expulsión de pobladores ha hecho que en gran parte se modifiquen los usos 

del suelo, como lo mencionábamos en un capitulo anterior y de esta manera las 

condiciones productivas del territorio continúen viéndose avocadas a la actividad minera 

y de cultivos ilícitos. Sin embargo, con el paso del tiempo las condiciones de atención de 

la minería son modificadas, la mayoría de los pobladores de estas ciudades nacen y se 

consolidan como mineros, fuera de los grupos al margen de la Ley, se vuelve común que 

docentes, comerciantes y hasta funcionarios públicos sean paralelamente mineros y las 

condiciones de desplazamiento y rechazo de la actividad minera cambie hacia su 

defensa y respaldo.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

3.2 Acciones conservadores o “dentro del 

sistema”, este es, que buscan cambios en 

las decisiones gubernamentales y no 

cambios en la forma de gobierno. 

 

Los actores que se identifican en este capítulo responde a 

aquellos sectores que abiertamente entran a controvertir las 

acciones y decisiones gubernamentales, quienes en su mayoría 

de casos reaccionan ante el establecimiento de una nueva 

normatividad, ante la falta de respuestas o pronunciamientos del 

gobierno para apoyar o retractar una necesidad o inquietud, ante 

el inconformismo de una decisión o la falta de visibilidad en el 

entorno social  o ante la insurgencia de situaciones de contexto 

que genera reacciones sobre los habitantes de los territorios 

impactados. Todas estas acciones sin embargo se mantienen 

moderadamente al interior de la forma de gobierno sobre la cual 

se encuentran, generando interrelaciones entre los actores que 

puedan verse igualmente involucrados y buscando tener cierto 

grado de influencia individual o conjunta sobre quien los dirija o 

sobre sus semejantes. 

 

Este es quizá la forma de participación y de gobierno que se 

espera construir y que permitiría en todas sus instancias lograr un 

valioso grado de gobernabilidad en la medida que entran a 

participar diferentes actores, públicos y privados interesados en 

generar interlocuciones. La fuerza de la cual se desprenden estas 

iniciativas de participación sobre la toma de decisiones en el 

territorio en el marco de la normatividad y la actual forma de 

Gobierno tiene gran parte de su génesis en la Constitución de 

1991 y la incorporación del concepto de la función social y 

ecológica de la propiedad. 

 

Como lo habíamos mencionado previamente, la posibilidad de 

materializar este concepto en el territorio nacional parte de que 

“esta concepción ha sido reconsiderada y superada, al 

comprender que la especulación con la tierra no se reduce a su 

retención, de manera que puede hoy afirmarse que la función 

social equivale al conjunto de limitaciones y obligaciones que 

pueden ser impuestas a la propiedad en nombre de los intereses 

colectivos (de urbanizar  construir en los tiempos fijados por el 

Plan de Ordenamiento, de abstenerse de hacerlo, de 

Participación de las 

comunidades, una 

apuesta de la 

función social y 

ecológica de la 

propiedad 

 

 

“Desde el punto de vista 

de sus derechos 

nosotros sabemos de 

qué la gente va a seguir 

actuando de forma 

correcta, ya va a dejar 

esas malas prácticas 

que ha tenido de 

causarle tanto daño a la 

naturaleza y ellos van a 

ser defensores propios 

de lo que hacen y unos 

defensores por ejemplo 

del futuro, de los 

pequeños, de sus niños 

que tienen en la casa. 

 
Entonces es importante 

que las instituciones 

pues sigan en el mismo 

proceso, porque ya lo 

que se vive acá es algo 

totalmente diferente, lo 

que se vive acá es ya es 

unas comunidades más 

empoderadas de su 

proceso, unas 

comunidades  de cara 

al cambio generacional  
 

 



 

 

 

 

conservación, de traslado gratuito a la colectividad de la tierra 

correspondiente a las cesiones obligatorias necesarias para los 

usos de interés común, de imposibilidad de lotear o subdividir sin 

licencia, de transferencia a los municipios de hasta un 50% de los 

incrementos de precio de los terrenos derivados de decisiones 

urbanísticas como el cambio de calificación del suelo)47. 

 

Este concepto lleva indiscutiblemente a repensar la condición del 

territorio, en términos de poder propiciar su aprovechamiento sin 

abuso y que quienes en su calidad de propietarios puedan tener 

beneficios de actividades productivas no se desprendan de su 

condición de compensación y recuperación de beneficios en 

función de la colectividad.  

 

Para las tres subregiones se identifican diversos actores que han 

entrado a participar de estas acciones, entre ellos, mesas 

ambientales, agremiaciones productivas y grupos sociales, 

entidades ambientales, administraciones municipales, Gobierno 

Nacional, comunidad en general.  

 

¿Cuáles pueden ser acciones conservadoras? A pesar de tener 

un concepto fuerte, las movilizaciones y protestas sociales son 

una forma de participación en la medida que no buscan modificar 

la forma de gobierno, sino que buscan lograr incidir en la toma de 

decisiones respecto a una directriz o política que impacta a su 

territorio. De esta manera conocemos acciones conservadoras 

puntuales en el territorio que pueden ser producto de decisiones 

normativas o directrices institucionales que genera efectos locales 

sobre las comunidades impactadas, en este sentido desde las 

acciones normativas y de competencia del Gobierno Nacional se 

han generado efectos locales que logran llamar a la movilización y 

organización de los diferentes sectores.  

 

Uno de los ejemplos que podemos traer se encuentra relacionada 

con la iniciativa del Gobierno Nacional en su puesta en marcha del 

primer Código Minero Nacional que se expidió mediante el 

Decreto–ley 2655 de 1988 y el segundo Código Minero la Ley 685 

de 2001, ambos con múltiples cambios y reacciones donde se han 

generado pronunciamientos de los diferentes sectores sobre las 

medidas de control y seguimiento a la minería, la participación de 

                                                 
47 La propiedad en la constitución colombiana de 1991; Superando la tradición del  

código civil. María Mercedes Maldonado Copello Página 10 de 15 

y que nosotros como 

comunidades vamos 

a seguir exigiendo 

eso de las 

instituciones que nos 

sigan acompañando 

para nosotros 

mantener esos 

procesos, es muy 

bueno y creemos que 

de ahora en adelante 

es mejor porque ya 

tenemos unas 

comunidades mucho 

más conscientes de lo 

que hacen” 

 

 

Entrevista Proyecto 

“Por la Gente de San 

Lucas” 

 

Wilfrido Cogollo 

corregimiento de Puerto 

López, El Bagre Antioquia  

 

 



 

las Autoridades Ambientales con las empresas para realizar control y seguimiento 

verídico de los posibles impactos en el territorio, sobre la inclusión y consulta a las 

comunidades impactadas, la confusión informativa que existía entre las zonas otorgadas 

para explotación minera y las áreas de protección y conservación ambiental.  

 

De esta manera, se hacen presente acciones “conservadoras o dentro del sistema” en la 

medida que, los actores que entran a participar en este apartado esperan por los 

mecanismos regulares y reconocidos en la Ley entrar a incidir en las decisiones que a 

este respecto se toman desde el Gobierno Nacional. El grupo de asociaciones de 

mineros de Colombia publicaron un pliego de peticiones, con una solicitud puntual en 

derogar el Decreto 2235 e incorporar una nueva normativa, en donde precisan 

implementar acciones de diferenciación en cada uno de los sectores y acompañamiento 

en los procesos de legalización, sin embargo se evidencia mínimo interés en generar en 

función de la corresponsabilidad obligaciones en el cumplimiento de la norma, sobre los 

temas propuestos de identifican apuestas por incorporar al ordenamiento jurídico una 

norma que diferencie entre la minería informal y la minería ilegal,  normas que 

caractericen y definan las diferentes tipos de minería que se desarrollan en el país,  

otorgamiento de áreas libres a los mineros tradicionales e informales y la creación en los 

epicentros mineros del país oficinas de atención, asesoría, acompañamiento, 

capacitaciones en los temas técnicos, ambientales y sociales para el pequeño y mediano 

minero. 

Otras de las acciones conservadoras se desprenden de iniciativas ciudadanas que 

buscan más que generar una movilización o protesta masiva, generar acciones 

organizativas que convoquen a los sectores de la comunidad para promover acciones 

sobre los territorios,  “un escenario que sirve a todas las personas que habitan un 

corregimiento o un municipio, para aportar sus esfuerzos y conocimientos e indagar 

acerca de las ventajas y los problemas ambientales de su territorio, con el fin de generar 

una relación de respeto con el ambiente y asegurarse de que las futuras generaciones 

puedan también convivir con él. 

Las mesas ambientales permiten, a las comunidades, crear propuestas conjuntas de 

solución a las problemáticas ambientales del territorio en el que viven y prevenir 

problemas futuros que afecten su calidad de vida.”48 

 

Cada una de ellas tienen diferentes formas de conformación social, allí pueden participar 

grupos juveniles, académicos, representantes de la administración municipal, empresas 

del sector, cafeteros, agricultores, entidades públicas, comunidad en general; podrían 

estar representados cada uno de ellos en las mesas ambientales, como también lo 

estarían solo uno o dos de cada uno de ellos.  

 

                                                 
48http://www.corantioquia.gov.co/index.php?option=com_content&view=article&id=245%3Aparticipaciiud

adana&catid=50%3Asubtemcas&Itemid=263  

http://www.corantioquia.gov.co/index.php?option=com_content&view=article&id=245%3Aparticipaciiudadana&catid=50%3Asubtemcas&Itemid=263
http://www.corantioquia.gov.co/index.php?option=com_content&view=article&id=245%3Aparticipaciiudadana&catid=50%3Asubtemcas&Itemid=263


 

 

 

 

Existen también otras acciones conservadoras o dentro del sistema en los mecanismos 

de participación en el ordenamiento del territorio, los mecanismos de participación 

consagrados en la Constitución Política de 1991 (Referendo, Plebiscito, Consulta Popular, 

Cabildo Abierto, Iniciativa Legislativa, Revocatoria del Mandato, Tutela y la Iniciativa 

Popular), pero para el ordenamiento del territorio, más que estos mecanismos 

establecidos se puede considerar la participación en el proceso de construcción de los 

Planes o Esquemas de Ordenamiento Territorial de los municipios como un espacio que 

exige una construcción abierta y participativa que permita establecer al corto, mediano y 

largo plazo acciones de construcción entre lo permitido, lo restringido y lo potencializable 

dentro del territorio.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

3.2.1 Grado de influencia que se ejerce a través de la actividad: 

 

Identificar los grados de influencia por acciones conservadoras al interior de un sistema 

se miden entre tanto las iniciativas y acciones se concretan en actividades y resultados 

visibles, algunos de ellos desprendidos de la toma de decisiones y directrices del nivel 

nacional y los impactos sobre los territorios locales, y otros por iniciativas propias desde 

las comunidades.  

 

Se conjuga además el desarrollo de temas controversiales entre sí, como lo es el 

cuidado y conservación de las áreas protegidas frente al desarrollo de la actividad minera 

y que por lo general detonan en conflictos sobre el uso del suelo en temas como: la 

afectación de los predios privados para el desarrollo de actividades productivas por 

identificarse al interior de un área protegida, empresas mineras con solicitudes de 

extracción en áreas protegidas,  intereses de las comunidades y gremios económicos 

con actividades productivas diferentes a la minería y que se han visto comprometidas en 

la medida que se desarrolla la actividad extractiva.   

 

Municipios como Titiribí, Támesis, Jericó, Urrao, Ciudad Bolívar y Jardín han generado 

posiciones fuertes y acciones contundentes para bloquear la llegada de minería en 

cualquiera de sus manifestaciones, estas acciones se evidencia el surgimiento de redes 

de pertenencia, identidad y defensa del territorio frente a acciones que perciben se 

generan como producto de la globalización y la llegada de empresas o particulares 

extranjeros con marcados intereses de logra productos que mejoren las condiciones 

financieras y económicas. Es así como los conflictos y estas comunidades emergentes 

toman un importante papel en acciones de movilización social y de crítica frente a las 

implicaciones de actividades externas que normativa re institucionalmente tienen la 

apertura de asentarse sobre los territorios.  

 

En el municipio de Támesis, a través del Acuerdo 008 de 2012 (“por medio del cual se 

crea la protección especial del territorio en Támesis y se prohíben algunas prácticas”), se 

blindó por completo el desarrollo de actividades mineras en el municipio, para esta 

misma fecha se da inicio a acciones como el Foro Minero del suroeste antioqueño donde 

se agrupan los municipios y sectores de la comunidad para reafirmar su posición con el 

argumento de proteger los recursos naturales y la autonomía de los territorios frente a la 

actividad minera.  

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

Ilustración 31 Foro Minero en el suroeste antioqueño, Andes- Antioquia 2012 

 
Fuente: propia 

 

A pesar de esto, “en Támesis hay solicitudes de exploración sobre el 85% de su territorio 

y desde hace un año la empresa Solvista S.A. realiza trabajos de exploración gracias a 

un título minero entregado por el Ministerio de Minas y la Secretaría de Minas del 

departamento de Antioquia. 

“El problema es que la comunidad de Támesis no quiere minería y en una presentación 

que hizo Solvista en el Concejo Municipal exponiendo su proyecto, el pueblo protestó e 

hizo marchas oponiéndose a la minería, incluso el Concejo de Támesis, por unanimidad 

ratificó que no quiere la minería pues es en esta zona donde nacen todas las aguas del 

Suroeste antioqueño”, comentó Juan Martín Vásquez Hincapié, alcalde de Támesis, 

quien además agregó que los alcaldes no tienen nada que hacer frente a la minería legal, 

“pues los permisos para la minería los otorga, en el caso de Antioquia, el secretario de 

Minas del departamento o el Ministerio de Minas por orden del Código Minero, los 

alcaldes en esa situación estamos en una seria desventaja para la protección del 

territorio”. 49 

 

Posteriormente y ante las decisiones de la administración se escucha la noticia que la 

empresa minera Júpiter renuncia al título minero otorgado el 26 de junio de 2010 en el 

municipio de Jardín, debido a la presión que comunidades cafeteras y empresas 

privadas generan sobre el particular, debido a que su zona de impacto está conformado 

por las quebradas Peñas y el Piano que abastecen el acueducto de la vereda Las 

Margaritas, y el Zancudo.  

                                                 
49 http://www.elmundo.com/portal/pagina.general.impresion.php?idx=193789 



 

 

En el municipio de Jericó se ha realizado desde el 2013 una campaña fuertemente 

marcada contra la minería en el municipio, específicamente contra la empresa minera 

AngloGold Ashanti, que a través de la Minera Quebradona con Licencia Ambiental para 

intervenir en el territorio han tenido choques con la comunidad.  Desde el municipio se 

ha creado el Blog “Semillas de Identidad” donde retratan todas las acciones que ha 

realizado la comunidad con apoyo de representantes del Concejo Municipal, Autoridades 

de la Iglesia, miembros de la Mesa Ambiental, comunidades indígenas cercanas al 

municipio como el resguardo indígena Cristianía-Karmata Rúa y Caficultores.  

 

Todos ellos apoyando el desarrollo de diferentes acciones y campañas en contra de esta 

actividad extractiva, una de ellas con la distribución en las viviendas con banderillas 

blancas de “NO a la minería” recorren todas las calles del municipio, además de 

acciones como la mencionada en enero del 2014 “Las primeras fricciones entre 

pobladores y la compañía minera se han dado recientemente. El 20 de septiembre, 2013, 

comunitarios del Corregimiento Palo Cabildo bloquearon la entrada a vehículos de 

AngoGold Ashanti a la Finca Aurora. Decenas de pobladores de Jericó y municipios 

vecinos se levantaron para impedir que la compañía continuara operaciones en el área 

donde se encuentran los nacimientos de agua de toda la región.  

 

La protesta pacífica se dispersó en poco tiempo, sin embargo este evento ha marcado un 

parteaguas entre las relaciones de la compañía con las comunidades locales50. 

 

 

 

                                                 
50 http://semillasdeidentidad.blogspot.com/2014/01/el-suroeste-de-antioquia-no-quiere-la.html 



 

 

 

 

Ilustración 32 Campaña "No a la Minería" Jericó -Antioquia 

 
Fuente: Blog Semillas de Identidad 

 

En el municipio de Ciudad Bolívar surge igualmente una iniciativa desde la Mesa 

Ambiental del municipio con el objetivo de blindar al municipio de la entrada de minería, 

esta vez con el cambio de categoría de área protegida que actualmente tiene el 

municipio de Reserva Forestal Protectora de Farallones de Citará a Parque Regional 

Natural, que a diferencia de la primera, bajo esta figura se limitarán definitivamente el 

desarrollo de actividades mineras pero además afectaría el desarrollo de cualquier otra 

actividad productiva agricultura, ganadería, caficultura… esta es una medida muy 

restrictiva hacia la conservación de estas áreas que permitiría la preservación de esta 

zona natural.  

 

Técnicamente implicaría revisar la existencia de titulaciones mineras para las fases de 

exploración y explotación que perderían vigencia si no han logrado previamente la 

licencia ambiental, para el caso de esta área protegida no existen Licencia Ambiental 

otorgada por la autoridad ambiental lo cual permitiría avanzar exitosamente al proceso 

de declaratoria.  

 

Para el ordenamiento del territorio jurídicamente se presentaría conflicto, cuando tienen 

la viabilidad ambiental, ya que a pesar de la declaratoria y del blindaje que 

normativamente se le ha otorgado a estas áreas, la Constitución permite que las 

empresas solicitantes y con viabilidad ambiental ya gozan del derecho al 

aprovechamiento de los recursos naturales y gozan de la confianza legítima de la 

autoridad ambiental que le otorga a los particulares bajo su plan de manejo, presentando 

http://4.bp.blogspot.com/-67K1CfUJb1s/UtDCDjsNL4I/AAAAAAAAGzc/8xTQFrSFKA4/s1600/SuroesteAntioquia_05.jpg


 

la sostenibilidad de la actividad en este territorio.  

Sin embargo, ambientalmente se generan dificultades frente al desarrollo de esta 

actividad y la posibilidad jurídica del licenciamiento ambiental en zonas protegidas. Las 

afectaciones a estos ecosistemas en el recurso hídrico y la conservación de las 

características ecosistémicos pueden generar importantes consecuencias, además de 

conocer y tener un importante nivel de detalle en mapas, de identificación de los 

ecosistemas y actividades permitidas y restringidas.  

 

En el componente social existen varios aspectos a considerar, al realizar esta 

modificación sobre los usos del suelo, esto implicaría que las personas que habiten al 

interior de esta área estarán restringidos a realizar cualquier tipo de actividad y sus 

predios se verían radicalmente afectados y restringidos.  

 

 

Ilustración 33 Encuentro Mesa Ambiental y Corantioquia, Ciudad Bolívar Antioquia 

 
Fuente: propia 

 

Sin embargo para el 9 de mayo del 2013 el Ministerio de Minas y Energía emite el 

Decreto 0934 donde se consagra que los municipios no podrán excluir de sus Planes de 

Ordenamiento el desarrollo de la actividad minera sobre sus territorios y recuerda que 

este ejercicio depende de las Autoridades Ambientales. 

 

A pesar de esto los municipios continúan generando acciones y directrices para evitar la 

llegada de minería, aunque por norma no se les esté permitido y por directrices de 

ordenamiento territorial no esté fundamentado.  

 

 



 

 

 

 

3.2.2 Amplitud del resultado a obtener, según se 

produzca un beneficio colectivo o 

particular 

 

 

La amplitud del impacto de acciones conservadoras o dentro del 

sistema es una tendencia que va en aumento durante los últimos 

años. A primera vista es válido mencionar que los niveles de 

participación de las comunidades organizadas han aumentado, en 

especial después de la incorporación de la función social y 

ecológica de la propiedad con la Constitución de 1991. 

 

En este sentido los flujos de información y la necesidad de las 

comunidades de sentirse informadas y participativas en cada uno 

de los proyectos que se generan en los territorios es muestra del 

avance e impacto positivo de estas herramientas para el 

ordenamiento del territorio.  

 

Se identifican entonces resultados de estas iniciativas 

conservadoras en estos territorios, entre ellos, se hace evidente el 

aumento de los niveles de conformación organizativa de las 

comunidades y junto a ellos la sumatoria de otros gremios 

productivos interesados en evitar la presencia de la minería en 

sus territorios (suroeste principalmente). Esto evidencia que a 

pesar de encontrarse en curso uno de los proyectos mineros que 

podría entrar a modificar las condiciones territoriales en el 

suroeste antioqueño como lo es el proyecto Caramanta con la 

empresa minera I’am Gold, en esta subregión aún no se 

identifican acciones que den entrada a las grandes empresas 

mineras en el territorio, en parte por la presencia de otras 

actividades económicas fuertes y que marca tendencia a 

diferencia de otras subregiones 

 

“En términos de la estructura subregional por ramas de actividad 

económica, en el Bajo Cauca y Magdalena Medio predomina la 

producción minera (aportan en conjunto el 40% del valor 

agregado), con una participación inferior al 5% en las demás 

ramas de actividad económica. En las subregiones del Norte y 

Nordeste, adicional a la minería, que participa con 14.74% y 

27.46%, el sector agropecuario, silvicultura y pesca aporta el 

10.92% y 18.32% del total departamental, respectivamente. 

Cinturón Occidental 
Ambiental confronta 
la fiebre minera en 
Antioquia 

Lunes 27 de enero del 2014 

Pese a las dificultades, 
el Cinturón Occidental 
Ambiental utiliza 
variadas formas de 
resistencia: las 
movilizaciones masivas, 
en Támesis, 
Pueblorrico, Caramanta, 
Jericó, Ciudad Bolívar, 
Jardín, es una de ellas. 

También han realizado 
recorridos por el 
territorio -para identificar 
conflictos 
socio-ambientales- 
como Un abrazo a La 
Montaña, en Valparaíso, 
Caramanta, Támesis, 
Jericó, Pueblorrico, 
Andes, Resguardo 
Indígena Karmata Rúa y 
Jardín; han realizado 
foros y cabildos 
abiertos, en Jericó, 
Jardín, Támesis. 

La acogida a sus 
propuestas ha sido 
excelente. Ya realizaron 
un Consejo de 
Concejales en el 
municipio de Pueblorrico 
y se llevará a cabo el 
próximo encuentro, el 
cuarto, en Támesis. 

Gracias a la acción, 
denuncia y socialización 
de ideas sobre los 
conflictos que causa la 
minería en la región, por 
parte de este colectivo, 
se han obtenido algunos 
avances. 

 

[Las barras laterales 

son perfectas para 



 

Urabá genera el 24.67% del valor agregado en el sector 

agropecuario y aporta el 8.04% en los sectores comercial y de 

servicios.  

 

En Occidente ninguna actividad alcanza a contribuir con más del 

5%. Para el Oriente, se destaca el sector transporte, 

almacenamiento y comunicaciones, con un aporte del 35.22%. En 

el Suroeste, se destaca la participación de la actividad 

agropecuaria, silvicultura y pesca (11.56%), seguida por minería 

(9.44%) y comercio, hoteles y restaurantes (8.13%). La 

significativa participación en la actividad económica minera está 

asociada fundamentalmente a la producción de carbón que se 

desarrolla en la Cuenca del Sinifaná” 51 

 

Por esta razón se han identificado entre sus participantes, 

sectores cafeteros, turísticos y agrícolas que han emprendido 

acciones conjuntas y con la comunidad para manifestar el 

inconformismo con la entrada en operación de esta acción 

productiva extractiva.  Igualmente los medios de comunicación y 

otros segmentos de la comunidad han alcanzado a permear todas 

las acciones que los diferentes sectores han querido realizar para 

evitar la entrada de la minería en estos territorios, el efecto 

inmediato es el blindaje y reconocimiento que en la opinión 

pública se genera en estos sectores y en el resto del 

departamento para reforzar y apoyar las iniciativas de las 

comunidades.  

 

Sin embargo, esta tendencia se vive en otras Subregiones 

diferenciadamente, es el caso de la subregión del Bajo Cauca, 

donde si bien se evidencian acciones de fortalecimiento 

organizativo y de incorporación de actividades productivas 

alternativas para las comunidades de la zona que buscan lograr 

ingresos económicos lejos de la actividad minera y que sean 

sostenibles con las condiciones ambientales del territorio, se 

perciben también iniciativas diferenciadas respecto a la presencia 

de la minería en los territorios.  

 

A la par tanto en el municipio de El Bagre como en Buriticá las 

organizaciones ambientales, administraciones municipales y 

empresas mineras legalizadas se encuentran en diferentes 

                                                 
51 Perfil del Suroeste Antioqueño. Dirección de Planeación Estratégica  

Integral. II. Subsistema Socio – Cultural - II. Subsistema Económico. 2010 

Los campesinos de 
Caramanta denunciaron 
que durante el proceso 
de exploración, la 
empresa canadiense 
Caramanta Conde Mine 
usó el caudal del río, 
construyó una vía para 
el transporte, un 
helipuerto y usó árboles 
nativos, sin consultar a 
la autoridad ambiental. 

Por esta razón, el 18 de 

mayo de 2012 la 

Corporación Autónoma 

del Departamento 

(Corantioquia), ordenó a 

esta empresa 

canadiense suspender 

sus actividades en el 

Distrito Ambiental 

Cuchilla-Jardín-Támesis 

Sin duda, un importante 
avance. Sin embargo, 
dos de los obstáculos 
que enfrenta la 
comunidad: la falta de 
independencia de las 
corporaciones 
“autónomas”, que 
trabajan desde la 
normatividad que 
favorece el saqueo, y la 
capacidad que tienen 
las multinacionales para 
“mimetizarse”, 
cambiando de nombres, 
dificultan su resistencia. 

Por ello, el colectivo 
considera más efectiva 
la acción directa y 
pacífica de la 
comunidad. Es decir, 
retirar – literalmente- a 
las empresas que 
desean realizar 
prospecciones y 
reconocimientos del 
territorio. 

 



 

 

 

 

espacios para emprender acciones de debate y confrontación 

sobre las afectaciones en los territorios y como se deben atender 

para llegar a su mínimo impacto, especialmente respecto al 

recurso agua y zonas de protección. El aumento de la influencia 

de estas formas de participación permite que su reconocimiento 

por las diferentes autoridades y empresas privadas condicionen 

las acciones en el ordenamiento del territorio, en tanto se refuerza 

la vigencia de la función social y ecológica de la propiedad donde 

las comunidades se sienten con el deber y la posibilidad de poner 

en contexto las acciones que impactan el territorio. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En Palermo, 
corregimiento de 
Támesis, y en Támesis, 
sacaron literalmente a la 
empresa canadiense 
Solvista Gold cuando 
pretendía “socializar” su 
proyecto. 

En Jericó, los 
campesinos de 
Palocabildo bloquearon 
una vía para impedir el 
ingreso de la Anglo Gold 
Ashanti, a una zona de 
especial importancia 
para el acueducto 
comunitario. 

“Las acciones pacíficas, 
de hecho, y las 
expresiones 
político-culturales son 
nuestras herramientas 
políticas para que el 
gobierno y las 
organizaciones 
internacionales 
entiendan que no 
estamos pidiendo oro, ni 
desarrollo, solo estamos 
pidiendo respeto por 
nuestra dignidad”. 

 

http://www.aimdigital.com.ar

/2013/12/10/cinturon-occiden

tal-ambiental-confronta-la-fie

bre-minera-en-antioquia/ 
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3.3 Acciones que son movilizadas o manipuladas por 

otros (élites o grupos de clase media). 

 

Después de conocer las acciones ilegales y violentas, las acciones conservadoras y de 

iniciativas ciudadanas y organizacionales, y en el transcurso de los textos, algunas de las 

intencionalidades y respuestas  institucionales y económicas a partir de las diferentes 

expresiones que se manifiestan en el territorio ante la presencia de la minería, es visible 

que cada uno de los actores participantes muestran  acciones que buscan tener 

resultados en las escalas locales, regionales e internacionales con el desarrollo de esta 

actividad extractiva y en las diferentes formas de participación que condicionan acciones 

en el territorio.  

  

¿Que se busca manipular? La presencia o no y el dominio de una actividad económica- 

extractiva en un territorio. Esto implica generar acciones que puedan permear aspectos 

políticos, económicos y sociales para permitir que la puja de poder entre los diferentes 

actores finalmente beneficie a quien muestre mayor dominio y capacidades en un 

territorio. Y las acciones se pueden manifestar con acciones discursivas ( principalmente 

en acciones mediáticas) en medio de acciones legales y persuasivas que pongan en la 

agenda de discusión los temas de interés, otras de impacto como las expresiones de 

facto ( violencia, manifestaciones, movilizaciones directas o a núcleos poblacionales ) 

que buscan posicionar a una elite con pocas capacidades institucionales y apertura para 

la toma de decisiones normativas o acciones indirectas que logran modificar 

comportamientos que beneficien a los primeros.  

  

Como quiera que fuera, los resultados de estas acciones se traducen en cambios y 

modificaciones en el espacio y los actores que se encuentran en él, pues su objetivo final 

espera tener un resultado que permita lograr influenciar sobre el desarrollo de una 

actividad económica predominante en una región con múltiples intereses y con 

amplitudes conceptuales y normativas para la interpretación que mejor se ajuste a sus 

intereses.  

Ilustración 34 Protesta en Santa Fe de Antioquia en contra de la minería 

 
Fuente: El Colombiano 

http://www.google.com.co/url?sa=i&rct=j&q=&esrc=s&source=images&cd=&cad=rja&uact=8&ved=0CAcQjRxqFQoTCO6HnoeQk8YCFcaRDQodT_wA-g&url=http%3A%2F%2Fwww.elcolombiano.com%2Fsanta_fe_de_antioquia_marcho_contra_la_mineria-FXEC_294991&ei=U4R_Va6SMMajNs_4g9AP&bvm=bv.95515949,d.eXY&psig=AFQjCNFnYphQXt_uy909ZogrMTMSIzWcEA&ust=1434506580357769


 

 

 

 

 

En el caso del sector empresarial minero para las Subregiones propuestas se han 

identificado importantes esfuerzos por consolidarse en el territorio y lograr el ejercicio de 

la actividad minera. Se consolida en el territorio cuando logra generar alguna especie de 

red o circuito económico a su alrededor que permite lograr beneficios no solo en la 

actividad en si misma sino sobre quienes pueden desarrollar igualmente actividades 

complementarias a ella. Algunas de las actividades se relacionan con la contratación de 

mano de obra directa y en el territorio de impacto, logrando establecer núcleos familiares 

e institucionales donde todos participan, de esta manera los niveles de acceso 

económico aumentan y con ellos los beneficios a la economía general del sector (venta 

de alimentos, comercio, ocio, bienes materiales…). 

 

Se potencializa actividades comerciales directas entre la empresa y los sectores 

comerciales y se genera un importante ingreso de regalías para los municipios de 

impacto donde se localiza la empresa. Estos niveles de impacto buscan principalmente 

lograr un alto nivel de legitimidad y confianza para los habitantes de la zona, propiciado 

además por la falta de competencia de empresas mineras representativas en cada una 

de las subregiones lo cual permite su posicionamiento y el establecimiento de las reglas 

de juego a su favor sin mayor esfuerzo.  

 

Para las empresas legales les conviene tener presencia en un territorio con un alto 

potencial minero y de recursos naturales que facilitan el desarrollo de la actividad 

extractivista, les conviene que  ante la falta de herramientas claras para el ejercicio de la 

minería hayan logrado ingresar a zonas ecosistémicas estratégicas para la conservación 

y la protección con un alto potencial de explotación, sin embargo, esta confusión les ha 

costado en muchos casos retrocesos y dilataciones en el tiempo ante las presiones 

sociales y políticas que se han ejercicio para replantear las políticas y directrices que 

desde el Gobierno Nacional se toman para el ejercicio de la minería. Les conviene que 

los municipios no tengan competencia para definir los usos o limitantes para el desarrollo 

de las actividades mineras, les conviene que desde el Gobierno Nacional se tenga las 

competencias y que desde el Gobierno Nacional les interese ver la minería como una 

Locomotora del desarrollo.  

  

Para la institucionalidad, les conviene sostener que en sus líneas estratégicas de 

desarrollo económico del país la minería como una actividad de interés general, abriendo 

las puertas necesarias para aportar a tal fin, ¿por qué? Colombia es un país minero, con 

una riqueza y abundancia del mineral en sus suelos, con la mano de obra suficiente para 

realizar la extracción del material en todas sus fases, con una etapa de bonanza 

económica importante y con el interés manifiesto de empresas dispuestas a invertir 

sumas considerables en proyectos mineros en el territorio. Sin embargo, no le conviene 

que en muchas de las zonas propicias para el desarrollo de la minería tenga un bajo nivel 

de Gobernabilidad, se generen condiciones confusas en la aplicación de la norma y 

existan actores en los diferentes niveles territoriales y con un fuerte interés por participar 



 

igualmente de la bonanza minera. No le conviene además las afectaciones ambientales 

que la extracción de oro genera en el territorio, las inconformidades de las comunidades 

afectadas por la contaminación de los recursos naturales, ni la afectación de zonas 

ecosistémicas importantes para el desarrollo ambiental del país.  

  

Para los actores ilegales identificados en el territorio les conviene que el desarrollo de la 

minería continúe en aumento económico sobre el territorio, le conviene que la 

Gobernabilidad de las diferentes autoridades no esté en la totalidad del territorio (incluso 

donde se han presentado empresas mineras legales que inicialmente se pensaría 

cambiaran esa condición de ingobernabilidad), les conviene que se generen confusiones 

normativas y que haya la suficiente mano de obra ilegal para soportar el desarrollo de la 

actividad minera, en tanto aún no es claro si debería emplearse o no diferenciaciones 

sobre la minería legal, ilegal, informal o criminal, lo cual implica que se puedan tomar 

decisiones diferenciadas a cada uno de ellos. Y les conviene continuar ejerciendo la 

extracción minera sin necesidad de solicitar ante ninguna autoridad permisos, licencias 

mineras, quedar bajo el control y seguimiento para la regulación del ejercicio, realizar 

acciones de compensación social, económica u ambiental en la zona de impacto.  

  

Las Administraciones municipales les interesa la presencia de la minería en la medida 

que logra generar importantes ingresos por parte de las empresas mineras legales y 

regalías como fuentes de financiación para invertir libremente en el territorio. A la par se 

logra ocupar un importante número de población del municipio para generar ingresos a 

las viviendas y se logran activar otras actividades económicas relacionadas con el 

comercio que logran dinamizar esos otros renglones de la economía. Sin embargo, a las 

Administraciones Municipales cuando se les presenta en el territorio minería ilegal y 

criminal más que beneficios se identifican serios perjuicios en asuntos de orden público, 

salubridad, seguridad, ambiental, cultural, social y económico en el territorio, en la 

medida que, se identifica un aumento poblacional importante en los territorios donde de 

identifica el desarrollo de este tipo de minería procedente de otras subregiones del 

territorio, por esta razón la capacidad institucional para atender la población flotante, 

junto con la familia que acompaña y sus costumbres y tradiciones culturales podría 

impactar en las dinámicas de los territorios y las capacidades institucionales para 

atenderlos como lo obliga la Ley.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Ilustración 35 Mineros en proceso de formalización Bajo Cauca 

 
Fuente: Diario La Opinión 

  

Para las Autoridades Ambientales es indiscutible que la presencia de la minería en el 

ejercicio de su actividad se encuentra asociada a tres temas importantes: la presencia de 

conflictos socioambientales sobre elementos como agua, agricultura, áreas 

ecosistémicas, tierras baldías y zonas degradadas; sobre las acciones de control y 

seguimientos a las empresas o particulares que generan impactos en los territorios, una 

actividad que desborda sobre los solicitado y lo que se puede dar respuesta, las 

protección y blindaje de zonas de importancia ecosistémicas  y entre la definición de 

competencias y funciones a la hora de realizar este ejercicio; finalmente se desprenden 

de estas autoridades la necesidad de emprender acciones de formalización y 

legalización de quienes solicitan y quienes se encuentran en el territorio realizando la 

actividad extractiva sin ningún tipo de control o seguimiento.  

   

Las acciones que son movilizadas o influenciadas por otros parten de los intereses 

reales ya mencionados y en este sentido los medios de comunicación cumplen un 

importante papel, en la medida que permite conocer cuáles son las acciones más 

significativas para potenciar el interés sobre el tema, pero además permiten posesionar 

en la agenda gubernamental el tratamiento de los mismos.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

3.3.1 Amplitud del resultado a obtener, según se produzca un 

beneficio colectivo o particular 

 

 

Para una parte de las elites o grupos del territorio antioqueño interesadas en generar 

acciones que buscan modificar el estado presente o futuro de decisiones sobre la 

actividad minera en el territorio se encuentran fuertemente relacionadas con normativas 

institucionales y directrices nacionales.  

 

Algunas de ellas se presentaron con manifestaciones, movilizaciones y acciones de facto 

que esperaban en los niveles locales, regionales y nacionales generar influencia sobre la 

vigencia o no de normatividades. Los actores detrás de los cambios institucionales son 

múltiples, a pesar de registrarse por diferentes medios de comunicación actores 

secundarios que acuden a convocatorias masivas. Es así como en el año 2013 se 

vivieron varios paros nacionales donde los pequeños y medianos mineros reclamaron 

ante el Gobierno Nacional revisar la toma de decisiones respecto al trato y cabida en las 

zonas con vocación minera. Como se relaciona en el anterior mapa ( ilustración 28) , las 

luchas se concentraron en el Bajo Cauca y algunas en el suroeste antioqueño con la 

solicitud expresa de incorporar normativamente elementos de ordenamiento juridico que 

diferenciaran no solo entre minería ilegal y legal sino incluir la mineria artesanal e 

informal.  

 

El Decreto 2235 del 2012 que inicia “Artículo 1°. Destrucción de maquinaria pesada y 

sus partes utilizada en actividades de exploración o explotación de minerales sin 

las autorizaciones y exigencias previstas en la ley. Cuando se realice exploración o 

explotación de minerales por cualquier persona natural o jurídica, sin contar con título 

minero inscrito en el Registro Minero Nacional y licencia ambiental o su equivalente, 

cuando esta última se requiera, procederá la medida de destrucción de maquinaria 

pesada y sus partes prevista en el artículo 6° de la Decisión 774 de 2012 de la 

Comunidad Andina de Naciones, independientemente de quién los tenga en su poder o 

los haya adquirido”52 

 

Entre las motivaciones del Decreto el Gobierno menciona “que la exploración y 

explotación ilícita, al desarrollarse sin cumplir con la normativa ambiental, afecta los 

recursos de agua, aire, suelo y biodiversidad en las zonas intervenidas por dicha 

actividad, dado que no se implementan en estos casos las medidas de prevención, 

corrección, mitigación y/o compensación de los impactos ambientales derivados.  

Que el uso intensivo y descontrolado de dragas, retroexcavadoras y buldóceres en los 

ríos o fuentes de agua y el uso inadecuado de sustancias tóxicas como el mercurio y 

cianuro para el beneficio del oro causa, además de considerables impactos ambientales, 

                                                 
52 Decreto 2235 del 2012 



 

 

 

 

problemas de salud pública como intoxicación, alteraciones neurológicas y 

malformaciones congénitas en poblaciones influenciadas por el desarrollo de estas 

actividades.  

Que el uso de maquinaria pesada como dragas, retroexcavadoras y buldóceres 

requeridos para la exploración o explotación de minerales, sin el cumplimiento de los 

requisitos legales previstos, en muchas ocasiones agravan el daño ambiental y fomentan 

la economía ilícita que financia actividades delincuenciales y terroristas con el 

consiguiente impacto negativo sobre la población y la comunidad en general”.53  

   

A través de todos los medios de comunicación se realizaron convocatorias para realizar 

manifestaciones y cierres de vías con el objetivo de entrar a negociar con el Gobierno 

Nacional sobre los términos del Decreto 2235 del 2012, el cual por las medidas 

adoptadas se afectaría a todos los mineros artesanales e informales que realizan el 

ejercicio de la minería, alguno de ellos en asociaciones consolidadas y en el ejercicio de 

la minería sin la condición criminal y quienes avanzaban ante las Autoridades 

Ambientales con el proceso de solicitud de Título Minero y/o Licencia Ambiental,  así 

como los mineros criminales quienes se verían afectados por la destrucción de la 

maquinaria empleada al realizarlo ilícitamente para sus actividades criminales.  

 

Sin embargo durante los tres meses siguientes se tuvieron múltiples acercamientos entre 

el Gobierno Nacional, Autoridades departamentales y representantes del paro minero 

para trabajar en las diferentes mesas de negociación el fin del paro y las movilizaciones 

que tenían bloqueadas las vías de Antioquia y la afectación de las actividades 

comerciales y económicas de las regiones.  
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Ilustración 36 Marchas en contra del Decreto 2235 del 2012 

 
Fuente: Diario El País 

 

Aproximadamente un año después este Decreto tuvo que ser derogado, ante la cantidad 

de marchas, protestas y peticiones de mineros principalmente que se aglomeraron en los 

municipios de Caucasia, Santa Fe de Antioquia, La Pintada, Amagá como mayores 

frentes de concentración y otros tantos municipios de la zona de influencia que ponen en 

cuestionamiento la delgada línea que establecía el Decreto de las acciones a 

implementar en los territorios sobre los mineros ilegales, artesanales e informales, todos 

tratados por igual y con la mano dura de la Ley. 

 

Los paros, en 2013, si bien no alcanzaron a cubrir el 11% de las protestas registradas, 

cobraron relevancia por las reivindicaciones que expresaron y las redes de conflictos que 

develaron, por su duración, su amplia cobertura geográfica, la participación de diversos 

sectores sociales y la solidaridad que despertaron –a pesar de haber sido 

menospreciados y reprimidos por instancias gubernamentales–, y por haber puesto en 

cuestión la gobernabilidad del presidente Santos. Los intentos oficiales por desconocer 

tanto la movilización social como la autonomía relativa lograda por muchos actores 

sociales con relación a los partidos políticos y a los grupos armados, no consiguieron 

oscurecer su visibilidad ni su resonancia y, por el contrario, forzaron la convocatoria de 

mesas de negociación con agentes gubernamentales y empresas privadas54 

 

Igualmente Organizaciones Ambientales, representantes políticos y algunas 

corporaciones ambientales generaron contrapropuestas que tienen una clara apuesta a 

considerar la necesidad y urgencia de ajustar información y procedimientos para la 

                                                 
54 Luchas sociales en Colombia 2013. Informe Especial del CINEP/ Programa por la Paz. Abril 2014 
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atención del tema de la minería sobre las condiciones ambientales del territorio, un ajuste 

normativo que permita desde las localidades definir las distribuciones, potencialidades y 

dificultades de los territorios, con un conocimiento pleno de las compatibilidades y 

dificultades entre el desarrollo de la extracción y la protección y conservación de 

ecosistemas estratégicos que deben gozar de una protección especial. Al igual de la 

consideración de las comunidades étnicas y campesinas como parte constitutiva y 

fundamental en la toma de decisiones.  

 

Ilustración 37 Luchas presentadas en el Departamento de Antioquia 2013 

 

 
 

Fuente: Luchas sociales en Colombia 2013. Informe Especial del CINEP/ Programa por la Paz 

 

Esto asuntos evidencian la divergencia entre los lineamientos nacionales, regionales y 

locales para atender la realidad sobre el territorio y los conflictos que se generan entre la 

aplicabilidad de la norma y las construcciones e interacciones que se perciben entre las 

comunidades, los sectores económicos y el Estado.  

 

Esto implicó para el Gobierno Nacional firmar un acuerdo con cuatro puntos en 

específico para levantar el paro minero, estos son:  

 

Acuerdo: El Gobierno Nacional expedirá documento con la definición de criterios para la 

ejecución de la medida de destrucción de maquinaria prevista en el Decreto 2235 de 2012  

Acuerdo: El Gobierno Nacional radicará en el Congreso de la República un proyecto de 

Ley regulatorio de la minería artesanal, pequeña y mediana mecanizada, previo a la 

radicación, se socializará y se garantizarán todos los mecanismos de participación, que 

permitan todos los aportes de la sociedad en especial el del sector productivo minero.  



 

Acuerdo: El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible- MADS, adoptará la Guía Ambiental de formalización la cual contiene las 

medidas de mitigación, corrección, compensación y prevención de impactos ambientales, 

y debe ser aplicada a los mineros informales en procesos de formalización. Igualmente, 

los Mineros informales se comprometen a recuperar las áreas afectadas por el desarrollo 

de sus actividades mineras en el área que hoy explotan y en este sentido el Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sostenible expedirá los lineamientos para recuperar, restaurar, 

rehabilitar las áreas afectadas por minería.  

Así mismo, el MADS adoptará los términos de referencia para la elaboración del estudio 

de impacto ambiental requerido en el trámite de Licencia Ambiental o su equivalente. 

Dichos términos de referencia serán utilizados por los mineros informales en el momento 

de requerirlo y serán adoptados a las condiciones técnicas, económicas y sociales de los 

mineros informales, todo lo anterior, será aplicado por las CAR 

Acuerdo: teniendo en cuenta la figura jurídica de Banco de Áreas de qué trata la Ley 

1658/13, el Gobierno Nacional en el marco de su facultad reglamentara y a través del 

Ministerio de Minas y Energía procederá a proferir los Decretos Reglamentarios  a través 

de los cuales se ponga en efectividad la funcionalidad de esta figura.55 

Sin embargo, las acciones que son movilizadas no vienen únicamente desde por 

presiones de un solo actor ni con la intencionalidad de modificar la norma, las presiones 

por movilizar una acción puede deprenderse de varios actores y que pueden estar 

incluso circunscriptos desde la misma institucionalidad, ejemplo de ello fue el proceso 

conocido en el año 2010 donde el Ministerio de Minas y Energías de Colombia decidió 

ante las inconsistencias y afectaciones generadas por las licencias mineras sobre los 

ecosistemas estratégicos en el territorio, realizar la suspensión del otorgamiento de 

concesiones mineras para ser analizados en detalle sobre las zonas entregadas, 

actualizar el catastro y revisar las poblaciones y actividades que se afectan ante el 

desarrollo de esta nueva actividad extractivista, este fue el cierre de la  “Ventanilla 

Minera” para todo el territorio Colombiano .  

 

Por supuesto la iniciativa del Ministerio de Minas no se desprende únicamente del 

ejercicio de su actividad, junto con él, las entidades de los órdenes locales y regionales 

que participan a la par en este proceso manifestaron las inconsistencias y falta de 

articulación institucional para atender estas solicitudes. Que a su vez, sus inquietudes se 

ven desprendidas por las presiones y manifestaciones que tanto grandes empresas y 

particulares realizaron en varios momentos ante los retrasos de los conceptos para emitir 

los permisos y las solicitudes. 
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Igualmente estuvieron ejerciendo presión sectores de la comunidad, organizaciones 

ambientales, administraciones municipales y las mismas instituciones encargadas de 

generar los trámites ante el otorgamiento de títulos en zona de importancia ecosistémica 

y con presencia de comunidades étnicas que veían afectados sus territorios con la 

presencia de la minería.   

 

Como lo señala la CGR, “… es evidente que la ausencia de una plataforma tecnológica 

adecuada, puede incidir de manera directa en la ocurrencia de situaciones contrarias al 

ordenamiento legal vigente en el país, como ocurrió en el pasado, lo cual podría 

ocasionar el otorgamiento de títulos mineros en zonas donde no debe permitirse la 

minería, como los ecosistemas de páramos, humedales incluidos en “La Lista” RAMSAR, 

las áreas de reserva forestal, las que hacen parte del sistema de parques nacionales y 

regionales naturales, y otras áreas protegidas con categorías de protección ambiental y 

áreas estratégicas que deben excluirse la minería (tal como lo reconoció la Corte 

Constitucional en la Sentencia C-339 de 2002); con las consecuencias negativas que 

esto implica para la conservación ambiental del país, que podría determinar el 

incumplimiento de convenios internacionales suscritos sobre medio ambiente.”  

 

La declaratoria de utilidad pública e interés social de la minería ha producido procesos de 

desplazamiento de comunidades, sin que existan programas, proyectos o mecanismos 

adecuados para evitar o minimizar dicha situación, lo que se suma al otorgamiento de 

títulos mineros sin realizar el proceso de consulta previa en áreas habitadas por 

comunidades indígenas y negras56. 

 

Esta misma figura se empleó en el 2013 no en la magnitud de interrumpir el otorgamiento 

de títulos mineros sobre todo el territorio Colombiano sino sobre la interrupción de 

otorgamiento de títulos mineros en zonas que se encuentran en proceso de declaratoria 

de área protegida o identificadas como ecosistemas de importancia de conservación 

“reservas temporales de áreas protegidas”. 

 

Varios fueron los actores que se manifestaron para que estas acciones llegaran a este 

punto de toma de decisiones en el territorio, lo cual hizo que a nivel nacional el discurso 

político sobre esta actividad minera vs las áreas protegidas se modificara, implicando 

varios cambios en la norma y sobre quienes la emitían. Además con la declaratoria de 

inexequible de la Reforma del Código Minero por la Corte Constitucional Resoluciones, 

Circulares y Decretos de esta misma naturaleza tomaron impulso como el mencionado 

para exclusión de minera de Parques Nacionales Naturales, se ajustó el procedimiento 

de solicitud de títulos con el sistema de Radicador Web de la ANLA donde a fecha de 

agosto del 2013 se recibieron alrededor de 2.836 solicitudes.  

 

 

                                                 
56 Estado de los Recursos Naturales y del Ambiente 2012-2013. Contraloría General de la Nación. Pag 56 



 

3.3.2 Grado de influencia que se ejerce a través de la actividad 

 

Independientemente de quien genere acciones o influencie en ciertos grupos o sectores 

para generar una opinión pública no favorable frente a las acciones o directrices del 

Gobierno Nacional o quien se encargue de tomarlas, la confrontación pública pondrá en 

la agenda del país un tema que obligará a los diferentes sectores sociales a girar las 

miradas para ver de qué manera podría involucrarlo o como podría entrar a participar 

igualmente de este debate.  

 

Para el caso de la presencia de la minería y sus impactos e implicaciones en el territorio 

se puede mencionar que la mayoría de las acciones se desprenden de decisiones 

normativas y de establecimiento de directrices nacionales sobre los actores regionales y 

locales.  

 

En este sentido, el cambio en la norma en temas como las acciones de control ambiental 

a las empresas legales, grupos informales, mineros artesanales y mineros criminales, 

indica que la influencia de los diferentes grupos por poder ser tratados en sus diferentes 

niveles y fomentar acciones de paso de la informalidad a la formalidad pueda ser posible 

en la medida que existan las articulaciones nacionales- regionales-locales para avanzar 

en este término. Sin embargo, estas prácticas de confrontación de con las diferentes 

administraciones por la atención de asuntos del corto plazo evidencia las debilidades de 

planeación y gerenciamiento sobre el territorio para gobernar ante la presencia de una 

actividad que determina la toma de decisiones en todos los niveles del territorio.  

 

Además evidencia que actualmente las administraciones municipales tienen varias 

limitantes importantes a considerar en este tema, pues si bien se ha demostrado, las 

decisiones en los territorios relacionados con el tema de la minería fuente de discordia y 

debilidades en los niveles locales se logran surtir normativamente desde los niveles 

nacionales.  

 

Respecto a la posibilidad de tener injerencia a nivel municipal, normativamente, el papel 

de las administraciones se limita ante la posibilidad de restringir o avalar el desarrollo de 

estas actividades extractivas sobre el territorio, esto quiere decir, que los Alcaldes no 

tiene la posibilidad de planearse ni tomar decisiones en sus Planes de Ordenamiento 

Territorial sobre la posibilidad o no de la minería en sus territorios, podrán tomar una 

posición y ante esa tomar medidas pero normativamente no tiene la injerencia en los 

municipios de realizarlo.  

 

Un segundo limitante que tienen las administraciones es la falta de insumos técnicos, 

económicos y políticos para la toma de decisiones de esta talla que incluye el desarrollo 

de actividades productivas, que podrían afectar o desplazar el desarrollo de otras 

actividades rurales igualmente tradicionales como las agrícolas y ganaderas, además de 

los conflictos en los usos del suelo que genera el desarrollo de las actividades 



 

 

 

 

estractivistas frente a los recursos naturales y las zonas de importancia ecológica. 

 

Esta acción implicó en términos del ordenamiento del territorio el reconocimiento de las 

diferentes formas de participación minera en el territorio, y con ellos los diferentes 

tratamientos y directrices de ingreso a los territorios, de esta manera la posibilidad de 

ingresar a procesos de formalización y legalización se convirtió para muchos en la 

posibilidad de ejercer esta actividad en el territorio, y con ellos los beneficios pero 

también las obligaciones para realizar esta actividad, en los esquemas de niveles de 

explotación y formas de compensación por su desarrollo.  

 

Sin embargo, muchas de las acciones implementadas para incorporar a los mineros 

informales a este proceso se ven limitadas ante la voluntad de quienes inician el proceso 

pero se mueven de la zona de impacto (por razones de seguridad, porque en la zona no 

se logra extraer más minería, porque siente que el proceso es largo, porque cambia de 

actividad), de esta  manera las acciones de monitoreo, de incorporación de actividades 

que mitiguen los impactos ambientales y de los acompañamientos en la zona se ven 

disminuidas ante estas situaciones.  

 

Así mismo la necesidad de implementar el cierre de la ventanilla minera y casi de manera 

paralela blindar zonas estratégicas del territorio para evitar la entrada de la minería en 

cualquiera de sus modalidades. Para muchos sectores se perciben oportunidades para 

revisar en el tiempo estipulado para volver a presentar La Reforma del Código Minero 

acciones que permita un análisis de detalle sobre lo que se aprobará, entre tanto, se 

continúan dando prórrogas para el tiempo estipulado para la apertura de la ventanilla de 

tramites mineros, se han generado modificaciones en la Ley. En Antioquia la apertura y 

cierre de estas ventanillas implicó que con coordinación nacional se iniciara un proceso 

de recuperación e identificación de información sobre los títulos solicitados, organización 

catastral y verificación espacial de las actividades. Por ello la Secretaria de Minas y 

Medio Ambiente de Antioquia, la entidad Parques Nacionales Naturales, Corporaciones 

Autónomas Regionales se encargaran de revisar las áreas que deben ser consideradas 

de reserva y donde no se deberán aceptar solicitudes de concesión minera. 

 

Surge además la inquietud si estas medidas políticas del Ministerio bajo los tiempos y los 

términos establecidos permitirá la articulación entre las diferentes entidades, son estas 

Catastro Minero, la Agencia Nacional Minera, las Corporaciones Autónomas Regionales, 

las Gobernaciones y las Secretarías encargadas del tema, además de las comunidades 

indígenas y campesinas que requieren mayor información y acompañamiento para 

atender los nuevos procedimientos administrativos.  

 

 

 

 



 

4. Capítulo 4: Conclusiones 
 

Una de las intencionalidades de realizar este documento es motivar a los lectores a 

conocer cuáles son las dinámicas que las diferentes formas de participación generan en 

el ordenamiento del territorio especialmente con elementos tan dinámicos y generadores 

de interacciones (controversias, disputas, conflictos) entre los diferentes actores como lo 

hace la minería.  

 

Hacerlo en municipios como el Bagre, Támesis y Buriticá nos permite conocer como las 

construcciones territoriales dejan de limitarse a mecanismos estrictos de participación 

para emprender acciones de redes sociales que fomentan diálogo, algunos que esperan 

generar una imposición y se encuentran dispuestos a entrar a medir fuerzas y 

encuentros con actores dispares. Tal vez, muchos de los actores que aquí se 

mencionan, sin darse cuenta, están generando nuevas transiciones en las formas de 

participación territorial, donde los actores entran a conversan sobre las intervenciones en 

su zona de incidencia con un espíritu crítico y constructivo, algunos con acciones 

indirectas que esperan también (generando impactos en la zonas algunos violentos y 

otros movilizadores), poner en la agenda de interlocución temas de su importancia, y 

otros tantos con el acompañamiento en los mecanismos regulares y establecidos por la 

Constitución igualmente válidos en estos espacios de participación.  

 

En este sentido, es válido mencionar que las formas de participación y su capacidad de 

incidir y definir cuáles serían los temas en la agenda política del territorio, no solo se 

encuentra en las formas democráticas que este sistema político ha configurado. Se 

encuentra también en la manera como directa o indirectamente diferentes actores 

emprenden acciones y tienen la capacidad de transformar territorios, formas de habitar, 

condicionan actividades, generan propuestas, se organizan en nuevas formas sociales e 

imponen otras condiciones, que constantemente obligan a las entidades institucionales a 

evaluar, analizar con mayor nivel de detalle y definir acciones para integrar gestiones de 

gobernabilidad en espacios antes ausentes y de otro lado sostenerlos donde aún tienen 

presencia.  

 

Algunas de estas formas de participación han logrado materializar el concepto de la 

función social y ecológica de la propiedad, en la medida que, los propietarios de partes 

del territorio han dejado de ser vistos como los simples beneficiarios de su predio y su 

proyecto productivo, a adquirir cargas y compensaciones que se deben ver reflejadas en 

las colectividades del territorio, además de respetar las condiciones ambientales, en 

especial ante la presencia de actividades como la minería que generan una alta 

incidencia en el territorio junto con la presencia de comunidades que históricamente han 

habitado los territorios de impacto.  

 



 

 

 

 

Estas afirmaciones son posibles, en la medida que las comunidades han creado y a la 

vez se han apropiado de espacios reconocidos por las institucionalidades, las empresas 

públicas y privadas y otros sectores del territorio con quienes entran a debatir los inicios 

de conflictos socioambientales y salidas alternativas donde participan los interesados.  

 

Sin embargo, cada territorio muestra sus particularidades y algunos de ellos posiciones 

radicales, lo cual no nos permitiría realizar un análisis generalizado sobre las formas de 

participación en las configuraciones territoriales de la región.  

 

Para aquellas zonas que históricamente se han emprendido actividades económicas 

relacionadas con la minería como lo han sido en el municipio de El Bagre y Buriticá se ha 

evidenciado una importante inclinación de los habitantes de la zona, las administraciones 

municipales, empresas formales, informales, ilegales, criminales, comunidad en general 

en el desarrollo de la actividad minera, alrededor de ella se han gestado toda clase de 

actividades económicas que no han sido debidamente reglamentadas en su mayoría y 

que ha implicado por parte de la institucionalidad emprender acciones en dos sentidos, 

uno en emprender acciones de Autoridad con operativos de control y seguimiento, 

decomisos y destrucción de maquinaria para aquellos mineros que se encuentran en el 

ejercicio de la minería informal en territorios con  difícil acceso y baja gobernabilidad 

institucional.  

 

El segundo tipo de intervención se ha concentrado en emprender acciones de 

capacitación y reconocimiento del territorio, incorporación de tecnologías limpias, 

fortalecimiento de capacidades asociativas, reducción de contaminación y construcción 

de procesos de seguimiento para incorporar a los mineros tradicionales e informales a 

procesos de legalización y formalización minera.  

 

Este tipo de intervenciones se encuentran en el territorio con acciones que entran en 

conflicto, en tanto las institucionalidades a cargo deben velar por el cumplimiento de la 

norma, pero con el interés de incorporar acciones de formalización y fortalecimiento de 

las comunidades. Esto se traduce finalmente en el reconocimiento de una actividad 

económica- productiva que históricamente se ha vivido en el territorio y que ha requerido 

de un esfuerzo duplicado para lograr generar a la par y de manera escalonada 

intervenciones en el territorio que logren incorporar ejercicios de gobernabilidad y 

construcción territorial. 

 

Muy similar es la situación presentada en el municipio de Buriticá, donde el ejercicio de la 

actividad minera ha estado ligada a pequeños ejercicios de explotación artesanal de oro, 

sin embargo, la instalación de una empresa minera en la zona sin trayectoria ni 

crecimiento histórico en la zona mostró una reacción diferente a la presencia minera en 

el territorio. Con la llegada de la empresa minera se percibió la llegada de mineros 

foráneos, sin arraigo, control, pertenencia en la zona ni interés de generar procesos de 

fortalecimiento ni crecimiento organizativo. Lo cual modifica las condiciones y dinámicas 



 

del territorio y las iniciativas institucionales y sociales por la permanencia de una minería 

desmedida en esta subregión.  

Y reacción completamente diferente a la presencia en la región del suroeste. La fortaleza 

de un territorio con presencia de productores fuertes e históricos en la zona de 

actividades económicas diferentes a la minería en la zona, evidencia a pesar de la 

posible llegada de empresas mineras una defensa contundente de comunidad, 

organizaciones ambientales, administraciones municipales y gremios económicos del 

territorio en nombre de la protección ambiental y la defensa del territorio. Los procesos 

institucionales se concentran en el fortalecimiento organizativo y la creación de 

capacidades institucionales.  

 

Todas estas formas de participación hacen parte de la dinámica de los territorios donde 

se visualice como una condición de movimiento y cambio que presenta una oportunidad 

de reconocimiento y revisión de las relaciones territoriales, históricas, económicas, 

culturales y sociales en correspondencia con las necesidades normativas y de presencia 

de gobernabilidad del territorio en sus diferentes formas de manifestación y participación.  

 

Otra de las conclusiones que se pueden extraer es identificar como en la medida que se 

presentan situaciones de estabilidad poblacional en el tiempo se identifican formas de 

participación social más fuertes y consolidadas que en otras zonas. En este sentido, las 

bases para el fortalecimiento organizativo de las comunidades, el entendimiento de las 

formas de participación, la capacidad de generar guiones y proponer con argumentos 

son acciones propias de poblaciones permanentes, que tienen una alta capacidad de 

arraigo y pertenencia a su zona.  

 

Por el contrario, aquellas zonas con mayores dificultades, conflictividad territorial, 

presencia de actores estacionarios y actividades económicas intermitentes, interfieren en 

la posibilidad de consolidar formas de participación sociales, por el contrario, se identifica 

la presencia de otros actores, en los casos analizados (Buriticá y El Bagre), por sectores 

económicos y grupos al margen de la Ley quienes ejercen formas de participación con 

impactos regionales y nacionales. Estas formas de participación ponen en contexto las 

distancias normativas entre lo que se debe reconocer en el territorio y los imaginarios 

normativos sobre los cuales se construyen en el mediano y largo plazo el ordenamiento 

del territorio.   

 

La posibilidad de ampliar este panorama se abre en la medida que se anudan otros 

temas. Entre ellos, importantes retos, el país entero se encuentra a la expectativa de los 

diálogos de paz, especialmente en el marco del posconflicto. En este nuevo escenario se 

generan inquietudes sobre el papel que cumple la toma de decisiones a nivel Nacional 

en las condiciones del ordenamiento territorial en los niveles regionales y locales. Las 

decisiones que se tomen en temas importantes como la atención agrícola, petrolera y 

minera genera incertidumbre entre las instituciones, debido a que han sido actividades 

de trayectoria y de un importante auge económico en las regiones, porque han sido 



 

 

 

 

también frente de ataque, porque se han generado actividades ilegalmente y porque 

existe un alto grado de informalidad que aún y sin el proceso de paz se ha logrado 

atender; siendo las zonas rurales áreas naturales y de incidencia de los grupos 

negociadores se puede generar una importante expectativa sobre las distribuciones y 

usos sobre estos territorios; la necesidad de tener claros e identificados los ecosistemas 

que por sus características naturales requieren de una atención especial frente a las 

actividades que se puedan desarrollar (no solo por los actores externos, a corto y 

mediano plazo ante la llegada de actores privados e internacionales);  

 

Además de los aspectos técnicos se puede evidenciar el surgimiento de algunas 

confusiones de peso al momento de establecer criterios, plazos y competencias para la 

toma de decisiones. En los niveles locales y regionales principalmente se genera 

incertidumbre sobre los términos en los que se generan los acuerdos, ya que son en 

estos niveles donde realmente se deben generar acciones y políticas sobre la 

ordenación del territorio para dar respuesta a los cinco puntos que se encuentran 

revisando el Gobierno Nacional y los representantes de las FARC, con actividades que 

dependen principalmente de información clara y consolidada para lograr integrar y 

conocer las particularidades y potencialidades que logren desarrollo social y una 

expresión coherente al territorio.  

 

Los conflictos entre empresas mineras y comunidades locales aunque en su mayoría 

aparecen relacionados con problemas medioambientales, la realidad es más compleja 

de lo que ese primer análisis reflejaría, en su mayoría los procesos clave se mantienen 

en el gobierno nacional. El resultado es que las instituciones locales, que tienen que 

enfrentar cada día el descontento de los ciudadanos afectados, la presión de las 

empresas mineras por entrar en sus territorios y la presión de los demás gremios 

productivos que se sienten amenazados ante el dominio de una nueva actividad 

económica en el mercado, las administraciones municipales no tienen poder de decisión 

en esa área de impacto, ni las herramientas para poder asumir estas competencias. 

 

Siendo así, no se puede dejar de desconocer que a pesar de ser la minería una actividad 

económica que en todo el territorio antioqueño ha crecido a la par con su historia, 

tradiciones y cultura, se debe entender que este ejercicio afecta los diferentes renglones 

de las dinámicas territoriales, lo cual hace necesario que se entienda desde un concepto 

sistémico donde se deben integrar los distintos campos que lo conforman, los actores 

participantes desde cualquiera de sus ángulos, pues cada una de sus acciones generan 

resultados que obligan a revisar en términos de toma de decisiones como inciden en las 

políticas territoriales y las condiciones ambientales de las zonas.  

 

Sin embargo, es importante considerar que a pesar de conocer las diferentes formas de 

participación y los principales actores, las condiciones de Gobernabilidad de los 

territorios debe manifestarse en una adecuada articulación de la norma con las 

condiciones de las regiones en su totalidad, los soportes técnicos, económicos e 



 

institucionales adecuados para la atención de los conflictos por los usos del suelo y el 

desarrollo de las actividades económicas sin afectaciones ambientales ni 

desconocimiento de ecosistemas estratégicos. Finalmente el reconocimiento de las 

diferentes formas de participación que influyen en la toma de decisiones sobre el 

territorio y establecen la agenda de toma de decisiones de los gobernantes deben ser 

considerados e incluidos en los espacios de articulación institucional para el 

ordenamiento del territorio.  
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